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Interés htig!oso de la Nación M&dlación en controversias 
Jurldlcas entre entidades det orden nacional y terntotial. y entre 
entidades temtotlates. Alcance de la función prevista en el 
numeral 7, articulo 112 del CPACA en relación oon en1idades 
del orden territorial, 

El ministro de Justicia y del Derecho formuló consulta a la Sala, por solicitud de la 
directora de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (en adelante. 
ANDJE), sobre el alcance de la noción «interés litigioso de la Nación•. asl como 
respecto de las facultades que tiene esa Agencia para IJ mediar en las controversias 
furidicas entre entidades del orden nacional y territorial . y entre entidades territoriales, 
y, 11) pedir concepto a esta Corporación con el fin de precaver un litigio o poner fin a 
uno existente entre entidades del orden territorial, según lo dispuesto en el numeral 7 
del articulo 112 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Conlencioso 
Administrativo (en adelante, CPACA). 

l. ANTECEDENTES 

Alude el mm,stro a la i,aturaleza ¡uridica de la ANDJE y a las normas que silvíeron 
para su creación como son la Ley 1444 de 2011 y el Decreto Ley 4085 de ese mismo 
año. Respecto de este último transcribe el numeral 3 del articulo 6 que establece la 
función de la ANDJE de asumir la representación judicial de entidades y organismos 
de la Administración Pública y de actuar como ,nteNinlente en los procesos judiciales 
en los que «estén involucrados los intereses de la Nación• (ibidem). 

Afirmó que la defensa ¡urid1ca de ta Nación comprende. entre otras actividades, • la 
participación en procesos judiciales o administrativos en los que la Nación o las 
entidades públicas del orden nacional sean parte demandante o demandada o deban 
intervenir• (articulo 3, D.L. 4085 de 2011). 
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Agregó que el articulo 2 del D.L. 4085 dispone que la ANDJE tiene como función la 
defensa de los • Intereses litigiosos de la Nación•. los cuales se enCtJentran senalados 
en el parágrafo de dicho articulo, reglamentado por el Decreto 1365 de 2013 en su 
articulo 2. 

En este contexto cita el artículo 199, inciso 5, de la Ley 1437 de 2011 , reformado por 
el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 sobre la notificación del auto admisorlo de la 
demanda y del mandamiento ejecutivo en los procesos en «donde estén involucrados 
los intereses litigiosos de la Nación» 

Por su parte. eJ articulo 610 del Código General del Proceso establece que la ANDJE 
podrá intervenir, en cualquier estado del proceso y ante cualquier jurisdicción «en los 
asuntos donde sea parte una entidad pública o donde se considere necesario 
defender los intereses patrimoniales del Estado• 

Afirmó et ministro que el parágrafo primero del articulo 6 del D.L. 4085 de 2011 
dispone que la ANDJE puede ejercer la representación judicial de entidades 
territoriales mediante la «suscripción de convenios interadmínistrativos y el 
correspondiente otorgamiento de poder>. 

Por otra parte, el ministro aludió a la función de la Sala de Consulta y Servicio Civil 
prevista en el numeral 7 del articulo 112 del CPACA. reformado por la Ley 2080 de 
2021, que faculta a la ANDJE para solicitar concepto sobre las controversias jurídicas 
entre entidades públicas del orden nacional. o entre estas y entidades del orden 
territorial para precaver un litigio o poner fin a uno existente. No obstante. agrega ei 
ministro, que de la norma no se «advierte que la Agencia tenga esa facultad cuando 
la controversia se presenta solamente entre entidades del orden territorial, por lo que 
genera el interroganle si sobre este tipo de conmctos la Agencia puede solicitar 
concepto». 

Conforme al marco jurfdico expuesto el ministro sostiene que surgen dudas sobre cuál 
es el alcance y concepto de interés litigioso de la Nación. concretamente si este 
involucra la facultad de la ANDJE de intervenir en asuntos judiciales en los que se 
demanda a una enlldad pública del orden territorial. «Con la redacción del articulo 610 
del Código General del Proceso pareciera que sí, aunque el Decreto Reglamentario 
1365 de 2013 vuelve a encasillar e l concepto de interés litigioso de la nación (sic), en 
aquellos casos en que se discuta un acto, hecho o conducta de una entidad pública 
del orden nae1onal o de sus servidores públicos». 

Asimismo. el ministro plantea la ínquietud sobre si en un proceso judicial que se 
adelanta contra una entídad pública del orden territorial se afecta el interés litigioso de 
la Nación y si este concepto Incluye el de «interés patrimonial del Estado• que 
establece el articulo 610 del mencionado código. 
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El ministro también cita el numeral 3 delartlculo6 del D.L 4085de 2011 que determina 
la función de la Agencia de «actuar como mediador en los conflictos que se originen 
entre entidades y organismos del orden nacional». Agrega que el objeto de la 
mediación se encuentra establecido en el articulo 2.2.3.2.2.1.1. del Decreto 2137 de 
2015, el cual transcribe, nonnas respecto de las cuales •surge el interrogante acerca 
de sí la Agencia está fawllada para mediar en las controversias que surgen entre 
entidades del orden nacional y temtorial. y entre entidades del orden territorial». 

Por último, es pertinente indicar que el 16 de febrero de 2023, por iniciativa del 
Consejero Ponente, se realizó una audiencia con el Mimsteno de Justicia y del 
Derecho y la ANDJE, para precisar algunos antecedentes de la consulta y obtener 
información relevante con el objeto de wmplir de manera adecuada la función 
consultiva asignada a la Sala. 

Según consta en el Informe secretañal, la información requeñda fue allegada a la Sala 
el 20 de febrero del año en curso. 

Con base en lo expuesto. fonnula las siguientes 

11. PREGUNTAS 

1. ¿«La Agencia puede solicílarconceptoa la Sala de Consulta y Se/Vicio Civil. 
con el fin de precaver un litigio o poner fin a uno existente, cuando se trate 
de controversias jurldicas entre entidades del orden territorial»? 

2. ¿ «Cuál es e/ concepto de interés litigioso de la 1>ac1ón y si su alcance 
comprende tos i1>tereses li/Jgiosos de las entidades del orden territoris.l»? 

3. ¿ «El concepto de interés litigioso de la nación Incluye el de interés 
patrimomal del Estado•? 

4. ¿ «A la luz de las disposiciortes que establecen y reglamentan las funciones 
y competencias de la Agencia, puede considerarse que está habilitada para 
defe1>der los intereses litirjosos de entidades terrlloriales»? 

5. ¿ «Pued9 ta Agencia mediar en con/1/ctos entre en/Jdades del orden nacional 
y tenitorlal»? 

6. ¿ «Puede Is Agencia mediar en conflictos entre entidades del orden 
femtorial»? 

111. CONSIDERACIONES 
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A. Planteamiento del problema Jurídico 

De los anlecedentes y preguntas formuladas se sigue que la consulta versa sobre el 
alcance de las funciones de la ANDJE relacionadas con los siguientes problemas 
)urid1cos. /) respecto de la Intervención de la ANDJE en los procesos judiciales ¿cuál 
es la noción de «interés litigioso de la Nación• que la habilita para su defensa? 11) ¿los 
«intereses litigiosos de la Nación• comprenden el «Interés patrimonial del Estado• y 
los «intereses litigiosos de las entidades del orden tenitorial»? iii) ¿cuáles son las 
atribuciones de la ANDJE para mediar en conflictos que se susciten entre enlidades 
del orden nacional y territorial, y entre entidades temtonales exclusivamente?, y iv) 
¿es p1ocedente que la ANDJE solicite concepto a la Sala de Consuha y Servicio Civil, 
con el fin de precaver un litigio o poner fin a uno existente, respecto de controversias 
jurídicas entre entidades del orden temtorial? 

Para dar respuesta a la consulta, la Sala desarrollará los siguientes temas: /) 
cla1ificaci6n de nociones esenciales; 11) antecedentes de la creación de la ANDJE; /11) 
nahJraleza jurídica. objeto de la ANDJE. noción y alcance de «interés litJg,oso de la 
Nación» y función de representación: /v) funciones de intervención y representación 
judicial de la ANDJE, en partícula, respecto de los «intereses patrimoniales del 
Estado•: v) la mediación en el marco de las funciones de la ANDJE, y vi) la función 
de la Sala de Consulta y Servicio Civil prevista en el numeral 7 del articulo 112 de la 
Ley 1437 de 2011 , reformado por la Ley2080 de 2021 , y las atribuciones de la ANDJE, 
frente a esta, 

B. Desarrollo argumentativo 

1. Clarificación de no<:iones esenciales 

De los antecedentes de la consulta se evidenaa que existe cierta dificultad en la 
lnte1pretaci6n de la normativa que establece las funciones de la ANDJE, derivada, 
entre otros factores, de la falta de unidad en el lenguaje utilizado por el tegíslador, 
reflejada en nociones tales como «Estado,. o «Nación» , o cuando alude a 
«enlldades y organismos de la Administración Pública•, «entidades publicas del 
orden nacional» o «entidades del orden territoñal». 

Considera la Sala que para absolver la consulta debe clartticar, en un primer 
momento, las nociones esenciales arriba mencionadas para con base en ellas, en 
un segundo lugar, absolver la problemática panicular descma. 

1.1. Estado 

La noción de Estado ha sido analizada desde Platón y Aristóteles hasta nuestros 
dlas, como da cuenta la vasta doctrina sobre la materia' . No obstante, la Sala 

1 JeUinek, Georg Teo,fa g;,nerBI del Estado, Grandes Claslcos del Oorccho. vol 2 Oxford Un\Ve(Slty 
Pres.s, M~idco, 1999 
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observa que la consulta no versa sobre sus elementos esenciales como son el 
pueblo, territorio, poder publico soberano (y más recientemente, reconocimiento 
internaclonal}, que constituyen lo que en la doctrina se conoce como Teoria General 
del Estado2. Tampoco se pregunta sobre su significado desde la Teoría de la 
Constitución, materia que busca el «modo de incorporar la Constitución. en el 
sentido de que esta sea, si no el primer elemento del Estado, al menos uno 
esenciai»3• 

En el ámbito de la consulta formulada se parte del supuesto práctico de que la 
Agencia Nacional de Defensa Juridica, sirve a una orgamzación que se denomina 
Estado, concretamente al colombiano, pero en virtud de ta anfibologla del 
Legislador, surgen inquietudes frente a otras nociones. Esta problemática ha sido 
objeto de estudio por la doctrina nacional, como lo pone de presente el profesor 
Naranjo Mesa en la obra citada: 

Oi$tlnción entre el ténnlno Eslado y otros considerados sinónimos 

Aún en la élctualldad no se emplea una terminología precisa para diferenciar el 
fenómeno potitico que representa et Estado, de otros fenómenos o Sttuaciones 
slmHares. Es asi que, como ya lo anotamos. frecuentemente se utilizan las palabras 
nación. p&ls, patn'a o repúbfica como sinónimos de Estado. Ello puede constatarse. al 
menos en nuestro medio. en el lenguaje de gobernantes, partamentarios, politices. 
periodistas, e induso abogados y tratadistas, l)e'8onas estas que, por razón de su 
profesión, acbVldad y vocación. deberían ser particularmente cuidadosas en eJ uso de 
la termfno!ogia. Por ejemplo, al referirse a Colombia. utilizan lndlslintamente 
cualquiera, o varios. de los términos mencionados, incurriendo en notoria 
impropiedad, cuando la diferencia de significado entre el1os es grande 

La pal.abra nación se refiere, ante todo al elemento humano deJ Estado. al conjunto 
de sus habitantes: puede asimilarse a pueblo. aunque $U significado, como se 
explican.\ más adelante. no es e·xactamente et mismo( ... ) El término pals, es ante 
todo, una expresión geográfica; hace relación a un territorio o región determinados 
( .. } Patria tiene ante todo un sent;do anímico( ... } La pal.na se r~presenta a través de 
slmbotos -la bandera. el escudo, et himno- y por eso estos slmbolos se consideran 
sagrados ( . ) Repübf,ca, en su moderno s,gn1ficado es una expresión pc,lltico -
Jurídica que significa una determinada forma de gobierno o, en un contexto histórico, 
la fom,a que asume un Estado en det~inado peñodo" 

Realizadas las anteriores precisiones, el autor en ata sostiene que la expresión 
Estado tiene alcances diferentes de los arrlba mencionados. •En cierto sentido los 
comprender/a a todos, pues en el Estado concunen los elementos humano. 

t Haberl&, Pe1er El Estado Consuruoon1JI, Editorial AWea. Buenos Aires. 2007. p39. 105. 
;, Op clt p 107. En el amt>ao nacional, Naranjo Mesa, Vladimno. Teorlo Consttluci()()tJ/ o Instituciones 
POlitie.as, Sexta Edteión, Editorial Tem1s. Bogotá o.e, 1995. 
• Op el. p. 71 - 72. 
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territorial, anlmico, político y jur/dico a que se refiere, respecUvamente cada uno de 
elkJs»5. 

Considerando la diversidad de enfoques, el profesor Naranío plantea que el Estado, 
bajo el significado moderno, se presenta en el aspecto jurídico politioo como 
«institucionalización del poder:». por So que su comprensión puede plantearse en 
tres sentidos diversos. a saber: 

a) En sentido amplio. puede entenderse por Estado un conglomerado socaal, polihc~ y 
jurídicamente constituido, asentado sobre un territorio detenninado. sometido a una 
autoridad que se ejerce a ttavés de sus proptOs órganos, y cuya soberanía es 
reconocida por otros Estados. En este sentido decimos. por ejemplo. que Colombia 
es un estado o que F ranci.a es un Estado ( ... ). 

b) En sentido restringido, la exp(esión Estado equivale, dentro de esa sociedad 
pol!tfcamente organizada., a los órganos que ejercen el poder público, esto e-s los 
gobernantes en sentido amplio, o sea quienes están fnv&stido de autondad sobre el 
conglomerado que forma ta Nación. En ese sentido se habla. por' ejemplo. de un 
Estado intervencionista o de un Estado abSoti.rtista 

e) En senttdo más restringido, la palat>ra Estado se a~im11a dentro de la 0<ganaac!Ói'l 
general de los podere& pUblioos, al poder' central, del cual emanan los d,emés, 
directa o indirectamente. Se habla, entonces. de Eslado central poc oposic¡ón a las 
comunidade-s locales, a los depar1amentos. p<ovlncias. regiones, organismos 
descenualizados, etc. ( . ) (Énfasis suplidos}. 

Se deduce de lo antenor, como común denominador, que el Estado es una 
organización polltica y jurfdica que ejerce sus potestades a través de unos órganos 
sobre un conglomerado social asentado en un territorio. 

Estas nociones generales ilustrarán el objeto particular de análisis de la consulta 
desde el ámbito del Estado colombiano, et cual se describe en la Constitución 
Política (CP). 

Titulo 1 
De los princip-Jos fundamentales 

ATticulo 1 Colombia es un Estado social de derecho. organizado en forma de 
República unitaria, descentrahzada, con autonomía de sus entidades territoriales. 
democrática, partki.pativa y pluraltSta, fundada en el rnspeto de la d,gnidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en Ja prevalencia del 
inte<6s general. 

Desde sus primeras decisiones la Corte Constituciona16 interpretó el alcance de la 
norma transcrita, de la siguiente manera: 

6 lbidem 
• Senlencia T-406 de 1992' 
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Por lo menO$ ltes postulados se desprenden del a~iculo primero: 

a) El Estado es definido a través de sus caracteres esenciales. Entre estos caraotéréS 
y el Estado la relación es ontológica: El Estado Colombiano es taJ, en tanto sus 
eiemen1os esenciales están ptesentes: no se trata de cualidades. capactdades o 
dotes del Estado, smo de su propia naturaleza, de su p,opio ser 

b) Los caracteres esenciales de1 Estado tienen que ver no sOIO con la orgsnizaci6r1 
entro poderes y la pt'OdCICCión y aplicación del det(Jeho, sino también y de manera 
especial. con el compromiso por la defensa de contenidos juridicos matefiales. 

El sentido y alcance del articulo primero no puede ser desentrañado plenamente a 
partir de una interpretaceón reducida al anátisi5 de su texto. Cada una de las palabras 
del anlcuk> posee una enorme carga semántica, la cual a travét de la historia del 
constitucionalismo occidental, se ha ido decantando en una serle de nociones básicas 
que dehmrtan su alcance y lo hacen coheten!& y razonable. Una Interpretación que se 
aparte del cootexto nacional e internacional en el cual ha.n tenido formación los 
con-ceptos del articulo pnmero, puede das lugar a soluciones amañadas y 
contradictorias, 

En síntesis, la Constitución e$tá concebida de tal manera que ta parte orgánica de la 
misma solo adquie<e senbdo y razón de ser como apfica~ón y puesta en obta de los 
principios y de tos derechos inscritos en la parte dogmática de la misma. la carta de 
derechos, la nacionahdad. la participación ciudadana, 18 estmctura del Estado, las 
funciones de los poderes, los mecanismos de control, las elecc;ones, la ofganlzacjóo 
territotial y lo& mecanismos de reformai, se comprenden y justifican como transmisión 
instrumental de 1os principos y valores constituaonales ( ... ). (Negrilla y subrayado 
textual. Cursiva de la Sal1:1), 

Como lo indica la sentenc,a citada, lo dispuesto en el articulo 1 CP reune los 
elementos esenciales de la noción Estado' como organización polltica y jurídica, 
que tiene a su cargo unas funciones, que materialmente se refle1an en una 
estructura. Ahora, para los fines de este concepto resultan relevantes los siguientes 
aspectos: Colombia es un Estado social de Derecho organizado en rorma de i) 
República unitaria, ii) descentralizada, iíi) con autonomía de sus entidades 
territoriales 

1.1.1. Estado unitario 

Al respecto, es preciso indicar que, Invariablemente, desde la Constitución de 1886. 
y todas sus refonnas, pasando por la Conslttucíón de 1991 , hasta la fecha, el 
modelo unitario es la estructura estatal que m~s acogida y desarrollo ha tenido en 
nuestro pais. Se concreta «en una división territorial constitutiva de entidades con 

' A p~r de que no coMtrtuye el objeto de este concepto, resulta relevante ,ecor<Jar que el TfhilO 111 
de ia Coó$Uluc;On Polftica .:De los habl1antes y del Territorio», a;nlculos 96 a 102, desarrolla los 
elementos. humano y fisico del E$tado 
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personefia. patrimonio, fisco y gestión separados'»8• cuyas competencias se sujetan 
al ámbito que para ellas ha definido en cada momento, la constitución y la ley, 

La forma unitaria del Estado significa que existe un cenlro del poder, que se ejerce 
en todo el territorio y unidad del orden jurídico aplicable, Al respecto sostiene 
Hauriou: 

El principio de unidad. El Estado simple es un Estado Centralizad-o. Se encamina 
hacia un solo centro de decfSfón y de animación. Una ünica voluntad &e transmite 
sobre el terntotio, como si de un fluido eléctrico se tratase. En otras palabras, la 
centratitaci6n conduce a la unidad de los poderes del Estado (un solo gobtemo, un 
solo Parlamento) y, en consecuencia, del orden Jurfdico Desde tuego, un sistema tal 
es concebible, pero, si no se tiene c:uKfado, tiende a desembocar en la «apoplejia del 
centro y en la parálisis de tas e-xtremidades» según la frase de Lemennals9 

(Paréntesis y comillas texttJales) 

El «centralismo• fue unos de los grandes defectos que se le imputaron a la 
Constitución de 1886, por lo que en la de 1991 se hizo énfasis en la 
descentralización y se le agregó a la fórmula tradicional, la «autonomía de las 
entidades territoriales». 

La Constitución Política de 1991 pretendió establecer un balance entre el centro y 
la periferia, Según la Corte Constitucional por «Estado Unitario se enliende et que 
posee un solo centro de impulsión politlca. es decir, aquel en el cual la soberania 
se ejerce directa y continuamente sobre todo el conglomerado social asentado 
sobre un mismo territorio•'º, criterio que coincide con el autor citado. Y agrega en 
la misma linea: 

El Estado umtarlo supone el pnnc,pio de la centralizacK>n política, que se traduce en 
umdad de mando supremo, unidad en todos los tamos de la legislación, unidad en la 
administración de justicia y, en genetal, unidad en las decisiones de carat:ter político 
que tienen vigencia para todo el espaQO geográfico nacional. La centralización polltica 
no es otra cosa que una jera,qula constitucional reconocida dentro de la organtZaclón 
Jurídica del Estadon 

Ahora, la centralización política prevista en la Constitución no es incompatible con 
la descenlrallzación y la autonomla de las entidades territoriales. En efecto, por 
voluntad expresa del Constituyente de 1991, «la descentratl.zac,ón y la autonomía 
constituyen hoy elementos fundamentales de nuestra República unítaria Con todo, 
la determinación de la naturaleza y alcances concretos de ambos elementos es 

• Sách1ca, t.v1s Carlos N116vo Consr1tvcionalismo CoJcmblano duodécima ediaon, EditonaJ Ten·us. 
Bogotá, 1996, p 294 
' Havriou. André Detectio constrl:ucional e 1nsbtvc,ones politicas. s~gunda edlcl6n, Ed1lof\al Anel, 
Baroe!ona. 1980. p 184 
111 Sentencia e - 216 de 199.a 
11 Jbidem 
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tarea que exige un cuidadoso proceso previo de clarificación conceptual, pues tanto 
en el derecho como en la ciencia política, los autores no los emplean siempre en 
sentidos univocos. Esto dificulta en grado sumo su identificación, interpretación y, 
lo que es más importante, su correcta aplicación en el ámbito de las funciones y 
competencias estatales» 12• 

1.1.2. Descentralización 

Bajo la fórmuta Estado unitario la locución «descentralización» tiene, al menos, dos 
sentidos: el genérico y el técnico. 

«De acuerdo con el primero, se le da ese nombre a todo proceso que traslada 
asuntos de la capital del Estado a las entidades seccionales o locales, cualquiera 
que sea su indole; asi se habla de descentralización fiscal, económica o industrial. 
En sentido técnico jurldico, la descentralización significa traslado de competencias 
de carácter administrativo a manos de autoríctades regionales o locales. La 
descentralización se ha entendido como la facultad que se le atribuye a 
determinadas entidades púbhcas para gobernarse por si mismas, mediante el 
otorgamiento de fundones especificas que son ejercidas autónomamente»13

• 

En la tradición jurldica colombiana se han desarrollado las nociones de 
des<:entralizacíón territorial y por servicios. 

La Hamada descemrafización por seNtelOS, implica el otorgamiento de competencias 
o funciones administrativas a entidades que se crean parn ejercer una actividad 
especializada. 
( ... ) 

La denominada descenttafización IGrritoriaf, entendida como el oto<gamiento de 
competencias o func,ones administratwas a las entidades 1e.rrltoriales regionales o 
locales, las cualé$ $8 ejecutan en su propio nombre y bajo su p,opia responsabtltCfad 
Se trata entone.es de una situacaón eo. la que se le confiere cierta autonomía a las 
colectividades para el manejo de sus propios asuntos: autonomia que debe ser 
comprendida desde un aspecto administrativo y financiero. lo cual no significa que las 
autoridades locales se aparten del control ejercido por ~ poder centrat1• 

Retomando esta tradición, la Ley 489 de 1998'' dispone al respecto: 

ARTÍCULO 7. Descentralización administrativa. En el ejercicio de las facultades 
que se le otorgan pcr medfo de esta Ley y en general en el desarrollo y ,eglamentaci611 

,: Ccrte Cons.tltuclonal, Sentencia C-572 ese l 992 
,a senwnda C-216 dé 1994 
1• lbldem 
'º •Por 18 cua.' se. diCtatJ normas sODre ta orgamzaoót> y func(Qnam;ento do Jas entklades dal «don 
n<1c1'ortaf, so expiden fas dispo$iCi006S. pnncipios y reglas gencro!es para él olorcicio de las 
auibuciones previstas M los numerales 15 y 16 del a11/cu/o 189 de 1a eonst,·tuclón Polftic,a y sé dtdan 
airas d,spostcJoncs:# 
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de la misma el Gobiemo será especialmente cuidadoso en el C1Jmplimiento de '°5 
principios constrtucionales y legales sobre ta descentrahzación administrativa y la 
autonomia de las entidades territoriales En consecuencia procurará desarrollar 
disposiciones y nonnas que profundicen en la distribución de competencias entre tos 
dN"e<Sos niveles de la adm1rustraci6n sigutendo en 10 posible el cnterio de que la 
prestación de los servicios corresponda a los municipios, el control sobre dicha 
prestación a los departamentos y la deft.0!c!ón de pla.nes, políticas y estrateglas a la 
Nac:tón. Igualmente al ínteriOf' de las entidades nacionales descentralizadas el 
gobierno velará porque se estab~zcan disposiciones de delegación y 
desconcentracíón de funciones. de modo tal que sin pe~ulcio del neces3rlo eontrol 
administrativo los funcionanos regionales de tales entidades posean y ej&rzan 
efectivas facultades de ejecución presupuesta!, ordenación del gasto, contratación y 
nominación, asl como de formulaaón ese IOS anteproyectos de presupuesto anual de 
la respectiva entidad para la reg,ón sobre la cual ejercef'I su función 

Como pue<le observarse de la noción legal, la descentralización es una modalidad 
administrativa de distribución de competencias, que genera ciertos grados de 
autonomla para la entidad descentralizada, que en todo caso está sometida a 
controles por parte de las autoridades centrales, •La descentralización no excluye. 
a diferencia del fe<leralismo, el control por parte del Estado central. Este control es 
necesario, a la vez. tanto en mterés del Estado mismo, que debe salvaguardar su 
unidad politica y vigilar el respeto a la ley, como en interés de la persona 
descentralizada, y asimismo en interé$ de los individuos que pueden tener 
necesidad de una protección contra la autoridad descentralizada» 16

• 

1.1.3. Las entidades territoriales y su autonomía 

Bajo el titulo XI • De la organización territorial», el articulo 286 CP dispone que son 
entidades territoriales «los departamentos, los distritos, los municipios y los 
territorios indigenas /1 La ley podrá darles el carácter de entidades territoriales a las 
regiones y provincias que se constituyan en los téominos de la Constitución y de la 
ley• . 

Por su parte, el articulo 285 señala que «Fuera de la división general del terr~orio, 
habrá las que determine la ley para el cumplimiento de las funciones y servicios a 
cargo del Estado». 

De lo cual se sigue que las entidades territorlales cumplen las funciones y servicios 
del Estado, pues fonnan parte de él. sin pe~uicio de la autonomía de aquellas, en 
el contexto de la fooma de Estado unrtario. Al respecto. el articulo 287 CP es1ablece: 

Anlculo 287 Las entidades territonale$ gozan de autonomía para la gestión de sus 
Intereses y dentro de k>s llmites de la Con-sbtución y la ley En tal vírtud tendrán los 
siguientes de<echos· 

16 Clta oog1na1 del profeso, Jean RIVetO realizada poc la Corte Constiluc.onaJ en la Sentencia C - 216 
óe 1994 
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1 Gobernarse por autoridades propias. 
2. Ejercer las competencias que Jes correspondan 
3. Admlnffitra, los recursos y establecer los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus ftmciones. 
4. Participar en las rentas nacionales. 

Sobre el alcance de esta disposición, la Corte Constitucional desde sus primeras 
decisiones dilucidó su sentido de la siguiente manera: 

Autonomía de las entkfades territoriales en la Carta de 1991 

A manera de recapitulación y síntesis de lo ya dicho. se exponen los elementos 
conceptuales definidos por !a Corte sobre este tema 

El concepto de autonomia es nuevo en el conshtuciooallsmo colomt)¡ano. Su 
relación con el concepto de descentralización es é-Vldente lo cual no desconoce 
su distinción y complementañedad. Ambos conceptos entrecruzan sus 
mecamsmos de acción, pero su perspectiva es diferente: mientras la 
desoenttaliz.ación, que es una manera de admln4strar. busca una mayQr tibenad 
en fa toma de décisiones administrativas de las entidades locales del orden 
terntoriat y funcional y como resultado de ello una mayor eficiencia en el manejo 
de ta cosa pública, la autonomla, que es grado cte-etente de hbertad, busca cada 
vez mayor y mejor autodeterminación de tos hamtantes del territorio para 13 
definición y control de sus propios intereses y el k)gro del bienestar genecat, 
s.empre dentro del marco del Estado unitario 
La autonomía es una candad que se predica de quien decide por si mismo. sm 
que por ello se confunda con el concepto de soberanía o grado méx1mo de 
libertad , La autonomía, por el contrario, se eJerce d8"tro de un marco jurídico 
detem1inado, que va variando a través del tiempo y que puede ser mas o menos 
amplio. 
{e)n el ámbito institucional, la Constitución estable<:e el derecho a !a autonomía de 
las entidades territoriales. con ciertas hmit&aones constitucionales y Jega1es (arts 
1 y 287 C.N) la introduoción del concepto de •utonomla de los entidades 
temtoriates dentro de una República unitaria puede generar -en el eierciclo 
COf'lcreto del poder público-, una serie de conflictos de competencia entre el nivel 
tePtral y k,s niveles secci-onal o local. Por eso en el proceso de articulación de los 
distintos intereses deben teoor en cuenta los p,ncipios que Introduce la Carta y 
las teglas que de ellos se derivan'1 

Con base en la jurisprudencia constitucional, la autonomía no implica soberanla, 
pues la primera «hace relación a la coherencia con un género superior, m~ntras 
que la soberanía haoe que el ente soberano sea considerado como un todo. y no 
como parte de ese todo. Por ello no hay que confundir autonomía con autarquía, ta 
cual expresa la autosuficiencia -se basta a si mísma- plena y total. En otras palabras, 
la autarquia rompe con el modelo del Estado unitario y la transforma en Estado 
compuesto, donde ya no hay unidad legal, sino concurrencia de órdenes jur1dicas 

l 7 Si!tttC1'1Cl8 C-004-93 
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en una asociación de intereses jurídico .. politicos, de modo que no hay un Interés 
general unitivo, sino compuesto»'ª· 
Asl las cosas. uno de los limites de la autonomia de las entidades territoriales es 
que sus competencias se encuentran supeditadas a la constitución y la ley, que en 
el contexto del estado unitario trae como consecuencia unidad en el orden juridico 
aplicable y unidad en la administración de justicia. aspectos que resullan relevantes 
para este concepto. 

Aclaradas las nociones de Estado unitario, descentralización y autonomla de las 
entidades territoriales en tos aspectos relevantes para este concepto, es preciso 
indicar que la Constitución Potitica ha d ispuesto una estructura para la realización 
de los lines del Estado, los cuales se encuentran previslos en el articulo 2 Ibídem. 

Anlculo 2. Son fines esenciares de1 Est.ado. servir a la comunidad, prornover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los pnncipios, derechos y de-beres 
consagrados en la Constrtuci6n; facmtar Ja particípación de todos en las decisiones 
que tos afectan y en la vida económica, poUtica. administrativa y cultural de la Nación; 
defender la Independencia naCK>nal, mantener la integridad territoriaJ y asegurar la 
convivencia paciftea y la vigencia de un orden justo, 

Las autoridades de la República están insutuldas para protege, a todas las personas 
residentes en Colombia, en su \l'tda, honra, bienes. creencias, y demás derechos y 
líbertades, y para asegurar el cumplimiento de los debe.res sociales del Estado y de 
los particulares. 

De dicha estructura que permite alcanzar sus fines. son parte esencial las entidades 
territoriales. 

1.1.4. Estructura del Estado 

El Titulo V de ta Constitución Política «De la organización del Estado», establece en 
el Capílulo 1 •De la estructura del Estado•, lo siguiente: 

Articulo 113. Son ramas del podef pübllco, la legislativa. la ejecutiva, y la judicial. 
Ademas de 1-os órganos que las Integran- existen otros, autónomos e independientes, 
para el cumptlmien10 de las demás funciones del Estado. los drferentes órganos del 
Estado tle.oen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la rea1izaei6n 
de sus fines. 

Una breve reseña sobre este articulo se enet.1entra en la Gaceta Constitucional 59: 

«La Constrtución de 1886 establecía en su articuJo 57, el principio de separación de 
poderes en los siguiente$ tém1inos. 'Todos los poderes públicos son ltmítados y 
ejercen separadamente sus respectivas atribuciones' Posterionnente, con el Acto 
leg!5'abvo N• 1 de 1936, ya no se habla de poderes sino de órganos del poder público 
y se atenuó la separación estableciendo ta colaboración armónica, Se señalaron 

11 Sentenc.a C - 216 de 1994 
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como órganos el legislativo. ejecutivo y judicial. MedWlnte el Acto Legislativo N"' 1 de 
1945, se mantuvo la tridivisión clásica. pe<o no en órganos sino ramas del poder 
P\Íblico ( .) En cuanto al leglslailvo, la Constitución de 1886 radicó la potestad de 
hacer las leyes en el Congreso y determinó su composición bicameral de Senado y 
Cámara de Rep<esentanfes EJ A,cto LegJslativo N. 1 de 1936, modificó su 
denominación refiriéndose a órgano, ya no poder, y mantuvo su composición 
bicameral. Mediante el Acto legislativo Nº 1 de 1945, se modifrcó su denominación a 
rama y se mantuvo la composición ~mera.1•'9• 

Como se aprecia, la fórmula clásica y rigida de organización del Estado unitario con 
separación de poderes, se atenúo conslderablemente con el texto del articulo 113 
CP, pues se recono.ció que. además de las ramas tradicionales, existen otros 
órganos «autónomos e independientes para et cumplimiento de las demás 
funciones del Estado», es decir, este ya no solo está encargado de las funciones 
legislativa, ejecutiva y judicial, sino que existen ottas de las que también se ocupa 
el Estado moderno. Y ante la existencia de diferentes órganos del Estado, estos 
tienen el deber de «oolaborar armónicamente» para la realización de sus fines. 

En este contexto, el citado Capitulo l lo componen los artículos 113 a 121. En los 
artículos 114, 115 y 116, se describen la composición y funciones básícas atñbuidas 
a los órganos legislativo. e¡ecutivo y jud,cial, respecbvamente. 

Et artículo 117 dispone sobre los «órganos de control» y establece que son el 
Ministerio Público y la Conttalorla General de la República, los cuales, a su ve2. son 
descritos en los artlculos 118 y 119, respectivamente Sobre el origen de tales 
normas, en la Gaceta Constitucional 22, el constituyente Antonio Yepes Parra 
expres620: 

Propongo una reformulación del ac1ual articulo 55 de la Carta, adicionando a las tres 
ramas clásicas y tradicionales dos nuevas ramas que todo Estado moderno reconoce, 
a saber la ,ama electoral y la rama de vigilancia y oontrol. como organ1Zaciones 
lnstttucionales perfectamente diferenciadas para el cumplimiento de funciones. 
propias no reductibles a las funciooos legislativa, ejecutiva, administrativa y 
Junsd1eciona1 
Estas nuevas ramas del poder deben estar dotadas de suficiente autoflomla funcional 
e lndependenc-a respecto a las demés, y tal independencia y autonomía requieren 
ser elevadas al rango de nocma constituaonal, 

Y en la Gaceta Constitucional 59, se afirmó. 

La Conualoria, por su parte, representa a la sociedad en cuanto que es ella la trtular 
da- sus finanzas en Ul11mo término, pues en principio lo son del Eslado. Vela por que 
los reoul'$os que Je proporciona al Estado e~én corree.amente manejados. El 
ministerio pUblico entonces aclüa en función de la sociedad, como la Contraloria, para 

19 8ogota, abril 25 dé 1991. p 2 ConstmJyent&.s: Hemando Herrl!fa Ve<gara, Carlos ue,as de 13 
Fuente, Amomo Nava1ro Wolí, Jos6 Matias Ortiz. Abe-1 Rodtiguez. 
NSogotá lunes 18de marzo de t991. 
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vetar por que sus intereses no es-tén comprometidos ( .. ) La función fiscalizadora es. 
al mismo tiempo, una función dé conttol y tal como to expresa Silva Cimma, osla es 
de la esencia y esté lntimamente vinculada a un régimen de(TlOCtélico de Gobierno. 
'Bien poctriarnos e'Xptesar que no hay democracia sin control, m controt $in 
democrac,a' 

Por su parte. el articulo 120 alude a la conformación de la «organización electoral» 
por el Consejo Nacional Electoral, la Registradurla Nacional del Estado Civil y por 
«los demás organismos que establezca la ley», y señala sus funciones básicas. 
Sobre esta norma constitucional, resulta pertinente citar su antecedente en la 
Gaceta Constilucíonal 22: 

La organización electoral necesita ser ronaJecida, robusteclda y dotada de amplislmos 
poderes propios, pues ella es el canal de expresión de la legitimidad democrética y 
po< lo tanto su lnstitucionalktad debe tener una base de regulación en la Cana 
Fundamental del Estado y no simplemente en el nivel legal 

De las normas constitucionales comentadas, se puede afirmar que iodos los 
órganos que conforman las ramas legislativa, ejecutiva y judicial integran la 
estructura del Estado, así como los órganos de control y la organización electoral. 

No obstante, frente a la afinnación precedente, la Sala estima que la estructura del 
Estado debe adicionarse con los otros órganos que cumplen con sus funciones, a 
los que. por mandato constitucional, también se les ha dotado de Independencia y 
autonomla, con el propósito de cumplir con el mandato de «integración orgánica 
concurrente» derivado del articulo 113 CP, al que hizo referencia la Corte 
Constitucional en la sentencia C -247 de 2013: 

4.2. Parámetro do constitucionalldad: La división del poder público y el principio 
de colaboración de poderes. 

4.2..1 . La Constitución Polltica establece en et articulo 113 la composición del poder 
público: en la columna vertebral de la estructura del Estado están las ramas ejecutiva, 
leglslatwa y judicial, con sus respectivos órganos y dependencias; y además. se 
encuentran otfos órganos que deben reahzar el cumplin•oento de las demás funciones 
det Estado, pese a no encontrarse vinculados a ninguna de las ramas del poder. A 
esta distribución del poder público en ramas y órganos se asocia. a su vez. la 
exi$tencia de controles reclprocos y un deber de colaboración am,ónica { .• ). 

El ordenamiento constitucional colombiano impone, en relación con le dlvis.6n del 
poder: (i) un mandalo de separacióo de las ramas del poder público reconocido 
específicamente en los inc,sos primero y terceto .pñmera proposición~ del ertlculo 
113; (ii) y un mandato de Integración del poder püblico con otros órganos diferentes 
a los que ;ntegran las ramas ejecul1va. legistaUvs y j11dicial, según to preve el inciso 
segundo de la misma disposición. Adlcionalmente y según se seJ\aló, la Consblución 
precisa que el mandato de separación del poder en ramas y órganos no se opone. en 
modo alguno, a la lnstrumentaQón de formas de colaboración al'mónlca y de control 
reciproco otientadas a ,a consecución de los objetivos previstos en e1 articulO 2°. Esto 
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implica que óe la Constitución también se dativa: (fü) un mandato de colaborac,0,1 
armónico reconocido en el inciso te,oero •segunda proposJci6n .. que comprende no 
solo a los ó.rganos que coofomlan las ramas ejecutiva, legislatrvc1 y judicial sino a 
iodos los demás a los que les han Sido asignadas funciones necesarias para la 
materiabz.ación de los fin.es del Estado; (iv) finalmente, un martdato de ejerc,cio de 
conlroles recíprocos, (Ne9r1\1a y cursiva del texto. Pies de página, suplidos} 

Tales órganos son- i) la Com¡sión Nacional del Servicio Cívíl, iQ el Banco do la 
Repüblica, iii) la Corporación Autónoma Regional del Rlo Grande de la Magdalena 
y, /v) el Auditor General: 

i) Respecto de la mencionada Comisión Nacional, el artículo 130 CP, 
dispone: 

Articulo 130. Habrá una Comisión Nactonal del Servicio C1vif responsable de la 
administración y vigilancia de las carteras de los servtdores públicos. excepción 
hecha de las que tengan caráctv especial 

En la Gaceta Constitucional 83". en lo pertinente se indicó: 

La ley otganizará la administración de las carreras garantaando so 
Independencia y autonomia, Habrá una comisión de seMcio civtl que será 
responsable de la administración de las distintas carreras admmistratlvas. 
Igualmente. supervigilará las carreras especiales da la rama legislativa de fa 
procuraduria y de la c.ootral0<ia. La tey determinará su conformación y la forma 
de garantizar su ao1onomla frente a las ramas del poder público. (Se subraya), 

El carácter de órgano constitucional autónomo de la Comisión rue ratificado 
por la Corte Constttucional en la Sentencia C-372 de 1999". 

11) En cuanto al Banco de la República, su carácter de órgano constitucional 
autónomo se deduce directamente del articulo 371 CP, así: 

Articulo 371 , El Banco de la Repúbhca 0jercera las funciones de banca central. 
Estará 9r9ankzado como persona jurídica de derecho público, con autonomia 
administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a yn régimen legal propio". 

:1 lUtles 27 de mayo de 1991 , p 18. Articulado defln1trvo aprobado. Comisión tercera 
u 4. LB Comisión Nacional d-el Servicio Civil. un Orga:no constitucional Unico, autónomo e 
independiente( ,,,} E.n efecto, el articulo 113 de la Carta oontémpló la estructura bMlca para el 
ejeroeio del poder pUblico ya no fundad3 en la exi:sténCia exclusiva de las 1tes tradicionales 
«ramas•, sino sobre el supuesto de que., ademas de eUas y sin hacer parte de ninguna, fueron 
creados otros órganos estataJes. aut6r¡omos e tndependi&ntes. e,-atuidos para el oomphmiento de 
funciones que nos& confian al legJS\ador, al Ejecutivo malos juooes pero Que son lguatmente vitales 
pal'a ak:antar ios fines de la organlzaoón politica. 
Entre tales organos se encuentra, con su mismo llM!I e importancia, y de ninguna maneta como un, 
apéndice del Gobierno. la Comls!On Nacional del Setv1cio Civil ( .. ) 
:&> Sobre el oligen de esta norma oo sobra citar la Ga<:eta Const1tuclona1 103. 20 de junio de 1991 
•Una banca oentral para el SiglO XXI. La inflación y la Const11uyente. Oe!egatano: Rodrigo Uorente 
Martinez. ( ... ) Él nuevo Sanco de 1-a RepUbhca sera au16nomo como el banco central de A!emanía 
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lii) La Corporación Aulónoma Regional del Río Grande de la Magdalena 
(Cormagdalena) también es un órgano conslilucional autónomo, en los 
lérminos del articulo 331 CP: 

Articulo 331 Créase la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la 
Magdalena encargada de la recuperación de la navegación, de la actividad 
portuatia, la adecuación y la conservación óe tterras, la generación y 
distribución de energía y el aprovechamiento y preseivación del ambiente, Jos 
recursos 1ctiol6gicos y demas recursos naturales renovables. 

La ley determinará su otganiz.ación y fuentes de financiación, y detin1tá en favor 
de los mumCfpios riberenos un tratamiento especial en la asignación de regalías 
y en la participación que les corresponda en los ingresos corrientes de ta 
Nación. 

En relación con la naturaleza jurídica de Cormagdalena, la jurisprudencia ha 
sido reiterativa en señalar que es una entídad constitucional autónoma, 
independiente y separada de tos tres poderes públicos, y que no ccnstituye 
una entidad territorial, a pesar de que su cteación se encuen1ra contenida 
dentro del titulo XI sobre organización territoria12•. 

iv) Auditor General de la República 

Artícvlo 274. (Modmcado por el Acto Legislativo 4 de 2019. Aniculo 5). Ui 
vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloria General de la República y de 
todas las contratorras territoriales se eje,cerá por el Auditor General de la 
Repútlllca, elegido por el Consejo de Estado de tema enviada por la Corte 
Suprema de Jusbaa, s.¡gulendo tos principios de transparenaa, publicidad, 
objetividad, paJtc1pacl6n ciudadana y equidad de género. para u.n periodo de 
cuatro años2!i 

En su carácter de órgano de control fiscal. la Corte Constitucional se refirió en la 
Sentenc,a C - 315 de 2007 a la autonomía del Auditor: 

EJ carácter técnico del control fisc.al lmP<)r)e la necesidad que los orgarnsrnos que lo 
ejercen, en este caso la AGR, gocen de autonomia administrativa, presupuesta! y 
jurldica, al igual que de una estrucJura y orgartización administrativa propias, que 10 
habifiten pam ejercer sus competencías, coo la misma intensfdad y de acuerdo con 
los principios que regulan el co,,trol fiscal que aquellos ejercen. (Cursivas textuales). 

(Bun<1e-s.bank) con una Jun1a ci!recttva es!abkt e independiente como la del banco central de los 
Estados Unido$ (FederaJ Re$6rvé Bank), svjeto a un r~g,men legal propio• 
~ Corte ConstituclOnal. Sen1encias C-593 de 1995, C-594 de 1995, C-509 de 2008, y C -689 de 
2011, emre otres 
:) Texto oñgl.1al CP de 1991: cAtttculo 274. La V',gl-lanc,a de la ge&llón frscalde la Conttale>rla General 
de ta RepOb!lca se ejercerá p0r un auditor elegido para periodos de do$ anos por el Consejo de 
Estado, de tema enviada por ta Corte Suprótl'la de Justicia. 
La ley determinaré la manera de epcer dicha vigilancia a. nivel departamental, o,strrtal y mumcis:,al» 
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Con base en lo expuesto. concluye la Sala que la noción Estado corresponde al 
conjunto de órganos que desempenan, por mandato constitucional. las distintas 
funciones, actividades o servicios de carácter estatal. -sean estos del orden nacional 
o del nivel territorial•. Dicha noción comprende todos los órganos que componen las 
ramas teg,slativa. ejecutiva y judicial. los que integran los órganos de oon1tol, la 
organizadón etectoraJ y los que por mandato constrlucional cumplen sus funciones, 
con independencia y autonomía, así como las entidades territoriales , 

1.2. Nación 

1.2.1. Constitución Polltica de 1886 

En esa Constitución el término «Nacíón» se utilizó bajo la acepción «Estado•. o 
como criterio para la determinación de competencias entre el centro y la periferia. 

Ejemplo de lo pnmero son los artículos 1 y 2 ibidem, en los que la utilización del 
término «Nación• significarla. en una primera lectura, elemento humano del Estado 
(pueblo), acompañada del vinculo político que surge entre ellos: 

Titulo l. De la nación y el territorio 

Articu1o 1 La Nación Colombiana se reconstituye en forma de Repliblica unltana. 

Artículo 2. La soberania reside esencial y exclusivamente en la Nación, y de ella 
emanan los poderes públicos. que se ejercerán en los tétminos que esta Constitución 
establece 

La noción polllica de Nación se manifiesta también en los textos originales de los 
siguientes artículos: 

Artlcuto 105. los individuos de una y otra Cámaca representan a la Nación entera, y 
deber.in votar oonsultando únicamente ta Justicia y el bien común. 

Articulo 166. La Nación tendtá para su defensa un Ejército permanente( ... ) 

Que la «Nación» se «reconstituya en fo,ma de República unitaria», en el contexto 
histórico de 1886 significaba un nuevo paradigma que oontrastaba directamente con 
la anterior constitución: la de los Estados Unidos de Colombia de 1863 mediante la 
cual «Los Estados Soberanos de Antooqula, Bollvar. Boyac:I, Cauca, 
Cundinamarca, Magdalena, Panama, Santander y Tolima ... se unen y confederan a 
perpetuidad consultando su seguridad exterior y recíproco auxilio, y forman una 
Nación libre, soberana e independiente» 

Complementando la lectura inicial, se quería dejar atrás la organización estatal 
federal, y reestablecer el Estado Unitario, pero como la palabra «Estado» podría 
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resultar equivoca en atención a la anterior experiencia histórica, se utilizó la de 
«República•. Como lo ilustró el texto del profesor Vladimiro Naranjo transcrito en el 
punto anterior, «Nación Colombiana» se utilizó en su acepción «Estado» 

El cmerio expuesto parecería confirmarse con los artlculos originales 4 y 202 
(perteneciente al titulo XIX «De la Hacienda»), as!: 

Articulo 4. El Territorio, con los bienes püblicos que de él forman parte, pertenece 
Unicamente a la Nación. 
( ) 
Articulo 202. Pertenecen a la Repúbbca de Colombia, 

1 Los bienes. rentas. fincas, vatores, derechos y acciones que penenecian a 18 Un16n 
Colombiana en 15 de abril de 1886; 

2. Los baldíos, minas y salmas que pertenecien a los Estados, cuyo dominio recobra 
la Nación, sin perjuicio de los derechos con$tltuidos a favor de terceros por dichos 
Estados, o a favor de éstos por la Nación a titulo de indemnización: 

3. Las minas de oro, de plata. de platino y de piedras preciosas que existan @n et 
territorio nacional, sin pequlcio de tos derechos que por leyes antetiores hayan 
adquirido los descubridores y explotadores sobre algunas de ellas. (Se subraya). 

Ba¡o el contexto hacendístico citado, «Nación• aludía a la «Repúbllca de 
Colombia», -o lo que modernamente serla el Estado colombiano-, porque el létmino 
«Estados• claramente refería a la organización federal de la Constitución de 1863, 
es decir, los «Estados Soberanos de Antioquia, Bollvar, Boyaca, Cauca. 
Cundinamarca, Magdalena, Panamá, Santander y Tolima• 

En efecto, la jurisprudencia interpretó el artfcufo 202 de la Constitución de 1886 
como una norma que estableció la propiedad de la Nación sobre el subsuelo y todas 
aquellas minas que no fueran de propiedad privada. Asl. según la Corte Suprema 
de Justicia , estas minas subsistían «como una riqueza yacente que pertenece a la 
Nación•'"• mientras que el Consejo de Estado consideró que «por medio del artfc...lo 
202 se regresó a la nacionalización total de las minas que pertenecían a los Estados 
soberanos. 27 » 

Ahora, en una segunda acepción acorde con el «principio de la centralización 
política y descentralización administrativa•••. el término «Nación• se utilizó para 

:u; Ver Corte Suprema de Jvsticia. Se-ntenc~ del 10 de octubre de 1969 Gaceta JudJCJat No 2338, p 
414 
'' Ver Cons@to d& Estado Sala dé 10 Contencioso Aam1nistrstiv0, Seod6n Tercer Sentcñela del 18 
de ene,o de 1971 Anales del Consejo dé Estado. Nos '129 y 430, p 490. 
ze l6péz M Diego. Revi.st~ de oarecho P(Jl)lico No. 1, Universidad de los Andes, Bogota, 2007; « El 
namaclo a la administración (y no a la pol/tíe&) ¡e va a dMar<ollar en la ptimera mitad del siglo XX 
bajo la égida de un pnnetplo fundamental dé la Constituaón de 1686; centrallzae1on política y 
descentralización admJOiatrativa' Este lema fondi3mental buscaba en primer lugar, suprlimlr de 
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denotar competencias propias de las autoridades cenlrales frente a las que 
corresponden a las descentralizadas, como podrla verse en el siguiente lexto 
original de la Constitución de 1886: 

Titulo XVIII. De la Ad:ministración departa.mental y municipal 

Articulo 182, Los Departamentos ~endtán independencia para la administración de 
los asuntos secciona!es, con las limitaciones que estabJece la Constitución y 
ejercerán sobre los. Municipios ta tutela administrativa neeesa.na para planificar )' 
coo,dinar el desarrollo regional y local y la prestación de servicfOS. en los té,minos 
que las leyes señalen Salvo lo dispuesto por la Constitución. la ley, a iniciativa del 
Gobierno, determinará los servicio$ a ca,go de la Naoi6n211 y de las entidades 
terr'd.oriales, teniendo en cuenta la naturaleza, importancia y costos de los mismos, y 
se-Miara el porcentaje de los ingresos ordinaoos de la Nación que deba ser distribuido 
entre los Oepanamentos, las Intendencias y Comisarias y el Distrito Especial de 
8ogoté, para la atención de svs servicios y los de sus respectivos Munieipios, 
conforme a tos planes y programas que se estabaezcan. (Ef pie de péglna no es del 
texto). 

Revisado el anterior contexto histórico procede a la Sala al anáílsis de la locución 
«Nación» en la constitución vigente. 

1.2.2, Constitución Polltica de 1991 

El Constituyente de 1991 utiliza la palabra •Estado• en su concepción moderna, y 
deja el término «Nación•, para denotar la distribución de competencias entre las 
autoridades centrales y descentralilcadas, El criterio expuesto por la Sala es 
compartido por la Corte Constitucional, como puede verse, a titulo de ejemplo. en 
la Sentencia C - 221 de 1997· 

La palabta Estado y el reparto de competencias y de la titularidad de derechos 
entre la Nación y las entidades territoriales. 
8- En alguna5, obt'as d& doctrina constitucional y en derecho comparado. la palabra 
Estado es a veces usada para col'ltraponer el Gobíemo central a las entidades 
territoña!es, autónomas o descentraltZadas Por ejemplo en España, 1a doctrina y la 

manera definit!va la fecferaftzadOn que el país sufrió baJO tas Constituciones de 1858 y 1863 al abngo 
ae fas cuales, segun kls Regeneradores, el pals nabhl entrado en suoes1vas guerras CMléS { ) La 
centtahzacl<>n y monopolizaCK>n de ta ·autoridad' en un gob¡erno central sé erigh) en la peza 
fundamental det nuevo Kieario constitl.lcional asl . por tW\to. se produJO un proceso de centraft1aet0n 
de la leglslsciOn, de la adjudlcacl6n de la emisión óe moneda. pero, sobre tOdo, de las arma,s y de 
los eJérdtos. Se admllia. eso $Í, que debian ex.1sbr goblemos locales baJO la forma de departamentos 
y munte!pios, pero que éstos realizaban funcione! exclU1lvamente 'adminislfaWas' y no 'politica$', 
corno lo hablan p<tKendido en su momento tos ·estados sobe,-a.nos~ bajo el arregb federal de 
R1onegro• 
N La oonsutuoOn dlrectameflte tsmbtén estabJccla servlcios a e.argo de la Nación cotno por ejemplo 
«Artículo 58. La Cone Suprema de JuSbC1a, el Coosejo de Estado, los Tribunales Superiores de 
Oismto. los Tribunates y los Juz9edos que nlable:z.ca la ley administran j usticio 
El Senado ejefoe c:teterminad.as funciones judk::1aJes 
La admimstraciOn de iUsticia es un servicio p\Jt,t;oo a ®!9º de la Nacl6p» (Se subraya) 
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íurls-prudencia consti1ucionales sueJen denominar a las facultades de las autoridades 
centrares como competencias estatales para distinguirlas de aquellas propias de las 
Comunidades AutónomaslO ( ... ). Sin embargo, en el consti1ucionafismo colombiano 
no se puede hacer esa asimilación. ya que en gene,al nuestra normatlvldad ha 
reservado la palabra "Nación" en vez de la palabra ''Estaóo'., para hacer referencia a 
las autoridades centrales y dl$hnguirtas de las autoridades descentralizadas. Asi, el 
articulo 182 de la Constitución derogada Ofdenaba a la ley detenninar ~,os servicios a 
cargo de IB Nación y de las entidades descentra!a:adas". Ese lenguaje se ha 
mantenido en la Constituc:i6n de 1991 pues la Carta vtlhza la palabra Nación cuando 
se ,eflere a las competencias propias de las autoridades centrales, mientras que 1a 
palabra Estado denota en general el conJunto de todas las autoridades públicas. POI 
ejemplo, el al'ticu!o 288 establece que corresponde a la legislación orgánica territorial 
establecer ~,a distribución de competencias entre ta Nación y laS entidades 
territoriales'" lgua1men1e, el articulo 356 sotxe situado fiscal di$tlngue entre tos 
servicios a cargo de la Nación y aquellos a cargo de las entidades territoriates, y el 
articulo 358 habl3 de la participación de los municipios en los ingresos corrtentes de 
la Nación Esta 1nterpretación se ve confirmada si se tienen en cuenta otras 
djsposieiones que hablan del Estado, como el artículo 2°, que estabJece los deberes 
del Estado, o el ar1iculo 5º, que señala que et Estado reconoce fa Pfimacia de los 
derechos de la persona. pues seria absurdo considerar que esas nonnas estatuyen 
deberes conslitucionales exclusivos de la Nación, pero que no obligan a las entidades 
descenualizadas. 

Por consiguiente, es equivocada la apreciación del demandante segUn la cual et 
empleo de la palabra Estado en los art¡CtJJos 80 y 360 Implica obligatoriamente que 
se trata de competenetas y titularidades PfOpas de la Nación. ya que en nuestro orden 
consutuc1onal la palabra ~Estado" no &e refiere exclusivament& a la Nación sino que 
se emplea en general para designar al conjunto de 61'ganos que reahz;a.n las diversas 
funciones y servicios estatales,. ya sea en el orden nacional. o ya sea en los otros 
niveles temtoriales. 

9- Conforme a lo ant.erior, ta Cone considera que cuando la Carta se refiere al Estado, 
y Je impone un deber, o le confiere una atribución, debe entenderae prima fac,e que 
la norma constitucional habl.a. ganéricamente de las autoridades estatales de los 
distintos órdenes territoriales. Ahora bien ello no impide que en determil\adas 
oportunidades la Cal1a pueda asimilar, en un precepto especifico, las palabras Estado 
y Nación. y por ende denomine estatal a una competeflcia nacional o a la titularidad 
de la Nación sobre un detenninado recurso. Sin embargo, como en principi.o ta 
Constitución reserva la palabra Estado para hablar del conjunto de autoridades dé los 
distintos niveles territoriales, deberá mostrarse por qué en determinada disposiaón 
esa palabra puede ser constderada un sinófllmo de Nación. (Negn11as. pies de página 
y cursivas textuales). 

Por so parte. el tratadista Jaime Vídal Perdomo, sostiene: 

A diferencia de la Constítuct6n an1e-oor en la cual se hablaba mucho de Nación y 
poco de Estado. la de 1991 utJhza con frecuenda este último concepto. La idea 

30 Ver, entre ot(M, tas sentencias STC 35/1982 STC 52/1988 y STC 1'19/l992, 
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general es que el Estado es equivalente a la idea de sociedad politica colombiana, 
que anteriormente $8 designaba con la expresión «nación colombiana» {art 1, C P 
de 1886)'' 

De la jurisprudencia y doctrina transcrita32, se ratifica lo expuesto a lo largo de este 
concepto, asl: 

i) La palabra Estado representa el conjunto de órganos que desempeñan, 
por mandato constituaonal, las distintas f1,mciones, actividades o servicios 
de carácter estatal, -sean estos del orden nacional o territorial; 

il) El Estado, según el contexto de que se trate. puede verse representado 
en funciones o actividades a r.argo de autoridades de distintos niveles 
territoriales. de alll que se acuda a tas locuciones «orden nacional» 
(autoridades nacionales) u «orden territorial• (autoridades de las 
enbdades territoriales), o como titular de derechos como ocurre con los 
artloulos 332 y 360 CP: 

le)s claro que la Asamblea Cons1ituyente evitó atribuir a la NaciOll la 
propiedad de los recursos no renovables. para evitar la centrahzación de sus 
beneffQQS. peto que tampoco quiso. por razones de equtdad y de equilibrio 
regional munidpahzarlos o alftbulr su propiedad a los departamentos. En 
ese orden de tdeas, resulta petfectamente lógico que la titularidad de tales 
recursos y de tas regalías que genera su explotación sea de un ente más 
abstracto, q-ue representa a todos 19s colombianos y a 195 d¡stintos niveles 
teratoria1es, esto es, del E&tado colombiano oomo tal, quien es entonces eJ 
propietario de los recursos no renovables y el titular de las regalías. 

Con todo, se podria objetar a Ja anterior interpretación que en el régimen 
juridico ~ cotornbiano el Estado como taJ no es una persona Juddlca, por 
lo cual no podría ser propietario de r&CWsos, ni titular de regaJlas. Sin 
embargo, la Corte considera que esa objeción no es pertlllente, porque es la 
ley la que debe ser lnte.l'J)(etada a la luz de la Consbtuc:i6n, y no la 
Constitución a la luz de la ley. Ademas, como lo ha sostenido la doctrina 
nacional e internacional. incluso si el ordenam,ento tegal no reconoce 
personalidad jurídica al Estado como tal. ésta se sobreentiende pues es un 
presupvesto de muchas de las construcciones del derecho público y del 
derecho constitucional Así, segUn Pla.niol y Ripert, .cel Estado se cons1dera 
e.n todos l.os palses como una persona que represe-nla a la nación entera en 
su sober~nia y en su independencia· Por ello. agregan eSO$ autores, el 
Estado ha sido califfcado de ·persona moral necesaria'.». (Pie de página 
suplido) 

i/1) La palabra Nación es usualmente utilizada en el contexto de la 

11 Derecho Admtms.trat1vo, Edltonal Leg,;s, Oeomocuarta echclón, 2016, Bogota, O C .. pág. 97 
31 Criteno reíte~o por la Corte Con,trtvcfonal en la Sentencia SU - 095 di! 2018 
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distribución de competencias, para hacer referencia a las autoridades 
centrales y distingui~as de las autoridades descentralizadas. o para 
signar servicios a «cargo» de la Nación, o a «cargo» de las entidades 
terrítoñales. Ejemplo de lo anteñor, es lo dispuesto en el artículo 3 de la 
Ley 1454 de 2011, •por 1st cual se dictan normas orgáníc.is sobre 
ordenamiento territorial y se modtfican otras disposiciones.»~ 

Anlcuto 3". Principios recto!es del ordenamiento territorial 

3. Descentralización 

La distnbució-n de competencias en1fe la Nación, entidades territoriales y demás 
esquemas asociativos se realrzará trasladando el correspondiente poder de 
decisión de los órgan0$ centrales del Estado hacia. el nivel territoríal pertinente. 
en lo que corresponda, de tal manera que se promueva una mayor capacidad 
de planeación, gestión y de administración de sus propios in¡ereses, 
gatantizando por parte de la Nación los recursos neoe.satios para su 
cumplimiento. (Se stJbraya). 

Más adelante, en el articulo 20, ibídem, se dispone 

Anlculo 20. DelegactOn 

La Nacjón y los diferentes órganos del nivel central podrán de1egar en las 
entidades territoriales o en los diferentes esquemas asociativos 1errltofiaJes y 
en tas áreas metropolitanas, pot medio de conven10s o contraías plan, 
atribUciones pcopias de tos organismos y entidades públicas de ta Nación, asi 
como de las entidades e Institutos descen1rallzados del orden nacional. 

En la respectiva delegación se e-stablecerán las funciones y los recursos para 
el adecuado cumplimiento de los fines de la Administración Pública a cargo de 
estas. (ibídem) 

En consecuencia, puede sostenerse que la noción Estado incluye a la Nación y a 
las autoridades de los distintos niveles territortales, asl como a las entidades 
descentralizadas. 

Por su parte. las palabras Nación, entidades territoriales o entidades 
descentralizadas aparecen en el contexto de la distribución de competencias: la 
primera de ellas como una alusión a 1as autoridades centrales frente a las entidades 
territoriales (segun, por ejemplo, los artículos 3 y 20 de la Ley 1454 y la 
jurisprudencía citada), o para referirse a aspectos presupuestales como ocurre con 
el artículo 352 CP, que dispone el ámbito de regulación de la ley orgánica del 
presupuesto respecto «de la Nación, de las entidades temtoñales y de los entes 
descentralizados de cualquier nivel administrativo». 

1.2.3. la Nación como persona jurídica pública 
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la ley 153 de 1887 «Por la cual se adiciona y reforma los códigos nacionales. la 
ley 61 de 1886 y la 57 de 1887•. establece en el articulo 80 lo siguiente· 

Articu1o 80. La Nación. k>s Departamentos. los Municipios, tos es.tableclmief'ltos de 
beneficencia y los de instJucción púbhca. y las corporaciones creadas o ,econocldas 
por la ley, son personas jurid1cas 

Sobre esta disposición la Corte Suprema de Justicia, en su momento. sostuvo «Que 
la personalidad jurídica. así como la personería jurídica o de representación y para 
comparecer en juicio, son de mera estirpe legal pero no de rango constitucionaJ y 
pueden por tanto ser modificadas por la ley s1n violar ta Constitución•'"· Este criterio 
fue retomado por la Corte Constirucional en la Sentencia C - 374 de 1994 al declarar 
exequible el hteral b) del articulo 2 de ta Ley 80 de 1993. que establece la capacidad 
de las entidades estatales que, sin estar dotadas de personalidad jurídica, están 
facultadas para contratar. 

la personalidad jurídica reconocida a la Nación. los departamentos y los municipios. 
imphca que cada uno de ellos tiene los atributos propios de esos sujetos de 
derecho34, entre ellos el patrimonio. lo que obviamente los faculta para su defensa 
judicial. y en tal sentido, tienen capacidad para comparecer y ser representadas en 
procesos judiciales como demandantes, demandados o intervinientes. según lo 
determinen las normas procesales. 

Ahora, las personas Jurídicas mencionadas en el artlculo 80 de la Ley 153 de 1887 
tienen el atributo de ser públicas, lo que significa, según la doctrina de la Sala 
expuesta en el Concepto 1815 de 2007, la existencia de una decisión polltica en su 
creación, y que para su funcionamiento se asigne c:ualquier tipo de recurso valotable 
econ6micamente3t, 

1.3. Administración püblica 

la Ley 489 de 199830, se refiere a la •Administracíón Pública», en su artlculo 39, 
de la siguiente manera: 

» Sentencia del 29 de maye> de 1990, 
,. Código Civtl: Articulo 73. «Las persona$ son Mturate, o jurídicas. 
Oe la personalidad jurldica y de las reglas especia1es relativas a ella se trata e<1 el 11tulo fln81 de este 
libro•. 
Artjcu:10 633, «Sé llama person.i Jurlc!ica, una persona ficbCla. c¡¡paz de ejl!tCf!f derechos v contraer 
ob1lg.ac10nes ciwles, y de ser represén1ada jodiaal y extrajudiaa!mente 
Las personas jui idicas: soo d-e dos especies· corpotacaooes y fundaciones de benefloencia pUblica­
liay personas Jvrldicas que patltetpan de uno y otro caráeter» 
.u. Sala dé consuna y Servte•o Civil. Concepto 1815 oe 2007 
.?G "Por Is et.t91 se di'ctan no,mas sObre 18 org8njziJCIÓll y funclonam,ento de las tll'lt,dades d8I orden 
n(fcional, se expiden las disposiciones, pm,c,plOs y reglas genertJ!OS f)(Jr8 el ejerr;.icNJ dO las 
atnbuciones previstas en los numero les 15 y f6 del articuto 189 de Je Conshtucron Pollt,c,a y se diclan 
aíras d,s.posic,ones• 
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Articulo 39. Integración de la Administración PUblica. La Adminfstración PUbltca 
~e integra por los orga.nismos que conforman la Rama Ejecutiva del Poder PúbUco y 
por todos los demás organismos y entidades de naturaleza pubhca que de manera 
permanente tienen a su cargo el e,ercdo de las actlVldades y funciones 
administrativas o la prestación de servicios públicos del Estado Cofomt>1ano. 
La Presidencia de la República, los ministenos y los departamentos administrativos, 
en lo nacional, son sos organismos principales de la Administración. 
Así mismo. los ministerios. los departamentos administrativos y las superintendencias 
constituyen ~ Sector Ce.ntral de la Admimstraci6f'I Pública Nacional. Los organismos 
y entidades adscritos o vinculados a un Ministerio o un Departamento Administrativo 
que gocen de personeria jutídica, autonomia adrnintstrauva y patrimonio propio o 
capital Independiente conforman el Sector Descentralizado de la Administración 
Púbbca NaeiOnal y cumplen sus funciones en los términos que senale Ja ley 
Las gobemaciones, las a!caldlas, las secretarias de despacho y los departame.ntos 
ad.minrstraüvos son 10$ organismos pñne4pa!es de la Adm1mst,aci6.n en el 
correspondiente nivel territorial. Los demá$ les están adscritos o vinculados, cumplen 
sus funciones bajo su orientaaón coordinación y control en los tém,inos que setlialen 
la ley. fas ordenanzas y k>S acuerdos. según el caso. 
Las asambleas departamentales y &os concejos distritales y municipales son 
corporaciones administrativas de elección popular que cumplen las funciones que les 
señalan 1a Constitución Política y la ley 

Como lo sostuvo la Sala en el citado Concepto 1815 de 2007, en la anterior 
definición se incluyen: ;¡ los organismos y entidades que fom,an parte de la rama 
ejecutiva, en sus sectores central y descentralizado (criterio orgánico o subjetivo), 
11) todos los demás organismos y enlidades de naturaleza pública que cumplan 
permanentemente funciones administrativas o la prestación de servk:ios pUbllcos a 
cargo del «Estado» colombiano (onterio matenal o funcional), y iii) los niveles que 
Integran la Administración pública: nacional y territorial. 

La aplicación de los mencionados entenas para el entendimiento de la noción 
«Administración Púbhca», fue reiterada recientemente por la Corte Constitucional al 
decidir sobre la exequlbilidad del Decreto Ley 2106 de 2019 «Por el cual se dictan 
normas para simplificar, suprimir y reformar trámites, procesos y procedimientos 
innecesarios existentes en la administración púbhca», en ta Sentencia C - 159 de 
2021, cuyo aparte pertinente se transcribe: 

(,., )56. la administración pública es un conceplo que debe tenef en cuenta tanto el 
ctiterlo orgánico como el criterio funck>nlJ} Además de la rama ejecutiva del Poder 
Público, la administración pública incluye a Jas ramas legislativa y judicial y los 
diferentes órganos de1 ES-lado. cuando éstos ejercen las funciones administrativas 
( .. ). 

En cuanto a lo primero, el articulo 38 de la Ley 489 de 1998 describe la integración 
de la rama ejecutiva, asi: 

CAPITULO X 
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ESTRUCTURA Y ORGANIZACION DE lA ADMINISTRACIÓN PUBLICA 

ARTICULO 38.• lnlegración de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el orden 
nacional, La Rama Ejecutiva del Poder Publico en el Of'den nacional. esta integrada 
por los s1gu1entes organismos y entidades: 

1 Oel Sector Central; 

a La Presidencia de la Repübhca: 

b. La Vicepresidencia de la República, 

c. Los Consejos Superiores de la administraaón: 

d. Los ministerios y departamentos administrativos, 

e Las superintendencias y unldatles administrativas especiales sin personeria 
¡µridica. 

2. Del Sector deseenttalizado por servic10S; 

a. Los establecimientos p(lb!icos; 

b. Las empresas industriales y comerciales del Estado; 

e Las supeñntendencias y la$ unidades administratJvas especiales con pe1sonecia 
juñdica; 

d, l a$ emJ)(esas sociales del E&tado y las empresas oficiales de seMcios pú:bl,cos 
domic1liarios; 

e Los 1nslltu1os cientificos y tecnológicos; 

f. Las sociedades pUblicas y las sociedades de economía mixta 

g. Las demás entidades administrativas nacionales con personería jurídica que oree, 
organice o autoñoe la ley para que formen parte de la Rama Ejecutiva del Poder 
PúbHoo. 

PARÁGRAFO 1 ... Las sociedades públicas y las soc.iedade-s de economia mixta en 
las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) o más de su capital social, se 
someten al re-Qimen previsto para las empresas industrtale5 y comerciales del Estada. 

PARAGRAFO 2,- Además d.e lo previsto en el literal c) del numeral 1 del presente 
ertfeulo, cómo organismos consulbvO$ o coordinadores. para toda ta administración o 
parte de ella, funcionaran con carácter perma!lente o temporal y con repr'esentación 
de vanas entidades estatates y, si fuere el caso, del sector privado los que ta ley 
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detennine, En el acto de Constitución se lndica,rá al Ministerio o Departamento 
Administrativo al cuál quedaren adscritos tales orgamsmos (Se subraya). 

Como se observa, además de IOs tradicionales organismos y entidades de los 
sectores centra! y descentralizado que en su momento contempló la reforma 
administrativa de 196837• la norma transcrita incluye otras formas organizativas que 
fueron creadas con postenon·dad para cumplir diversas tareas públicas a cargo de 
la rama ejecutiva (empresas sociales del estado, por ejemplo, etc.). Asl mismo. se 
estableció de manera general que forman parte del sector dascentralltado de dicha 
rama en el orden nacional, «las demás entidad&s administrativas nacionales C011 

personería jurídica que cree, organice o autorice la ley para qlle formen parle de la 
Rama Ejecutiva del Poder Públíco•" · 

De los articulas 38 y 39 se desprende que los organ,smos del sector central de la 
rama ejecutiva no tienen personería juridica, mientras que el sector descentralizado 
se caracteriza por •entidades administrativas con personerla jurldica». la anterior 
afirmación se confirma con lo dispuesto en el artículo 68 de la ley 489: 

ARTICULO 68. Ent,oades descentralizadas. Son entidades des<:entrallzadas del 
orden nacional. los establecimientos pUblicos, las empresas industriales y 
comerciales del Estado. las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta, 
las superintendencia,s y las unidades adminis1ratlvas especiales ~2n personería 
juridtea, las empresas sociales del Estado, las empresas oficiales de servicios 
pUblicos y las demás enttdades creadas por la ley o con sv autorización. cuyo objeto 
pfincipal sea el ejerCtoio de funciones adminlstra1lvas, la prestación de servicios 
púbUcos o 13 realización de actividades indus1riales o comerc;ales con personeria 
juridica, autonomía administrativa y paJrimonio propio. Como órganos del Estado aun 
cuando gozan de autonomia administrativa están sujetas al control poH1ico y a la 
suprema dirección del 6'9ano de la admimstracióo al cual están adscritas. 

Las entidades descentralizadas se sujetan a las regla$ señaladas en la Constitución 
Polltlca, en la presente Ley, en las leyes que las aeen y detennlnén su estructura 
organica y a $US a-statutos internos 

Los o,ganismos y entidades descentralizados, sujetos a reglrpenes especiales por 
mandato de la Constitución Polit,ca, se sometera.n a las disposiciones que para ellos 
establezca la respectiva ley 

11 Decretos - !&yes 1050 y 3130 de 1968, 
:;,e En Concepto 1537 de 2003 esta Sale $P.l\aló en retactOn con el alcance del anrculo 38 de la Ley 
489 de 1998, 10 slg1.1lente· cE1 see1or descentrahzado pCN servicios qúe lo b-ltegraban 10$ 
e:stabteC1mien1os públicos, las empresas industtial&s y cornerciale$ del Estado y las sociedadtis de 
economía mixta, tue adicionado con las supenntendencias y las un.c;ades edm1nistrativa-s especiales 
con pe,soneria iurldica, las empcesas sociales dtl Estado, las, empr~s oficiales de servicios 
pliblicos domK:lllartos. las sociedades públicas y los instrtut05 c1cntificos y tecnol6g,eos y de manera 
general. 'las demás entidade-s acfminlstrallvas nacionaleS con personerla JUtf<I~ que cree. otgan'lce 
o autonoe la l~Y' par& que formen parte de la roma ejecubva (l(JI poder pUblicoº• (.arts 38 Y 68) 
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PARAGRAFO 1.- De conformidad con el Inciso segundo del articulo 210 d& lo 
Constitución Polifica, el régimen Jurídico aqul previsto para las entidades 
descentralizadas es aplicable a las de las entidades tenj¡9,jales sin perjuicfo de las 
competencias asignadas por la Constitución y la ley a las autoridades del 9rgen 
terrltgtjjll 

PARÁGRAFO 2 • Los organismos o enbdades del Sector Descentralizado que tengan 
como objetivo desarrollar actividades e.ientificas y tecnoK>gicas, se sujetaran a la 
Legislación de Ciencia y TecnoJogJa y su organización ~rá determinada por el 
Goblemo Nacional. 

PARÁGRAFO 3.· Lo dispuesto en el presente articulo no se apnea a las corporaciones 
civiles sin animo de tuero de derecho privado. vinculadas al Ministerio del Me-dio 
Ambiente. creadas por la Ley99 de 1993. (Subraya la Sala). 

Del texto transcrito se deduce que es competencia del Legislador: /) crear o autorizar 
la creación de entidades descentralizadas en el orden nacional, y il/ eslable«r el 
régimen jurldico de tales entidades. En el orden territorial, es aphcable el régimen 
previsto en la Ley 489 de 1998. 

En efecto, el articulo 69 de la Ley 489 de 1998 respecto de la creación de las 
entidades descentralizadas establece: 

ARTICULO 69.· Creación de las entidades descentralizadas. Las entidad°" 
descentralrzadas. en el orden nadona1, se crean por la ley en el orden departamental 
distrital y municipal. por la ordenanza o el acuerdo, o con su auto11Zación, de 
conformidad con tas disposJcrones de la presente Ley El proyecto respectivo deberá 
acompariarse del estudio demostr'atlvo que justifique la iniciativa, con la observancia 
de los principios señalados en el articulo 209 de la Constitución Politica 

Por su parte. en cuanto al régimen jurldico de las entidades descentralizadas. por 
regla general es de derecho publlco. o bien podria corresponder a uno especial, 
esto es, preponderantemente de derecho privado cuando por su naturaleza deban 
actuar bajo reglas similates a las de los partículares (caso en el cual su régimen 
será mixto: de derecho público y de derecho privado). 

Tal como lo recordó la Sala en el Concepto 2169 de 2013, siguiendo para el efecto 
la Jurisprudencia constitudonal'°, la remisión al derecho privado como régimen 
preponderantemente aplicable para ciertas entidades descentralizadas. no Implica 
su desvinculación del Estado. 

De esta manera, tanto de la normativa transcrita como de lo sostenido por la Sala 
en los cttados Conceptos 1815 de 2007 y 2169 de 2013. puede concluirse frente a 
la noción Administración Pública. lo siguiente· 

i) La Admmlstración Pública es un conoepto genérico. que llene en 

~ Cor.e Consl1tuaonal. Sentencia C-529 de 2006. 
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CtJenta los criterios orgánico y funcional, y está integrada por, 

• los organismos y entidades que forman parte de la rama ejecutiva. en 
sus sectores central y descentralizado (criterio orgánico), 

• todos los demás organismos y entidades de naturaleza pública que 
cumplan permanentemente funciones administrativas o la prestación 
de servicios públicos a cargo del «Estado• colombiano (criterio 
funcional), 

• tates organismos y entidades pueden pertenecer al nivel nacional 
(administración pOblica nacional), o territorial (administración públic8 
territorial/ 

i/) Toda entidad u organismo de la rama ejecutiva (especie) Integra la 
Administración Pública (género). 

Pero no todo organismo o entidad de «naturaleza pública que tenga a su 
cargo el ejercicio de tas actividades y fundones administrativas o la 
prestación de servicios públicos del Estado Colombiano• -criterio 
Funcional-, íntegra la rama ejecutiva -criterio orgánico- (artlculos 38 y 39, 
ibídem); 

Ui) Es clara la existencia de organismos o dependencias de la rama ejecutiva 
sin personeria Jurídica, que tradicionalmente conforman el sector central 
de la Administración (ibídem); 

iv) Las entidades descentrahzadas son personas jurídicas públicas creadas 
o autorizadas por ley, ordenanza o acuerdo, según el orden al que 
pertenezcan, El término «sector descentralizado• es asimilado por la ley 
a «entidades descentralizadas• (artículos 38, 39, 68 y 69, ib.): 

v) Además de las entidades que conforman el sector descentralizado de la 
rama e¡ecutiva en el orden nacional descrito en el articulo 38 de la Ley 
489, ese sector puede integra= por «las dermis entidades 
administrativas nacionales con pefS()nerfa jurldica que cree, organice o 
autorice fa ley para que fo,men parte de la Rama E/ecutiva del Poder 
Público» (articulas 38, 68 y 69, L. 489/98). 

vi) Es competencia del Legislador establecer el régimen jurídioo de las 
entidades descentrahzadas, que por regla general es de derecho público, 
pero bien podría corresponder a uno especial, esto es, 
preponderantemente de derecho privado cuando por su naturaleza deban 
actuar bajo reglas similares a las de los particulares .caso en el cual su 
régimen será mixto: de derecho público y de derecho privado• (art. 21 O 
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CP y 68, L. 489/98): 

vii) Las entidades. organismos o dependencias administrativas pueden 
pertenecer a los órdenes {niveles) nacional, departamenlal, distrital o 
municipal {ib.); 

viii) La locución «entidad pública» es utilizada por la Ley 489 de 1998 en dos 
sentidos (artículos 38. 39, 68 y 69): 

• el uno como sinónimo de cualquier estructura estatal, con o sin 
personalidad jurídica (en este último caso, serán organismos o 
dependencias -estrucruras administrativas-), y 

• e1 otro como sinónimo de persona juridica de derecho público, 

En ambos caos tales «entidades públicas» fonnan pana de la 
Administración Pública en el orden nacional o territorial, y 

ix) Los organismos o dependencias como estructuras administrativas sin 
personerla jurídica Forman parte de la Nación. los departamentos o los 
municipios'º· 

1.4. Entidades públicas del orden nacional y entidades del orden 
territorial 

Como ha quedado establecido las entidades. organismos o dependencias 
administrativas pueden pertenecer a los órdenes (niveles) nacional, departamental, 
distrital o municipal, según lo determine el acto de su creación o autorización: ley. 
ordenanza o acuerdo, respectivamente. 

Asimismo, como se desprende de lo sostenido en el punto precedente el término 
entidad pública aparece de manera genérica como sinónimo de persona jurídica de 
derecho público. o como organismos o dependencias ..estructuras admlnistratjvas~ 
que conforman la Nación, los departamentos o los mun.Cipios, es decir, del sector 
central en el orden nacional, departamenlal, distrital o municipal. 

Sin perjuicio del alcance genérico de la expresión entidad pública, el intérprete 
deberá buscar su significado, en cada caso concreto, en particular, frente a nonnas 
especiales. Ejemplo de esta situación se evidencia en el caso del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Adminisltativo - CPACA. Alli se 
dispone que enlidad pública «para los solos efectos• de ese Código es «lodo 
órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su denominación; las 
sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o superior 

"° lbkJem 
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al 50% de su capital: y ios entes con aportes o participación estatal igual o superior 
al 50%» (parágrafo del articulo 104. ibídem) 

Por su parte, la locución •entidad estatal• se define en la Ley 80 de 1993' 1, de la 
siguiente manera: 

ARTiCULO 2.-0e la Definición do Entidades, Servidores y Se,vic;os Públicos. 
Para los solos efectos de esta Ley: 
1o, Se de-nominan entidades estatates: 
a) La Nación. las reglones. los departamentos, las provincias, el Distnto Capital y los 
distmos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los 
1e1T1torios indlgenas y k>s municipios: los establecimientos públicos. las empresas 
industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economia mixta en las que 
et Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%). asi como las 
entidades descentralizadas Indirectas y las demas personas jurfdicas en las que 
exista dicha participación pública mayoritana, cua)qu.era sea la denominación que 
ellas adopten, en todos los órdenes y mveles, 
b) El Senado de la República, la Cémara de Representantes, el Consejo Supenor 
de la Judicatura, la F1scaHa General de la Nación, la Contralorla General de la 
República, las eontralorlas departamentates.. distritales y municipales, la 
Prooura<1urla General de la Nación, la Regtstraduria Nacional del Estado Civil, los 
mlnlsterios, los departamentos administrativos. las superintendencias, las unldade$ 
administrativas especialés y, &n general, los organismos o dependencaas det Estado 
a k>s que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos 

Como puede verse. en la denominación transcrita se alude a organismos o 
dependencias -estructuras administrativas- que conforman la Nac,ón, los 
departamentos o los municipios, a personas jurídicas públicas, a órganos 
autónomos e independientes, a órganos que integran las ramas legislativa y fudicial, 
asl como entidades territoriales. 

Por su parte. las entidades territoriales son las señaladas en el artículo 286 CP, a 
las que ya se aludió en este concepto. Ejemplo del uso de esa locución es la Ley 
136 de 1994 «Por la cual se d ictan nomias tendientes a modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios». que dispone en e1 articulo 1: 

ARTÍCULO 1 - Definición, El municipio es la enbdad territorial fundamental de la 
división politic,o..adminlstrativa del Estado. con autonomia polllica, fiscal y 
administrativa. dentro de tos limites que seflalen la Conslttuc!ón y la ley y cuya 
fin.ahdad es el bienestar general y el mejoramiento dé la calidad de vida de 1a 
población en su respectivo territorio. 

En cuanto a las «entidades del orden territorial». en la acepción que prohíja la Sala 
correspondería a las personas jurídicas de derecho público del orden o nivel 
territorial. Ejemplo de lo anterior es lo d ispuesto en el articulo 2 de la Ley 2200 de 

u «Por Is cual se expide el Estatuto General de Contrat3C.On de la Administración POb!icai 



Radicación interna: 2494 Pagina 31 do , os 

2022 •por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los departamentos»: 

ARTiCULO 2. Definición los departamentos forman parte de la organización 
territorial del Estado y como entida-d tecr,itorial tienen autonornia para l.a admmistrae16n 
de los asuntos secciona1as, la planificación, promoción, coordinaCWn del desarrollo 
económico. ambiental y social en los 3$Untos seccionales. Son ins1tumento de 
eomplem&ntariedad de la acción munlclpal y enlace de las actividades y servicios que 
prestan los municipios y la Nación 

Los depsrtarnentos son personas 1urjdrcas de derecho público. actUan bajo el principio 
de autonomia dentro de los llmites legales y constitu<:lonates, administran recursos 
propios y las otras fuentes de recursos transferida$ a los mismos. se gobiernan por 
autoridades propias. ejercen las competencias que les correspondar'l, establecen los 
tríbUtos necesarios conforme s ta ley para el cumplimento de sus funciones y 
panicipan en las rentas nacionales. {Se subraya). 

En todo caso, no descarta la Sala que en algunas normas se utilice la expresión 
«enbdades del orden territoriaJ» como estructura administrativa. con o sin 
personalidad jurldica, por lo que al no existir de manera general una definición legal 
propiamente dicha. deba buscarse por el intérprete su slgnilicado. 

Por último, en los términos del parágrafo del articulo 104 del CPACA, y para los 
solos efectos de ese Código, las «entidades del orden territorial» corresponden al 
término entidad publica. 

2. Antecedentes de la creación de la ANDJE 

2.1 . Decreto 2157 de 1992 

«Por el cual se reestructura el Ministerio de Justicia»42, se senaló en el articulo 3 
que es función de ese ministerio, además de tas previstas en el Decreto Ley 1050 
de 1968, la de: «30. Formular, evaluar y proponer pollticas atenientes a la defensa 
judicial de la Nación y de los organismos descentratítados•. 

Por su parte, dentro de la estructura de ese Ministerio, como dep&(>dencia del 
Despacho del Viceminlstro, se incluyó la «Oficina para el Apoyo a la Defensa 
Judicial• (artículo 4, ibídem), cuyas funciones se establecieron en el articulo 11 de 
ese decreto, a saber; 

1. Adelantar la investigación y evaluación de los procesos que cursen contra la Nación 
y sus entidades descentrahzada-s y formular politfcas ,¡ recomendaciones en 
coordinación con la Secretaria Jurid!ca de la Presideocla de la República, 

2 . Las demás funciones que Je sean asignadas y que correspondan e la naturaleza de 
la dependencia, (Se $Ubraya). 

•a 01ctado oon base en las facultades otorgadas por el art.fculo 20 transitOllo de la Consb.tuclon 
Politícade 1991 
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Como puede apreciarse, la dependencia mencionada no tenía runciones de 
intervención o representación judicial, sino de investigación y evaluación de los 
procesos que cursen contra «la Nación y de los organismos descentralizados~. para 
formular pollticas y recomendaciones respecto a su «defensa judicial». 

2.2, Decreto 1890 de 1999 

«Por el cual se reorganiza el Ministerio de Justicia y del Derecho y se dictan otras 
disposiciones sobre la matena relacionadas con las entidades que Integran el Sector 
Administrativo de Justicia»43

• 

Entre los objetivos del citado ministerio aparece expresamente «la coordinación de 
la defensa judicial de la Nación y del ordenamiento ¡uridico» (articulo 2, ib). Por su 
parte, en cuanto a las funciones, el Decreto 1890, establece: 

ARTiCULO 3. Funciones.. El Ministerio de Ju$ticla y del Derecho tendrá, ademas de 
las funC<1ones que determina el 8rticulo 59 de la Ley 489 de 1998, las siguientes 

6. En retaetón con la Defensa Judicial de la Nacl6t'l. 

a) Contribuir al diseño de una polltica general de def&nsa judicial de la Nación en 
coordfnaci6n con ta Secretaría Juridica. de &a Presidencia. 

b) Recomendar la utilización de mecanismos altematiV"os de solución de conflictos, 
de acuerdo con las leyes sobre la matena 

e) Analizar de manera petmanente las causas <fe mayor conflictividad y proponer 
estrategias para resolverlas. 

d) Diseli:ar y admjnistrar un sistema de información sobre los distintos procesos a 
favor y en contra de la Nación 

e) 01vvl9ar estrategias de defensa judicial de la Nación dirigidas a tas entidades 
públicas. 

En la estruclura de ese Ministerio se incluyó la dependencia denominada «Dirección 
de Defensa Judicial de la Nación• (articulo 4, Decreto 1890), cuyas funciones se 
establecieron en el artículo 17 ibídem, a saber: 

ARTÍCULO 17. Funciones de la Dkecclón de Defensa Judicial de la Nación Son 
funciones de la Dirección dé Defensa Judicial de la Nación las siguientes. 

• 3 E:xpeclldo con base en las facultadeS oonferid~ por • 94 arliculo 189 ordinal 16 de la Constitucion 
Política y con sujeción a 10 previs,to en los arUculos 52 y 5.4, y las demas normas pertinentes ele la 
Ley 489 oe 1998». 
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1. Contribuir al disefio de una politica de defensa rudlcial de la Nación en coordinación 
con la Secretaría Juridica de la Presidencia. 

2. Diseñar propuestas de prevención del da!\O anttjurfdico estatal. 

3. Analizar de manera permanente los temas en que más conflictividad surge y 
proponer estrategias para impedirla o encausarla. 

4, Oisehaf y administrar ,.m sistema de información y un banco de datos sobre los 
procesos en k>s cuales 1nterviene Ja Nación. 

5 Olvulgar estrategias de derensa judicial de la Nación en coordinact6n con la 
Secretaria Juridica de ta Presidencia. 

6 Propiciar la ulitizac-i6n de mecanismos alternativos de solución de conflictos, 

7 Elaborar propuestas de reformas legisla1ivas y hacer seguimiento al trámite de las 
mismas, para un meJor y correcto ejercicio de las funciones que se le asignan 

8 Las demás que sean de la naturaleza de la dependencia. 

Como puede apreciarse el De<:reto 1890 de 1999 creó la Dirección de Defensa 
Judicial de la Nación, con nuevas funciones en la materia, dentro de las cuales 
est.aba el diseno y administración de un sistema de información y un banco de dalos 
sobre los procesos en los cuales íntervenía la Nación, el análisis de las causas que 
generan mayor litigiosidad, la elaboración de estrategias para reducir el da~o 
aotijurtdico, la utilización de mecanismos alternativos de solución de conflictos (en 
adelante, MASC), asi como la elaboración de propuestas de refonna legislativa en 
las materias de su competencia. 

No obstante. al igual que acontecía con las disposiciones del Decreto 2157 de 1992. 
la mencionada Dirección no tenia funciones de intervención o representación 
judicial, a pesar de que la dependencia se denominaba «Dirección de Defensa 
Judicial de la Nación•. 

2.3. Ley 790 de 2002 

«Por la cual se expiden disposiciones para adelantar el programa de renovación de 
la administración pública y se otorgan unas facultades Extraordinaóas al Presidente 
de la República». En lo relevante para esle concepto, dicha ley ordenó la fusión del 
Minislerio del Interior y el Ministeno de Justicia y del Derecho. para conformar el 
«Ministerio del Interior y la Justicia» (articulo 3). 

La citada ley fortaleció la Defensa Judicial de la Nación en los siguienles lérminos: 

ARTÍCULO 15. Oefensa Judicial de lo NaclÓl'I, El Gobierno Nacional fortalecerá la 
Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del Interior y de Justicia, la 
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cual desarrollaré dentm de sus funciones las de prevención del daño antijurldioo, 
profesionatización de la defensa de los intereses litigiosos del E§tado y la 
recuperación de los dineros que C01l ocasión de las conductas dolosas o gravemente 
culposas de sus funeionartos o ex funcionarios haya pagado el Estado, así como las 
de coordinación, seguimiento y control de las actividades de los apoderados que 
gpfJenden al Estado en las entidades del orden nac,onal, mediante la Implementación 
y consolidaci6n de un sistema integral de ,nformaclÓfl que de manero, transversal 
alerte sobre las eventualidades judlci.ales a que se expone el Estado. En cualquier 
caso, ta Dirección de Defen$a Judicial de la Naoi6n asumirá directamente la 
coordinación de la defensa del Estado en todos los procesos que involucren una 
cuantía superior a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vige.ntes. (Se 
resalta). 

Se destaca de la nonna transcrita, la mención legal que se hace por pnmera vez a 
la «defensa de los intereses litigiosos del Estado•, asl como otras funciones en 
relación con la «defensa del Estado• a la Dire<:ción de Defensa Judicial de la 
Nación, que con lo díspuesto en el articulo 3 de la Ley 790, es una dependencia del 
Ministerio del Interior y de Justicia. 

Como se verá a continua ción, en ejercicio de las facultades extraordinarias 
otorgadas por la Ley 790 al presidente de la República para determinar los objetivos 
y la estructura orgánica de los Ministerios (articulo 16, lileral b .. ibídem). y en 
concordancia con el articulo 15 transcrito, se introdujeron importantes 
modificaciones a las funciones de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación. 

2,4, Decreto Ley 200 de 2003" 

«Por el cual se determinan los objetivos y la estructura orgánica del Ministerio del 
Interior y de Justicia, y se dictan ottas disposiciones». El articulo 1 del citado decreto 
establecía dentro de los objetivos del mimsteno «2. Formular la política de Gobierno 
en materias relativas( ... ) al acceso a la justicia, a la defensa judicial de ta Nación y 
del ordenamiento jurídico•. en tanto que el articulo 2, al senatar las funciones 
disponía la de «25. Diseñar, aplicar y divulgar una polltica general de defensa 
Judicial de la Nación». 

Permanecía dentro de la estructura del Ministerio la Dirección de Defensa Judicial 
de la Nación, pero con funciones mas amplias que las previstas en su momento por 
el Decreto 1890 de 1999. a saber: 

ARTICULO 20. Funciones de la Olrecaón de Defensa Judicial de la Na-ción Son 
funciones de la Olrecaón de Defensa Judicial de la Nación las siguientes: 

1 Contribuir al diseño de una política general de defensa Judicial de la Nación . 

.. «El'I ejerc,cio de las facultades extraordlnana$ qve le oonfieten 10$ literales b) y e) del a!'Uculo 16 
de la Ley 790 de: 2002, y efe lo pre\li:slo en la Ley 489 de 1998• 
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2. Diseflar propuestas de prevención del dai\o antijurldico estatal 

3. Analizar de maneta permanente ras causas de mayor conflictividad litigiosa y 
proponer estrategias para resolverlas 

4. Coordinar la defensa judicial de la Nación en todos IQS procesos que involucren 
una cuantla superior a 2...000 salarios mensuales v,gentes. 

5. Coordinar. hacer sé9uimiento y control de las actividades de los apoderados que 
defienden al Estado en las entidades del orden nacional. mediante la implementación 
y consolidación de un sistema integral de información que de manera transve,sal 
aler1e sobre las eventuaHdades judiciales a las qve se expone el Estado . 

. 6. Ejercer el control y seguimiento de las actuaaones judiciales desarrolladas POí los 
organismos de Derecho Público del orden nacional y de sus abogados externos, sin 
perjviei·o de la vigilancia que ejerzan las oficinas de control interno. 

7. Administrar un sistema de lnfo,mación y un banco de datos sobre los procesos en 
los cuales inlervienen las Entidades y Ofgamsmos de Derecho Pübhco del orden 
nacional, departamentaJ, distritaJ, municipios. capitales de departamento y a los entes 
descentralizados de estos mismos niveles. como parte activa y pasiva 

8. Poopara, y formular tas demandas de Acción de Repetición, que se deban adelan1ar 
por parte del Mimsteno de.l interior y de Justicia, en conlta dEt los funcionarios y 
exfuncionarios que por su culpa grave o dolo hayan dado lugar al pago de una suma 
de dinero como consecuencia de una condena, conciliación o cualquier otra foima de 
solución de un confhc.1o permit>da por la ley. 

9 Profesionah:zar la defensa de los derechos llttgíosos del Estado. 

1 O. Asesorar a las Entidades y Organismos de Derecho Público del orden naca'onal, 
departamental, áistrttal, municipios, capitales de departamento y a los entes 
descentralizados de estos mismos niveles en la conformación y el funcionamiento de 
los Comités de Conciliación y Defensa Judicial, en el dlsef\o y desarrollo de las 
politicas integrales de defensa de los Intereses públicos en litigio, 

11 Hacer seguimiento a la eficacia de las políticas d& p,evención del dar\o 
antijuridico, la optimización de la defensa litigios.a y la recuperación de dineros a 
través de la Acción de Repetición 

12. Proponer ,eformas legislativas a la Ocreccl6n de Ordenamiento Jurídico, para un 
mejor y correcto ejefcicio de le$ funciones que se Je asignan 

13. Apoya, las actividades del Centro de Estudios del Mlnisteno. 

14. Atender las pebciones y consultas relacionadas oon asuntos de su competencia. 

15 Las demás funciones astgnadas que correspondan a la natu,ateza de la 
dependencia (Se subraya) 
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Al igual que el Decreto 1890, se utiliza la locución «defensa judicial de la Nación», 
y en el numeral 4 se le confiere a la Dirección la función de •Coordinar la defensa 
judicial de la Nación en todos los procesos que involucren una cuantia superior a 
2.000 salarios mensuales vigentes», de lo cual se sigue que dicha función se realiza 
cuando la Nación es sujeto procesal o actúa como interviniente en un proceso 
judicial con cuantía superior a la alll senalada. 

No obstante, la citada Dirección no tenia funciones de intervención o representación 
en los procesos judiciales, pues su función se llmita.ba a «coordinar la defensa de la 
Nación», es decir. «1 . unir dos o más cosas de manera que formen una unidad o 
conjunto armoníoso//, 2. Dirigir o concertar varios etementos»"s. Podría entenderse 
que si en un proceso judicial los demandados son dos organismos del sector central 
del orden nacional, vr. gr., dos ministerios, la Dirección concertaria oon los 
demandados la mejor manera de armonizar la defensa judicial de la Nación, pero 
sin que esa actividad implicase actuar como representante judicial o ínterviniente. 

La mencionada labor de coordinación podrla incluir, también. y de fonna más 
general, la fijación de pollticas, lineamientos, estrategias o recomendaciones para 
que la defensa juridica de la Nación, en todos los procesos jy¡ficiales en los que 
intervinieran entidades, órganos u organismos del orden nacional {a nivel interno o 
internacional). se hiciera de forma ooordinada. es decir, sin incurrir en 
contrad1cciones o en omisiones que pudieran perjudicar el Interés pl.Jblico y los 
Intereses patrimoniales y extrapatnmonlales de la Nación. 

En cuanto al numeral a del Decreto - Ley 200 de 2003, la palabra «formular, 
demandas de acción de repetición, puede entenderse en su sentido natural como 
«1. tr. Enunciar en términos claros y precisos una proposición, una queja, una 
denuncia, etc.»48, Jo que signrflca que esa Dirección, por conducto de su director o 
de otro empleado, podia presentar esta clase de demandas, en representación del 
Ministerio. 

Por su parte, los numerales 7 y 10 amplían el ámbito terrttorial de las funciones de 
la Dirección, pero solo para «administrar un sistema de información y un banco de 
datos sobre los procesos en los cuales intervienen» las entidades y organismos de 
derecho público del orden nacional, departamental, distrital, municipios, capitales 
de departamento y a los entes descentralizados de estos mismos niveles (numeral 
7), y «asesorarlas en la conformación y el funcionamiento de los Comités de 
Conciliación y Defensa Judicial, en el diseño y desarrollo de las políticas integrales 
de defensa de los intereses públicos en litigio» (numeral10). 

Es claro que los «intereses públicos en litigio» son los de cada una de esas 
entidades y organismos partes o inteiviníentes en los procesos judiciales 

"(j OiCC'Onano de &a lengua e$pal'lola. Disponible.: h.ttps:/ldle.rae W 
◄e lb 
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correspondientes, los cuales no son los de la Nación, porque en este caso la función 
de la Dirección es la del numeral 4 del articulo 20 del D.L. 200 de 2003. 

Por último. llama la atención que la locución «Estado» se utiliza por primera vez 
para la Dirección de Defensa Judicial de la Nación. en ,elación con la necesidad de 
implementar un sistema integral de información «sobre Jas eventualidades judiciales 
a las que se expone el Eslado» (numeral 5), y «Profesionalizar la defensa de los 
derechos l~igíosos del Estado» (numeral 9). 

Si bien tales funciones en modo alguno aluden a la intervención o representación 
judicial, si se infiere la preocupación del legislador extraordinario de comprender 
que los organismos del sector central o las entidades descenlfalizadas o las 
entidades lerritoriales estén sometidos a un riesgo ju,idico que, en general. 
involucra los intereses del Eslado y que resulta prudente prevenir ese riesgo 
• profesionalizando» su defensa judicial, 

2.5, Ley 812 de 2003 

«por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado 
comunitario». describ1a en el artículo 8 los principales programas de inversión que 
el Gobierno nacional durante la vigencia del Plan. y para los efectos de la consulta 
formulada, disponla lo siguiente: 

3. Fort.aleclmtento det servicio de ju$ticla 

El servicio de jush~ se a911izará para facihtar el acceso de los ciudadanos ¿il ml5mo. 
Para ello &e promover.in mecanismos alternativos y cxtraJudicia!es de solución de 
coofiletos Asf mismo. se fortal~rá la itwestigaaón criminal con nuevas 
herramientas como el fmpul.so a la oralidad y la defensa pública. 
( ... ) 
En desar<ollo del Programa de Renovacfón de la Administración PMblk:a se adelantara 
una polltica (mica de defensa Judlcial de la Nación con este fin, se llevarán a cabo 
estudios p;ua evaiuar el origen de los procesos judiciales en contra de la Nación, las 
falla!;: comunes en los diferentes procesos y en su atenQIQn, asl como en los 
p<ocedim!entos para adelantar procesos de repetición, Igualmente, se tomarén las 
medidas necesarias para ~vt1ar llevar a la jurssd½;ej!)n lo§ conffictos que §.e generen 
entre ÓCSIAOOS públicos, tos cuales deberán ser coo.cifiados en forma prefe.rente. 

Se formularé y pendré en marcha una politica or.entada a brindar seguridad juridica 
y coh.erencia y simplificación del ordenamiento normativo. 

Se propendera a la reorganización actm1n;stra1iva del Sistema de Jusbt4a 
(,.,) 
D. LA RENOVACION DE LA AOMINISTRACION PUBLICA 
( ... ) 
2. Una nueva cuttura de gestión de lo público 
Se ejecutaré un conJunto de reformas transvel'$ales que buscan solucionar los 
problemas estructurales del Estado. en mat~ria de ptaneación, presupuesto, 
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CO<ltr'atación pUblica, carrera administrativa, derensa judicial del Estado y de mane¡o 
y gestión de activos p\lblicos. 

De la anterior descripción puede deduciise que la Ley 812 entiende que uno de los 
problemas estructurales es la «defensa judicial del Estado». el cual debe ser 
solucionado bajo una renovación • transversal» de la Administración Pública. bajo 
una «nueva cultura de gestión de lo público». 

De esta manera. a la • defensa Judicial del Estado• se le da un alcance mayor frente 
a lo que hasta ese momento habían previsto los Decretos 2157 de 1992. 1890 de 
1999 y 200 de 2003, e incluso ta Ley 790 de 2002 

Ya no se trata de un problema de las entidades u organismos del sector central o 
descentralizado del orden nacional, sino que involucra a tos órganos autónomos y 
a las entidades territoriales. Es decir, se trata de un asunto de Estado y no de un 
problema particular predicable respecto de un grupo de entidades u organismos. 

Asimismo, resulta relevante que, desde el año 2003, existe la Intención de evitar 
llevar al conocimiento de la «jurisdicción» los confhctos que se generen entre 
«órganos públicos», para lo cual se recomienda acudir a los mecanismos 
alternativos y extra¡udiciales de solución de conflictos. 

2.6. Documento CONPES 3250 del 20 de octubre de 2003" 

Titulado «Lineas de acción para el fortalecimiento de la defensa legal de la Nación 
y para la valoración de pasivos contingentes». 

Se afirmó en el documento que en vi rtud de las facultades de la Ley 790 de 2002, 
el D.L. 200 de 2003 fortaleció institucional y legalmente la Dirección de Defensa 
Judicial de la Nación, «como la dependencia encargada de coordinar y efectuar el 
seguimiento y control de la defensa judicial del Estado. Asl mismo, se le encargó la 
coordinación de la implementación de los mecanismos alternos para la solución de 
los conflictos entre enlidades públicas del nivel central y descentralizado». 

Con base en las Leyes 812 y 819 de 2003, se someUó a consideración del CON PES, 
el Programa de Fortalecimiento de la Defensa Legal de la Nación y las acciones que 
pem,itan una adecuada valoración de las contingencias a cargo de esta originadas 
en la celebración de operaciones de crédho público, otros contratos administrativos 
y en sentencias y conciliaciones adversas a eUa. 

Asi las cosas. el «Programa para el fortalecimiento de la defensa legal de la Nación 
y la valoración de pasivos contingentes» tenia el propósito de fortalecer la Defensa 
Legal de la Nación y contar con herramientas para la valoración adecuada de los 

., 0 1sponibe e-n https.l/colabo,:ac~.ru.>.90v.c:olCDTfConpeS1fQon%C3%B3mlcos/'3:25Q pdf 
Con-&ultado el 3 de marzo de 2023. 
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pasivos contingentes a su cargo. El programa «propende por: (1) el diseño de 
medidas que tiendan a la prevención del daño antijurldico, (2) la defensa de los 
intereses del Estado, tanto de índole judicial como patrimonial y, (3) la 
reestructuración sistemática de carácter Institucional, de recursos humanos, 
normativos y de Infraestructura tecnológica. Para ello, y bajo una visión de sistema 
transversal, no centrahzado pero integrado, busca consolidar un sistema de 
Información idóneo que provea los insumos necesarios para la toma de decisiones, 
asl como fortalecer las Instancias encargadas del diseno. coordinación y ejecución 
de la polltíca». 

No obstante, no se prevala la creación de una entidad para estos propósitos, y en 
cuanto a la defensa judicial lo que se buscaba era fortalecer «las áreas de apoyo 
jurídico de las entidades. Para ello, se diseñarán e implementarán modelos de 
gestión aptos, que comprendan la estructura administrativa, los partiles 
profesionales de sus integrantes y mecanismos de ingreso. permanencia y retiro. 
condiciones salariales e incentivos; igualmente. requisitos y formas para la 
contratación de consultores externos». 

En síntesis, el documento CON PES bajo análisis está bajo el contexto del D. l. 200 
de 2003, con los avances que alll se señalaron, y con el énfasis de contar con 
sistemas unificados de información que permitan valorar los pasivos contingentes 
involucrados en los procesos judiciales contra el Estado. sin que se recomiende la 
creación de una entidad que atienda las funciones encomendadas a la Dirección de 
Defensa Judicial de la Nación. 

2.7. Ley 1151 de 2007 

«por la cual se expide et Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010•, dispone en el 
capitulo II la «Descripción de los principales programas de inversión», que en lo 
pertinente se trascribe~ 

Artjculo 6v Descnpción d9 los prmc,pates programas de inversióo la descripción de 
los principales programas de inversión que el Gobtemo Nacional espera ejecutar 
durante la vigencia del Plan Nacional de Desarrollo 2006•2010, es ta s-tguien.te: 
( ... ) 
6. UN MEJOR ESTADO AL SERVICIO DE LOS CIUDADANOS 
( .. ) 
6.1.2Justicia eflcaz y ce,cana af ciudadano 
( ... ) 
Justicia para ,~ segutidad Juridjca. 
(.., ) 
En materia de gest16n jurídica pública y politica de ordenamiento juridico. se 
consolidarát1 los avances relativos a la defensa judíc,al de la Nación, y se promoverán 
estrategias especificas pata el mejoramiento del ma.nejo y provisión de recursos para 
el cumphmiento de obligaciones denvadas de sentencias, eoncifiaciones y arreglos 
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amistosos en procesos judiciales nacionales e internacionales. 19ua1men1e, se 
formulará e implementará una pofftica de producción y dJvulgaei6n normativa 

Como puede observarse, con ta Ley 1151 de 2007 se pretendió dar continuidad a 
los que denominó «avances relativos a la defensa judicial de la Nación•. lo cual 
incluía el énfasis en la implementación de mecanismos alternos de solución 
amistosa de conflictos entre entidades püblicas. asi como en «procesos judiciales 
nacionales e internacionales», tal como se había propuesto desde 2003. 

2.8. Decreto Reglamentario 1795 de 2007 

«por medio del cual se reglamenta parcialmente el articulo 15 de la Ley 790 de 
2002, el articulo 13 de la Ley 1105 de 200648

• y se adopta el Sistema único de 
Información para la gestión jurídica del Estado». 

El artículo 1 del cttado decreto dispone: 

Articulo 1. Del s;stema ún;co de Jnfo,mar.ión de gestión jurídica del Estado. El sistema 
de informaetón de la actividad lit.glosa y de ta gestión juridica del Estado cr'eado por 
la Ley 790 de 2002, y cuya definición técnica y administración general está a cargo 
de la Olreoclón de Defensa Judicial de la Nación del M1n1steno del Interior y de 
Jvsticia, será el sistema único de recaudo y &dmrnisuación de la información 
relacionada con la actividad litigiosa, interna e lntemacional, del Estado. El sistema 
se denominará Lttlgob. pudiendo eJ nomb<e ser mod'lficado por resolución del 
Mlniste,io det Interior y de Juslicía 

En cuanto al émblto de aplicación del Litigob. el anfculo 2 establecl6: 

AO «Por medio de la c11ar se moaific8 el Decreto-Je y 254 do 2()()(), sobre p,oco<lim(ento de Jjq11kl;X,Jlm 
de emkJactss J)UbJJcas de la R~ma EjíJCutfv8 del Orden Nacionól y se dicta11 otras dlspo&efones,; 

ARTÍCULO 13, El arUculo 25 del Oecreto--ley 254 de 2000 quedan.'! as.l ARTICULO 25. Jnventorio 
de procesos judiciates y teciame,ciones cte carfJCttJr lab0f8I y oont.racJuaI. 8 liquidador de la en!ldad 
deben) peesentar al Min~terio del Interior y de Justicia, dentro dé los tres (3) meses después de su 
posesión. un inv-entaoo déc tOdOS los procesos judiciales y <Sem3$ reclamaciones en tas c::uales sea 
parte la entidad, el cual debera contene, la lnf0tmación que estabiezca e• Ministerio del lntenor y de 
Jus.ticla 
PARÁGRAFO 1°. El archivo de proc&SOs y de re<:Aamadone~ y sus sopones cortespond!entes. será 
eotreg~do al Min,st&flo del Interior y de Jus11c1-.a debidamente invefltatlado con una técnica 
reconocida p3!a tal fin conjuntamMte con una base oe datos que oermtta la klentificat16n adeou&d<t 

PARÁGRAFO 2'\ Con el propOsito de garantiza, la adecuada delensa del Estado ol liqu,daclor de la 
entidad, como represen1anre legal efe ta misma, continuará atendiendo, dentro del proceso de 
liquid~ciOn y hasta tanto se efectue la é!:otrega de los inventarios, conforme a lo previsto en el 
presente d&Greto. los procesos judicia}es y demás reclamaciones en curso o los que llegaren a 
inidal'Mt dentto de dicho térm.l'lo 
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Articulo 2. Ambito de aplicaci(m. El Sistema de Información Ll1i9ob debed• ser 
utilizado y alimentado por todas las entidades y organismos estatales del orden 
oaet0nal, cualquiera sea su naturaleza jurídica 
Paragrafo 1. El Ministerio del Interior y de Justicia determinará cuáles entidades 
pl/bhcas -de los órdenes depa.namental, distrrtal y para los municipios capitales de 
departamento. asi como para los entes descentralizados de k>s mismos niveles, 
incluyendo a las entidades de que ttata el literal b) del numef'811) del artlculo 2" de la 
Ley 80 de 1993, y el artículo 40 de la Ley 489 de 1998, estarán obligadas a reportar 
su informac~n litigiosa en los tém,inos preV1stos en los an.iculos 10 y 11 d~ Oecr&to 
1214 de 2000, a través del Sistema de lnfotmaciOO Litigob. Esta detemiinación podrá 
ordenarse de manera gradual. 
Paragrafo 2 Para los efe<:los del articulo 13 de la Ley 1105 de 2006. la información 
de Sos procesos y reclamaciones de las entidades públicas en liquktaeión, s6to podrá 
ser reportada al Ministerio del Interior y de Justicia a través del Sistema de 
lnformac16n Lltigob. 

Las normas transcritas parecieran entender el «Litigob» como un sistema de 
Información transversal relacionado con la actividad lijigiosa del Estado, aplicable a 
todos los organismos y entidades del orden nacional, y a los del orden territorial 
determinados por el Ministerio de Justicia y del Derecho, tal como en su momento 
lo dispuso el articulo 15 de la Ley 790 de 2002. 

2.9. Decreto Reglamentario 2484 de 2008 

«Por el cual se crea la Comisión lntersectorial para la defensa de los intereses 
Jurldicos de la Nación». Dispuso en su articulo 1 lo siguíente. 

Artículo 1. Cresc.ión y ob¡elo. Créase Ja Comisión lnterseclOtial para la defensa de 
tos intereses de la Nación. la cual tendré por objeto O$ludiar la problemábea 
presentada COfl ocasión de tas controversia!. judiciales que por su naturaleza o 
cuantra amenacen con afeciar gravemente los intereses patrimoniales de ta Nación y 
proponer las soluciones Jurídicas para garanti;¡ar la adecuada defensa de los 
intereses de la misma en el marco de los procesos ordinarios, constitucionales. 
administrativos y arbitrales que se adelanten oontra esta. 

Como puede verse. el objeto de la Comisión lntersectorial se limitaba al estudio de 
la problemática derivada de los procesos judiciales contra la Nación y a proponer 
soluciones jurídicas para la defensa de esta. La Comisión creada por dicho decteto 
estaba conformada por: «1 . El Ministro del Interior y de Justicia o su delegado, quien 
la presídirá. 2 El Secrelario Jurídico de la Presidencia de la República o su 
delegado, 3. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado. 4 El Minislro 
de Defensa o su delegado. 5. El Mlnislro de Prolección Social o su delegado. 6 El 
Viceministro de Justicia. 7 El Director del Departamento Nacional de Planeación o 
su delegado. 8. La Dirección de Defensa Judicial de la Nación, quien hará las veces 
de Secretaria de la Comisión». 

2.10. Decreto 4530 de 2008 
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«Por el cual se modifica la estructura del Ministerio del Interior y de Justícia y se 
dictan otras disposiciones», refleja un cambio significativo pues la antigua Dirección 
de Defensa Jurídica de la Nación, a,hora se denomina «Dirección de Defensa 
Jurldica del Estado» (artículo 23). 

En relación con las funciones asignadas mediante el Decreto - Ley 200 de 2003, 
que ya fueron analizadas en este concepto. se aprecia en el cuadro comparativo lo 
siguiente: 

f-~ ----"D,.,.L.._._,2~0"0.,,d,,_e_.2,,oo,:;3e_ ___ ~-----"º "'ºc"'re=tºc.4:::5"3"'0c,d:,ec,2e.,O:.:,Oc,,8_~---1 
1 Contribuir al diseño de una politica 1. Participar en la definición de las politlcas 
general de defensa judlcla1 de la Nación. y las estta1egias generales de defensa 

Jurldlca del Estado. prevención del daño 
antijuridioo y ptofeslona!lzación de los 
al)Odetados del Estado, y coocdinar su 
implementación y divulgación en la 
administractón pública nacional ($a 
subraval 

3. Analizar de manera permanente las 
causas de mayor oonflic11vidad litigiosa y 
proponer estrategias para resolverlas. 

4. Coordinar fa defensa judJetal de la Nación 
en lodos los prooesos que involucren una 
cuantía S1Jperiot a 2.000 salarlos 
mensuales vigentes. 

4. Realizar estudios e Investigaciones 
sobre las causas de lítiglosidad del Estado 
pata identificar las causas de daño 
antijurídico, determinar su Impacto y 
Drooonec est,atenias .... ,.ra re-solveclas lib) 
5. Coordinar la defensa judicial del Estado 
en los conflictos jurid1cos, Internos e 
in1em.acionaies cuya cuantia indw\dua1 o 
agrupada por 1e.ma sea superiot a 2.000 
salarios mlnimos mensuales legales 
llioentes. l ib. l 

Como puede observarse, la nueva Dirección de Defensa Jurídica del Estado tiene 
un ámbito funcional mas amplio que su antecesora. y refleja el interés plasmado en 
la Ley 812 de 2003, de realizar una gesb6n moderna sobre la llligiosidad que 
enfrenta el Estado en su conjunto y no como un asunto aislado. 

Como antecedente relevante para los aspectos consultados, no puede pasarse por 
alto que el Decreto 4530 de 2008 confiñ6 a la mencionada dirección, 
adicionalmente, las siguientes atribuciones en el artículo 23: 

6. Promover la ubhz:ación de los Mecanismos AltematJvos de Soluclón de Conflictos 
prejudicial y judicialmente como fóm,ula de arregio en las controversias jurídicas en 
que esté ínvotucrada una entidad del Estado, 

7. Actuar como mediador en los eonflktos intetadrninlstrativos que se presenten entre 
entidades estatales, y propcner las fónnulas que con:Sldere pertinente$ para evitar la 
judiciatización de los mismos. 
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Se reitera de esta manera el mandato de la Ley 812 de 2003 de evitar la 
«judicialización• de los conflictos interadministrativos que se presenten entre las 
entidades estatales, para lo cual la Dirección podla actuar como medlador, o acudir, 
en general, a los mecanismos alternativos y extrajudiciates de solución de confhctos. 

Como conclusión sobre los antecedentes relevantes durante el periodo 2002- 2010 
puede afirmarse que se siguieron los lineamientos del Decreto Ley 200 de 2003 y 
la Ley 812 de 2003, en cabeza de la Dirección de Defensa Jurídica de la Nación, en 
los términos explicados. con la pretensión de darle un alcance mayor a la 
problemática de la defensa judicial del Estado, pero sin avanzar en la creación de 
una entidad que atendiese de manera Integral dicha cuestión. 

Darle un tratamiento de problema de Estado a los litigios que este enfrenta se reitera 
con el Decreto 4530 de 2008, así como el interés manifiesto de resolver las 
controversias entre organismos y entidades públicas. con el fin de que estas se 
resuelvan en una sede distinta a los procesos judiciales que se tramitan ante la 
jurisdicción. 

2.11 . Proyecto de ley 053 de 2010 Cámara, 166 do 2010 Senado. que dio 
origen a la Loy 1444 de 2011 

2.11.1. Trámite del proyecto de ley•• 

a. Exposición de motivos: Consta en la Gaceta del Congreso 516 de 2010 y 
corresponde al proyecto de ley 053 Cámara de ese año. «por medio de la 
cual se escinden unos Ministerios, se otorgan precisas facultades 
extraordinarias al Presidente de la República para modificar la estructura de 
la Administración Nacional y se dicta.n otras d1.spos1ciones». 

No parece mención alguna que aluda a la creacíón de una entidad púbica 
para la defensa jurldica del Estado. Tampoco se solicrtan facultades 
extraordinarias para el efecto. 

b. Ponencias para primer y segundo deoate sn Cámara: Consultadas las 
Gacetas del Congreso 635 y 699 de 2010, que contienen los Informes de 
ponencia para primer y segundo debate en Cámara del proyecto de ley 
mencionado, no aparece ninguna modíficación al 1exto publicado en la 
Gaceta 516. en relación con la creación o concesión de facultades para crear 
una entidad pública para la defensa Juridica del Estado. 

,t Los documentos que se menciOOan en este numeral esfjn d~onibJes en 
htlns /lle yes senado.gov ,co/prpyectosOosiex php/prgvecios4eylperl0dp:leg§lahvo-2010-20 14/201 O· 
2011 latt,lc!etl 6§,,120NDedio:de::la•cuat-se-escinde-n1,111:os:m!ni~)e-/iQS•S&-Olorgan-pre9saS: 
facv!tades-extra9rdlr.arias-af.prH ldente-cle;la1eR11blkc@-pa:a-rnod,flcar•la·estryctµra-de-!a-­
admlntSt,as;:1on·oaciona~V-se•dictan-otras-disl)0$11C10ne§ 
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c. Texto definitivo aprobado en sesión plenaria Cámara: En la Gacela del 
Congreso 743 de 2010, se registra la aprobación de un parágrafo al anlculo 
5, sin que conste quien introdujo el texto aprobado o la proposición que 
expfique el mismo Se 1ranscribe fo pertinente de la mencionada Gaceta: 

Articulo 5. Sector A<imlnistrativo de Justicia y del Derecho. El Sectot Administrativo 
de Justi0a y del Derecllo estará integrado por el Mifli&tefio de Justicia y del 
Oerecho, las Supefintendencfas y demá.s entldadés que la ley defina como 
adscritas o vinculadas al mismo. 

Parégl'afo Ante la falta de un organismo. entidad o dependencia de la 
administración central del Estado en cabeza del Presidente de la RepUblíca y 
teniendo en cuenta que el Estado colornbtano no bene un sls1ema de defensa 
jud1c:1al, viéndose menoscabado el Erario de-1 Estado y dé todas las entidades 
te:l'ritoriates y de sus entidades descentralizadas, emp<esas y otras de carácter 
público sometidas a demandas y cuantiosas condenas por Indemnizaciones o 
responsabUkiad contractuaf o extracontraclual, se hace necesario que el proyecto 
de tey le otorga facuttade$ extraordinanas al Presidente de la República para 
modificar la estl'uctura de la administración pública nacional. se ineol'pore en la 
nueva estructura de la administración ptiblica nacional un organismo o 
dependencia del mas alto nivel adscrita al Minísterio de Justicia que d!l'ev<,;lone, 
administre y fi¡e ips p91lticas de un sistema {mico nacional de Defensa JOOicial del 
Patnmomo y del Erario deJ Estado y de SUS entidades terntoriates. (Se resalta) 

A pesar de la falta de técnica y defie1ente redacción del texto aprobado, pues 
más que una norma juridica paredera una exposición de motivos. se refleja en 
él la intención plasmada desde la Ley 812 de 2003, en el sentido de que la 
«defensa judicial del Estado» es un asunto que, valga la redundancia, 
involucra al Estado en su conjunto bajo la noción senalada en este concepto. 
No se trata de un problema de las entidades u organismos del sector central o 
descentralizado del orden nacional, sino que Involucra a los órganos 
autónomos y a las entidades territoriales, pues las demandas a las que se 
encuentra sometido «menoscaban el Erario del Estado», 

Para atender esa problemática en la «nueva estructura• de la administración 
pUblica nacional se debe «incorporar» un organismo o dependencia del «más 
alto nivel adscrita al Ministerio de Justicia que direccione, administre y fije las 
polltícas de un sistema único nacional de Defensa Judicial del Patrimonio y del 
Erario del Estado y de sus entidades territoriales•. 

Para tal finalidad, en relación con las facultades extraordinañas sohcttadas 
para el presidente de la República en el artículo 17 del proyecto, de manera 
genérica apareció aprobado el siguiente literal: «f) Señalar. modificar y 
determinar los objetivos y la estructura orgánica de las entidades u organismos 
resultantes de las creaciones, fusiones o escisiones y las de aquellas 
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entidades u organismos a los cuales se trasladen las funciones de las 
suprimidas. escindidas, fusionadas o transformadas;». 

d. lnfomte de ponencia para primer debate en Senado: En la Gaceta del 
Congreso 778 de 2010, se da cuenta del texto del parágrafo del articulo 5 
aprobado en Cámara, transcrito en precedencia, y se propone sobre el 
particular un pílego de modificaciones, asi como al tllulo del proyecto, del 
siguiente tenor. 

El tltulo del proyecto «quedará asi: por medio de la cual se escinden unos 
Ministerios, se otorgan precisas facultades extraordinarias al Presidente de 
la República para modifica.r la estructura de la administración pública y la 
planta de la Fiscalía General de la Nación y se dictan otras disposiciones», 

Se propone modificar el parágrafo del artlwto 5, «para mejorar su 
redacción»: 

Articulo 5. Sec,or A(lminl.strattvo de Justtefa y del Derecho. El Sector Administrativo 
de Justicia y del Derecho estará inte,grado por el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, la.s Superintendencias y demás enbdades que la ley defina como 
adscritas o vineulad•s al mismo. 
Parágrafo. Dentro de la Estructura de la Administraetón Nacional habrá una 
instancia encargada de coordinar y fijar las directrioas y ta politica en mate,la de 
defensa judicial del Eslado. 

Y en relación con el articulo 17 se propuso el siguiente texto, el cual en lo 
pertinente, tenia una mayor precisión frente a lo aprobado en la Cámara c:te 
Representantes: 

Articulo 17 Facullad&s edraordlnan·as. De conformidad con lo establecido en e1 
articulo 150 numeral 10 de la Constitución Politica, revistese al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinanas, por el té-rmtno de seis (6} meses. 
contados a partir de la fecha de publicación de la p,esente ley para: 

f) Sel'latar, modificar y determinar los objetivos y la esttuc1"ura orgánica de las 
entidades u organismos ,esu11antes de las creaciones, fusiones o esei$ion-es y los 
de aquellas entldad~s u organismos a los cuales se trasladen las funciones de las 
suprimidas, escindidas, fustonada.s o transformadas. y de la Agencia Nacional para 
la Defensa Jurídica del Es1ado ( ... ). 

De los textos transcritos. se observa una gran diferencia frente a lo aprobado 
en Cámara, pues a pesar de su generalidad ya no se alude a una entidad 
que se encargue de «direccionar, administsar y fijar las pouticas de un 
sistema único nacional» defensa judicial del Estado y de su patrimonio, sino 
vuelve a utilizar la.s expresiones «coordinar y fijar las directrices y la política 
en materia de defensa judicial del Estado», aspectos que en su origen habían 
sido asignados a la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio 
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de Justicia, según se ha explicado en puntos anteriores de este concepto, 
con las limitaciones que alll se señalaron. 

Por otra parte. lo que si resulta un avance es el otorgamiento de facullades 
extraordinarias al presidente de la República para determinar los objetivos y 
estruclura orgánica de la «Agencia Nacíonal de Defensa Jurldica del 
Estado•. 

e. Informe de ponencia para segundo debate en SenadO: En la Gaceta del 
Congreso 1053 del 7 de dicíembre de 201 O se aprecian las siguientes 
modificaciones y el «propósito• de las mismas: 

V, Propósrtos de la reforma planleada en el proyecto de ley: 

i) Escisión Interior y Jusbcaa 
El Ministerio de Justicia será creado como parte de un proces"O dé reforma 
estructural d& la Rama Judicial ► de man&ra que exista un balance Institucional, la 
autonomla propia del poder Judicial, el Ejecutivo p~a cantar con una cartera que 
interactúe de manera m-ás especializada con la Rama Judicial, 

Del mismo modo, es necesario que el nuevo Mimsteno evaJUe los dishntos aspectos 
que han ocasionado condenas judiciales contra el Estado, tanto a nivel nacional 
como internacional A partir de este lrabajo de evaluación, debe coordinarse un 
efectivo programa de estudio de contingencia de daño para adoptar los mecan1smo$ 
y herramientas jurídicas mas adecuadas para prevenir el daflo, evrtar ta litigiosidad 
innecesaria y disminuir, en la med~a de 10 posible, el monto de las condenas. 
Asimismo, estos estudios deberian tomarse. en cuenta para elaborar las partidas 
presupuestales pertinentes 

Con base en lo anterior, se propone: 

Artículo 5. Sector Adminislratívo d& Justicia y del Derecho. El Sector Administrativo 
de Justicia y del Derecho estará integrado por el Ministeri'O de Ju sucia y del Derecho, 
las superintendencias y demás entidades que la ley défina como 3dscr1tas o 
vinculadas al mismo. 

Parágrafo. Créase la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado como una 
Unidad Admlntstratrva Especial, que como entidad descentralizada del O(den 
nacional, con personeria jurídica, autonomia administtauva y financiera y patrimonio 
propio adscríta al Ministerio de Justicia y del Derecho, tendrA como objetivo ta 
estructuración, formulación, aplicación, evaluación y difusión de las Políticas de 
prevención del daño a.ntijurldico, asi como lil dafensa y protección efectiVa de los 
intereses liligiosos del Estado y de las actuaciones judiciales de las entidades 
públicas. en prooura de la reducción de la responsabilidad patnmoni.al y la actividad 
litigiosa Para ello, tiene como mjsión planificar, coordrnar, ejetcer. monitorear y 
evaluar la defensa efectiva de la Nación, a fin de prevenir el daño antiJuddlco y 
fomentar el respet'O de los derechos fundamentales. 
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Como puede observarse, el texto propuesto para el segundo debate en el 
Senado de la Republica es diferente al aprobado en su momento en ta 
Cámara de Representantes, pues aqui si es expresa ta creación de la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado como una entidad 
descentralizada del orden nacional. 

Ahora, al introducir la noción de «defensa y protección de los intereses 
litigiosos del Estado», se evidencia la intención de impedir el «menoscabo 
del Erario del Estado• causado por las múltiples demandas que cursan en su 
contra. De esta forma dicha noción estada relacionada con la defensa del 
patrimonio del Estado, 

En cuanto a las facultades extraordinarias et texto propuesto era idéntico al 
aprobado en primer debate en Senado, pero ahora si resultaba evidente la 
conexión entre las facultades que se otorgaban respecto de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurldica del Estado con la creación de esa entidad por 
el parágrafo del articulo 5 del proyecto de ley. 

f. Texto apro~ado en sesión plenaria del Senado: Visible en la Gaceta 
115 del 23 de marzo de 2011, que corresponde a los textos aprobados en las 
sesiones plenarias del Senado de la República los dias «23 de febrero y 2, 8 
y 15 de marzo de 2011», en 1os cuales se aprecian modificaciones entre el 
texto propuesto y el aprobado del parágrafo del articulo 5, asi: 

Pronuesto ftara se"undo deba.te Aorobado en Senado 
Paragrafo. Créase la Agencia Parágrafo. Créase la Agencia 
Nacional de Defensa Jurid1ca del Nacional de Oefen.sa Juridica de la 
Eslado como una Unidad Naci6n como una Unidad 
Administrativa Especial, que oomo Administrativa Especial que como 
entidad descentralizada del orden entidad desoentralizada del orden 
nacionaJ. con petsonería Jurídica. nacional, con personeóa jurídica, 
autonomia administrativa y autonomía administrativa y 
financiera y patrimonio propio financiera y patrimonio propio 
adscrita al Ministerio de Justicia y adscrita al Ministerio de Justicia y 
del Derecho, lendrA como objetivo del Derecho. tendrá como objetivo 
la estructuración. formulación, la estrvcturad6n, fomiulación, 
aplicación, evaluación y difusión apl1cacz6n, evaluación y difusión 
de las políticas de prevención del dé las pollticas de prevención det 
daño antijut1dico, asl oomo la da.ño antijuridioo, asl como la 
defensa y protección efectiva de defensa y protección efectiva de 
los intereses litigiosos del Estado los intereses litigiosos de ta Nación 
y de las ac1u-aciones judiciales de y de las actuaciones Judiciales de 
las entidades pUbliea.s en procura las enudades pUblicas. en procura 
de la reducción de la de la reducción de la 
responsabi!Kiad patrimonial 'I la responsabtl1dad patrimonial y la 
actividad litigiosa Para ello. tiene a-cbvklad litigiosa Para ello, nene 
como mísiór\ "lanmcar. coordinar como misión .. •anlficar coordinar 
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ejetcer, monitorear y evaluar la 
defensa efectiva de ta Nación. a fin 
de prevenir el daño antijurldico y 
fomen1ar el respeto de los 
derechos fundamentales. (Ibídem) 

Como se evidencia en los apartes subrayados se cambia la palabra «Estado• 
por «Nación• sin que exista explicación o constancia de las razones que lo 
motivaron. Esta modificación no deja de generar perplejidad, pues en vigencia 
del Decreto 4530 de 2008, existia la Dirección de Defensa Jurldica del Estado, 
según se explicó en los antecedentes. 

Respecto a las facultades extraordinarias el articulo ya no corresponde al 17 
sino al 18, pero el texto aprobado es idéntico al del primer debate en Senado. 
No obstante, se advierte la Inconsistencia de que las facultades que se 
otorgaban eran frente a la «Agencia Nacional de Defensa Jurldica del E§!¡ldo», 
mientras que la entidad ueada por el parágrafo del artículo 5 del proyecto de 
ley era la «Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nación», 

g. Texto conciliado. En la Gaceta del Congreso 138 del 31 de marzo de 2011 , 
se registra el «Informe de conciliaaón al proyecto de ley número 053 de 2010 
cámara, 166 de 2010 senado». 

AIII se indica que «Una vez analizados los textos aprobados en fonma 
dWerente en las dos Cámaras, deadímos acoger para los articulas 5º, 6º, 7º, 
9°, 11, 12, 18, 19 el texto aprobado por el Senado de la República, lo mismo 
que para el titulo del proyecto». De esta forma, la norma sobre la creación de 
la «Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Nacíón», corresponde a la 
que se reprodujo antenormente en el cuadro del literal 1), 

2.11.2. Ley 1444 do 2011 

«por medio de la cual se escinden unos Ministerios. se otorgan precisas facultades 
extraordinarias al Presidente de la República para modificar la estructura de la 
Administración Pública y la planta de personal de la Fiscalla General de la Nación y 
se dictan otras disposiciones». 

Como ya se dijo, el parágrafo del artículo 5 creó la Agencia Nacional de Defensa 
Juridica de la NacKJn conforme al texto anteriormente transcrito. En cuanto a las 
facultades e.xtraordinanas alli dispuestas. se transcriben, en cuanto a lo pertinente, 
según su tenor lrteral: 

Articulo 18. Facultades E.xtraotdlnarlas. De conformidad con lo establecido en el 
artículo 150 numeral 10 de la COf\stitución Polllica, revístese al P,ésidente Oe la 
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Rep(rblica de precisas facultades extraordrnarla$, por el término de seis (6) meses, 
contados a partir de la fecha de pubbcación de la presente ley para; 

f) Señalar. modificar y determinar los objetrvos y la estructura orgánica de las 
entidades u organismos resulté;mtes de las creaciones, fusiones o escisiones y los de 
aquellas entidades u orga.nlsmos a los cuales se trasladen las funciones de las 
suprimidas., escindidas, fusionadas o tr-ansrocmadas. y de ta Age.ncta Nacional parara 
Defensa Juridica del Estado; (Se subraya). 

Corresponderá a la $ala anaJizar a continuación la manera como se mateñallZaron 
las mencionadas tacuttades extraordinarias, en particular respecto de los asuntos 
consultados. 

3. Naturaleza jurídica y objeto do la ANOJE, noción y alcance de defensa 
jurídica del Estado, «interés litigioso de la Nación•, y función de 
representación 

En ejercicio de las facultades extraordinarias amba mencionadas el presídente de 
la República expidió el Decreto Ley (O.L.) 4085 de 2011, «Por el cual se establecen 
los objetivos y la eslructura de la Agencia Nacional de Defensa Jurldica del 
Estado»"". Para el análisis que se ha solicitado a la Sala, resulta relevante transcribir 
tas consideraciones del mencionado decreto, asl· 

Que en virtud del parágrafo del articulo 5 de la Ley 1444 de 2011 •• crea la Agencia 
Nac,onal de Defensa Jurídica del E§¡~dQ. 

Que en el htersl O del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011 se confiernn facultades 
extraordinarias para fijar los obJetrvos y estructura a la Agenda Nacionat de Defensa 
Jurid1ca del Estado creada por dteha ley. 

Que para garantizar la eficiencia en la función de defensa furidica de la Naei6n y del 
Estado y de sus orgamsrnos y dependenclas se hace necesario contar' con Agencia 
especializada que oriente y coordine. dicha actividad en las ef!1ldades v orgamsm0;s 
de 1-a AdqJ]ni:5tración, para el k>gro de una defensa técnica armónica que responda a 
los Intereses jurídicos pú~ieos. 

Que resulta necesario fonaleoer ras oompetencias libgiosas públicas en el ttmbfto 
internacional. para garantizar l.a eficaz defensa juridica del Estado 

Que es necesario fortalecer los sistemas de ,n.formación de la actividad litigiosa de la 
Admln~t,aclón Pública. e fin de m&jOfar las capac.-1dadas. de defensa judiciaJ de la 
Nación. 

» Publieado en et o.ano-Oficial 48240 del 1 ae noviembre de 2011, fecha en la que entro en vigenc;ia 
dJCho decreto. pues asf se estableció el srtfculo 26 ibidem: «AR'TiCULO 26, Vigencia El prestiJ\l8 
decl'éto rige a parttf de lé1 fecha de $U put,1;eación y deroga ef oec,eto 4S30 de 2008 y ec Decreto 
2464 de 2008' 
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Que se hace necesario vetar de mejor manera por los intereses patrimoniales de la 
Nación, a tra\lés de tJna debida actividad de defensa Judleial de los mismos, (Se 
subraya). 

La Sala observa, en primer término, que la Ley 1444 de 2011 creó una entidad 
descentralizada del orden nacional que denominó «Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica de la Nación», según et recuento detallado que se realizó en el numeral 
anterior. Por tanto, en los considerandos se incurre en una imprecisión al indicar 
que esa ley creó la «Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado». 

Ahora, como la Sala lo ha explicado en este concepto. las locuciones «Nación• y 
«Estado», según el ámbito en que se utílicen pueden tener un alcance diferente, 
pero en el considerando transcri{o lo que puede apreciarse es que la intención de 
crear la ANDJE se enmarca en una visión ltansversal como es la defensa jurídica 
del Estado en su conjunto, «de sus organismos y dependencias•. tal como se habla 
propuesto desde el año 2003. 

El propósito manifiesto en ese considerando deberla guiar la Interpretación de lo 
que debe entenderse como «defensa juridica del Estado» a cargo de la ANDJE, 
según se analizara a continuación. 

3.1. Naturaleza juridica 

En su parte disposítiva el D.L. 4085 de 2011 . establece la naturaleza ]urldica de la 
Agencia Nacional de Defensa Juridíca del Estado, que corresponde a la de • Unidad 
Administrativa Especial ( ... ) entidad descentralizada del orden nacional, que forma 
parte de la Rama Ejecutiva, con personerla jurldica. autonomia adminístrativa y 
financiera y patrimonio propio, adscrita al Ministerio de Justicia y del Derecho» 
(articulo 1 ). En cuanto a la naturaleza de la nueva entidad esta coincide con lo 
dispuesto en el parágrafo del anlculo 5 de la Ley 1444 de 2011 

3.2. Objetivos 

El articulo 2 del D.L. 4085, fija los objetivos de la Agencia" de la siguienle manera: 

a. «Diseño de estrategias, planes y acciones dirigidos a dar cumplimiento a las 
políticas de defensa juridica de la Nación y del Estado definidas por el 
Gobierno Nacional;• 

li1 ARTICULO 2 Objetivo. La Agencia tendrá como obJeUVO el diserto de estrategias, planes y 
acciones ding1dos -a dar cumplimiénto a las pollt:ICas de defensa íurldica de la Naci<>n y del Estado 
<1efinidas P°' el Gobierno Nacional, la foonulacion, evak.lación y difusión de las poUticas en materia 
de prevenclon de las conductas anliJurldlcas por parte óe semdores y entidades pú:bbeas. del daflo 
antljurldico y la extens!On de sus efectos, y la du"t«i6n, ooordiMci6n y ejecución de las acciones 
que aseguren la adecuada impGemen:taclón de las mismas, para la defensa de los intareses litigiosos 
de la Nación. 
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b. «La formulación, evaluación y difusión de las pollticas en materia de 
prevención de las conductas ant~urfdicas por parte de servidores y entidades 
públicas, del daño antí¡uridíco y la extensión de sus efectos, y la dirección, 
coordinación y ejecución de las acciones que aseguren la adecuada 
implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de 
la Nación». 

En cuanto al objetivo del literal a .. se pretende el cumplimiento de las «políticas de 
defensa jurldica de la Nación y del Estado•. Al respecto, la Sala ha sostenido en 
este concepto que la noción Estado incluye a la Nación y a las autoridades de los 
distintos niveles territoriales. así como a las entidades descentralizadas, por to que 
dicho objetivo encargado a la Agencia Involucra al Estado en su conjunto. 

No podría ser otra la solución jurídica, pues de la redacción de la norma no se 
advierte que su finalidad consista en diferenciar los objetivos de la ANDJE frente a 
la «Nación» y al «Estado:». Así mismo, la palabra Nación no se esta utilizando en el 
contexto de la distribución de competencias, o para hacer referencia a las 
autoridades centrales y distinguirlas de las autoridades descentralizadas, o para 
designar servicios a «cargo» de la Nación o a «cargo• de las entidades territoriales. 

Ahora, tales actividades deben ser «definidas» por el Gobierno Nacional, que de 
conformidad con el articulo 115 de la CP está «formado por el Presidente de la 
República, los ministros del despacho y los directores de departamento 
administrativol/EI Presidente y el Ministro o Director de Departamento 
correspondientes. en cada negocio particular, constituyen Gobierno». 

Por su parte, «definida» es un participio de «definir» que significa «Fijar oon claridad, 
exactitud y precisión el significado de una palabra o la naturaleza de una persona o 
cosa»". En tal sentido, se trata de una actividad de priorlzación en el diseño de 
«estrategias, planes y acciones» para la defensa judicial del Estado, que le permitan 
a la Agencia dar cumpllmfento a estos, labcr de priorizacl6n, que se enmarca en los 
pñncipios de eficacia y economía previstos en el artlwlo 209 CP. 

Para la debida observancia de este cometido estatal, el Gobierno nacional debe 
armonizar el mencionado diseño con las autoridades territoñales. en virtud del 
principio de coordinación (artíwlos 209 y 288 CP). 

Frente al ll1eral b .. la finalidad del objetivo alli previsto es la defensa de los «intereses 
litigiosos de la Nación». Para el efecto, la ANDJE puede formular, evaluar y difundir 
políticas de prevención de conduelas anlijurldicas y del dano antijurldico y la 
extensión de sus efectos, asl como dirigir, coordinar y ejecutar las acciones que 
aseguren la implementación de tales poliüeas. 

n Oteeionano de la ktngua espat'lo!a Ois.ponib!e: https lld!e.rae.e§.! 
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En relación con la locución «.servk:Jores públicos». debe entenderse en los términos 
del articulo 123 CP, es decir. «los miembros de las corporaciones públicas, los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado 
y de la comunidad: ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, 
la ley y el reglamento•. 

Frente a la expresión «entidades públicas• entiende la Sala que se utiliza de manera 
genérica y vinculada a la noción constitucional de «dal'\o anlijuridíco» como cláusula 
general de responsabilidad del Estado prevista en el articulo 90 CP, En dicho 
contexto, entonces, deberá entende1se que comprende todos los órganos que 
componen las ramas legislativa, ejecutiva y judicial, así como los que integran los 
órganos de control, la organización electoral y los que pot mandato constitucional 
cumplen sus funciones, con independencia y autonomía, asl como las entidades 
territoriales. 

Asi las cosas, el cumplimiento de los objetivos a cargo de la ANDJE previstos en el 
articulo 2 del O.L. 4085 de 2011, que en esene1a corresponden al diseño, 
formulación y ejecución de políticas, planes y estrategias para la defensa judicial, la 
prevención del daño antijurídico y la defensa de intereses l~igiosos involucra a todo 
el Estado, cuya noción ha sido explicada en este concepto. 

3.3. Alcance de la defensa jurídica del Estado 

Los criterios expuestos resultan concordantes con la noción legal de defensa 
jurídica descrita en el articulo 3 del O.L. 4085, que en lo pertinente establece: 

ARTÍCULO 3. Alcance de la Defensa Juridica del Estado. Para efec1os del 
presente decreto. enhéndase la defensa jurldita de la Nación oomo el conjunto de las 
actuaciones d1d9ídas a la garantia de 1Q$ gerechos de la Nación y del Estado y de los 
principios y postulados fundamentales que los sustentan, y a 1a protección efectiva 
del patñmonio público. 

La defensa iutidlca de la Nación comprende todas tas ae,11vtdades relacionadas con: 

(i) la Klentificación y prevención de conductas antijuridicas por pane de servidores y 
entidades públicas y del daño antlju,idlco generador de responsabilidad patnmonial 
para el Estado: 
(ii) la admimstraci6n, control y procesamiento de la infom,ación relativa a la Defensa 
Julldie:él del Estado; 
(líi) la ot!lización de los mecanismos alternativos óe resolución de oonfUctos; 
(iv) la participación en procesos judi-cia!es o administrativos en los qtJe la Naetón o tas 
entidade:S públicas del orden nacional sean parte demandante o demandada o deban 
fntervenir: 
(v) la definición de estándares para ta ®fen~a judicial de 1-as entidades públicas(, •. ) 
(Se sub<aya). 
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De la norma transcrita se deduce. en primer término, que las «acUvidades» descritas 
en relación con la defensa jurídica del Estado no son taxativas, sino que tienen por 
su contexto y redacción un carécter meramente enunciativo. 

En efecto, en ella se prevé el ejercicio del derecho de defensa respecto del Estado 
como expresión del derecho fundamental al debido proceso reconocido en el 
artículo 29 CP y desarrollado, de manera general, en el articulo 3 de la ley 
Estatutaña de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996), en los siguientes 
términos; 

ARTICULO 3o, DERECHO DE DEFENSA. En toda clase de actuaciones ¡udiclales y 
administrativas se gatantfza. sin excepción alguna, el de-,echo de defensa, de acuerdo 
con la Constitución Politica, los tratados internacionales vigentes calificados por 
Colombia y la ley( .. ,), 

Sobre el particular, la Corte ConstitucionaJ al realizar la revisión previa del proyecto 
de ley estatutaria med1an1e la Sentencia C - 037 de 1996, sostuvo. 

Sin enuar a analizar detalladamente las ,mpticaaones Jufidicas del derecho de 
defensa, por haber Sido éstas objeto de abtlndante doctrina y jurisprudencia po, parte 
de la Corte Constitucional, debe señalarse que al ser propósito esencial de todo 
proceso judicial el de lograr la verdad, sé debe garantizar plenamente la posibilidad 
de que las partes interesadas expongan y controviertan con plenas ga.rantias los 
argumentos que suscitaron el litigio judicial En ese orden de ideas, la Constitución de 
1991, pn~cisando aun mas lo dispuesto por la de 1886. se encargó de definir al 
derecho de defensa como un derecho fundamental autónomo, ligado. por razones 
obvias, al debtdo pcoceso, a través del cval -como lo anota la senter,cfa antes citada· 
se permite a toda persona controver11, las acusaciones que en materia administrativa 
o judicial se presenten en su contra. con lo cu.al, a su vez, se haoen efee11vos otros 
derechos como son el derecho a la libertad, a la seguridad, el de petición y aun el 
derecho a la vida. 

De esta manera es claro que ta defensa jurídica del Estado -bajo la noción explicada 
en esle concepto- a cargo de la ANDJE puede darse en toda clase de procesos 
judiciales o administrativos, para representar sus Intereses o intervenir en la defensa 
de estos. 

Dilucidado lo anterior queda por analizar lo que el D.L. 4085 de 2011 entiende por 
«intereses litigíosos de la Nación•. cuya defensa también es un objetivo de la 
ANDJE, y la representación que en los procesos judiciales y administrativos le 
corresponde en cumplimiento de tales objetivos. 

3.4. Noción y alcance de defensa del «interés litigioso de la Nación• y la 
función de representación de la ANDJE 

la interpretación integral de tos articulas 1, 2 y 3 del D L. 4085 de 2011. permite 
sostener que el objetivo general de la ANDJE es la defensa juridica del Estado, para 
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lo cual puede participar o intervenir en cualquier proceso judicial o adminfstrativo. 
Sin perjuicio de dicha tacullad general, a la ANDJE tambíén le corresponde defender 
los «intereses litigiosos de la Nación». para lo cual fiene funciones de 
representación. 

Por tanto, se debe realizar una interpretación sistemática del parágrafo del articulo 
2 con el articulo 6. numeral 3, del D.L. 4085, de lo cual se encargara la Sala 
ensegulda. 

3.4.1 . Defensa del «interés litigioso do la Nación» 

El O.L. 4085 de 2011 , luego de señalar los objetivos de la ANOJE (art. 2, ibídem). 
dispone en el parágrafo de ese articulo, lo siguiente: 

PARÁGRAFO Para efectos este decreto. entiéndase por intereses litigiosos efe ta 
Nación, los siguientes: 

a) Aquellos en los cuafes esté comprometida una entidad de la Administración Púbtica 
del orden nacional por ser parte en un proceso. 
b) Aquellos relaaonados oon procesos en los cuales haya sldo demandado un acto 
proferido por una autotidad pública o un órgano estatal del orden nacional, tales como 
leyes y actos administrativos, asl como aquellos procesos en los cuales se 
controvierta su interpretación o aplicación. 
e) Aquellos relacionados con procesos en tos cuates se controvfe.rta una conducta de 
un servldot público del orden nacional. 
d) Aquetlos relacionados con J)(ocesos en el orden re91onaJ o internacional en los 
cuales haya sido demandada la Nación, 
e) los demás que determine el Consejo Dicectivo de esta Agenaa dentro de los 
tineamlentos y prioridades señalados por el Gobierno Nacional. (Se subraya) 

Reitera la Sala que las locuciones «proceso o procesos» mencionadas en los 
literales a), b) y e) del parágrafo del articulo 2 del O.L. 4085, corresponden a lada 
clase de actuación 1udlcial o administrativa que se adelante bajo los siguientes 
ámbitos· 

a) Cuando en ellos sea «parte una entidad de la Administración Pública 
del orden nacional». 

Según lo explicado por «entidad• se alude, en el contexto de la norma. a su 
expresión genéfica. en el orden nacional, por lo que incluye a: /) los 
organismos y entidades que forman parte de la rama ejecutiva en el orden 
nacional, en sus seclores central y descentralizado, y iij todos los demás 
organismos y entidades de naturaleza pública que cumpfan funciones 
administrativas o la prestación de servicios püblicos a e.argo del «Estado» 
colombiano, en el orden nacional (art. 38,39 y 68 de la Ley 489 de 1998). 

b) Aquellos en los cuales haya sido demandado un acto proferido por 
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una autoridad pública o un órgano estatal del orden nacional, tales como leyes 
y actos administrativos, asl oomo los «procesos en los cuales se controvierta 
su interpretación o aplicación)). 

Deberá entenderse que comprende todos los órganos que componen las 
ramas legislativa, ejecutiva y judicial, así como los que integran los órganos de 
control, la organización electoral y los que por mandato constitucional cumplen 
tas funciones estatales. con independencia y autonomia. en el orden nacional. 
es decir. con exclusión de las entidades territoriales. 

e) Procesos en los cuales se controvierta una conducta de un servidor 
público. en los términos del articulo 123 CP, en el orden nacional, lo que 
excluye a los servidores públicos en el nivel territorial. 

Frente a los mencionados lilerales, la actuación de la ANDJE para la defensa 
juridica de tafes «intereses litigiosos» excluye, en principio. a las entidades 
territoriales. 

En cuanto al ltteral d) del citado parágrafo. se alude a procesos en el «orden regional 
o internacional» en los que haya sido «demandada la Nación». Ahora, en principio, 
la utilización de la palabra «Nación• podMa considerarse una impropiedad puesto 
que en el ámbtto internacional el sujeto de derecho es el Estado" colombiano. 

La defensa del Interés litigioso del Estado colombiano a cargo de la ANDJE se da 
en procesos en los que este haya sido demandado en el «orden regional o 
internacional• . En el contexto espacial de la norma. la conjunción «o• se utiliza 
como equivalencla54. es decir, referida a procesos en el ámbito internacional ante 
una instancia regional como podría ser la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos (espacio continental), o en el ámbito de las competencias del Tribunal 
Andino de Justicla56 (espacio subcontinenlal), Sobre este aspecto volverá la Sala 
en el punto siguiente sobre la función de representación de la ANDJE. 

43 AsJ se <lesprende de la CorWenclOn de Viena sobre. el Derecho de los Tratados, suscñta et 23 de 
mayo d& 1969, que fue inoor~rada a1 orde11&m1ento interno n"lGdia.nte la ley 32 dé i985 También 
de ta Resolución 2625 (X.XV} c:J.e lo Asamblea Geoe;al de Nac10nes Unidas. del 24 de octub!e c1e 
1970, que contiene lo declaraciOn ,ttt>tiva a «$0$ principios de d&1ect10 mternacional re!e<entes a las 
relaciones de arlli$tad y a la oooperación entre los Estados, de oonlormldad con la carta ele las 
Naciones Un(ias» 
,~ «3 conj. disyunt. Oenota equivalencia. signrhcando ·o sea. o to que es 10 mtsmo' El protagonista, 
o et pe<sonaje pnnclpal de la fábula, es HéfculeS• Diccionario <1e la lengua espaflola. Ols()onible: 
llltDS:fldle rae es/ 
55 órgano ,u,lsdtOClonal de la Comunlldad Andfna de Naciones , de carActe1 permanenie, 
sup,anaow:,nal y comun1tano. tnsutuido pare Qeclatar la legalidad del derecho comunitario y asegu-ta, 
su apUcaoon e Interpretación uniforme en lodos los Pa•ses Miembros• . O&sporüb)e en 
hltDs-/&ww comunidadaQd1na,ocof. consvltada el 24 de. marzo de 2023. 
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Frente al literal e} del parágrafo del artículo 2 del D.L 4085, se faculta al consejo 
directivo de la ANOJE para determinar otros «intereses litigiosos de la Nación dentro 
de los lineamientos y prioridades senalados por et Gobierno Nacional», para efectos 
de su defensa a cargo de la ANDJE. 

De esta manera, tales intereses litigiosos no se limitan a los indicados en el 
parágrafo del articulo 2, por lo que esta norma no tiene carácter taxativo sino 
meramente enunciativo. Significa entonces que bajo criterios de priorización 
señalados por el Gobierno nacional el consejo directivo de la ANDJE está facultado 
para extender la función de defensa de la Agencia. 

Tales in1ereses lltigiosos podrian ser k>s de una entidad territorial, o de organismos 
del sector central o entidades del sector descentralizado pertenecientes at orden 
territorial. en la medida en que el Gobierno nacional lo considere prioritario y el 
Consejo Directivo de la ANDJE asr lo disponga. pues en este caso no solo se esta ria 
desarrollando la facultad expresa otorgada por la norma bajo estudio, sino que seria 
la aplicación de k>s pñncipios constitucionales de coordinación, concurrencia y 
subsidiaridad (articules 209 y 288 CP), en armenia con tos intereses de tales 
entidades. 

En consecuencia, la ioterpretación sistemática de los articules 1, 2 y 3 del D.L 4085 
de 2011 , permite sostener que la noción de defensa del «interés litigioso de la 
Nación», no es un concepto estático sino dinámico cuyo efecto útil es Identificar los 
procesos en que puede Intervenir la ANDJE para su defensa jurídica de acuerdo 
con la relevancia de estos para el Estado colombiano. 

Asimismo es preciso indicar que la exclusión que se hace en los literales a), b) y c), 
del parágrafo del artículo 2 ibídem respecto de las entidades territoriales y 
servidores públicos de ese nivel no es general, taxativa y definitiva, pues se insiste, 
el consejo directivo de la ANDJE está facultado para extender ta función de defensa 
de la Agencia a asuntos que involucren a las entidades territoriales, siempre y 
cuando se encuentren cobijados por los criterios de priorización señalados por el 
Gobierno nacional. 

Ahora, dado que el análisis efectuado se da dentro c:lel contexto de procesos 
judiciales y administrativos, estima la Sala que deben analizarse las lunctones 
especificas que para la ANDJE establece el D.L 4085 de 2011 , para dilucidar de 
manera sistemática los que se entiende por defensa de los «Intereses litigiosos de 
la Nación». 

3.4.2. Funciones de la ANDJE en ejercicio de la representación 

El articulo 6 del D. L establece tales funciones de la ANDJE, en los siguientes 
términos: 
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ARTÍCULO 6. Funciones. (modificado por el Decreto 1244 do 2021) La Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica de1 Estado cumplirá tas s.gulentes funciones: 
( ... ) 
3. En relación con eJ ejercicio de la representación: 

(I) Asumir, en caJidad de demandante, fnterviniente, apoderado o agente y en 
cualquier otra condición que prevea la ley, I¡¡ defensa juñdtea de las entidéldes y 
organismos de la Adminfsttación Pública y actuar como interviniente en aquellos 
procesos judiCiales de cualquier Upo en tos cuales estén involucrados los intereses de 
la Mación de acuerdo con la relevancia y los siguientes criterios. la cuantía de las 
pretensiones, el Interés o Impacto patrimonial o fiscal de la demanda; el número de 
procesos sím,tares la reiteración de los fundamentos filc:bcos que dan origen al 
oonfileto o de los aspectos Juridleos Involucrados en el mismo, la materia u objetos 
propios del proceso y la trascendencia juridica del proceso por la creación o 
modificación de un precedente de jurisprudencia, 

(ii} Designar apoderados. mandatatios o agentes para el cump{imiento de la funcióll 
anterior. 

(1ii) Coordinar o asumir la defensa juddica del Estado en los procesos que se 
adelanten ante organismos y Jueces internacionales o extranjeros. de conformidad 
con los tratados y acuerdos que regulen la materia y en los 1érmtnos previstos en ef 
presente decreto. 

(iv) Asumir y coordinar las funciones relativas a la defensa del Estado colombiano en 
controve,sias internacionales de inversión, con el apoyo del Ministerio de Comercio. 
Industria y Tunsmo, a-si como desarrollar tas reglas para la atención de dichas 
controversias. La Agencia Nacional de Oefensa Juridica del Estado participará, de 
conformidad con los lineamientos impartldos por su Consejo Directivo y junto con la 
entidad u organismo püblioo involucrado. como facililadora de los acuerdos amistosos 
tendientes a solucionar directamente controversias internacionales de Inversión, 
actuando como único portavoz respecto al inversionista parte &n la controversia. 

(v) Apoyar al Ministerio de Comerao, Industria y Turismo en la negociación y 
actualización de las normas internacionales de inversión. 

(vi) Apoyar la defensa jurídica ante organismos y jueces internacionales. a solicitud 
de fa enhdad PlJbllca competente o que materialmente ejerza la función de defensa o 
de apcyo a la defensa 

(vii} Apoyar a las entidades püblJcas. cuando asl lo solteiten, EH\ la defensa juridlca 
ante jueCM extranjeros, diferentes a aquellos procesos que se originen en 
controversias de inversión. 

(vdl) Coordinar o asumir la defensa juridica del Estado en tos procesos que se 
adelanten ante los órganos de supervisión del Sistema Interamericano de Oereehos 
Humanos, de conformidad con los tratados y acuerdos que regulen la mateña. 
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{í.x) Apoyar a las diferentes entidades en le creación y conforma-elón de comités 
técnicos de apoyo para el mejor desempet'lo de sus funciones en procesos que se 
adelanten en Instancias intemacionaJes o extranjeras. 

(x} Dar instrucaones para interponer, en los casos procedentes y cuando lo estime 
conveniente, acciones de tutela contra sentencias de condena pt"oferidas contra 
entidades públicas, así como para coadyuvar las Interpuestas por las propias 
entidades 

(xi) Eje,eer ia facultad de insistencia para la selección de sentencias de Mela para 
revisión por la Corte Con.$titucional. en los términos p,evistos en 1-a ley. 

(xli) Participar en 1os Com1tés de Conciliación de las entidades u Oíganismos del orden 
nacional, cuando lo estime conveniente, con derecho a voz y voto y actuar como 
mediador en los conflictos que se ol'iglnen entre e11tidades y organismos del orden 
('li'!tional. 

(xiii) Hacer seguimiento al debido ejercicio de la acción de repetición por parte de las 
entidades del orden nacional y dar Instrucciones a las entidades para que, de 
conformidad con la ley. rnstauren acciones de repetición por el pago de sentencias y 
conciliaciones de carécter tndemnizatorio causadas por dolo o culpa grave de los 
agentes estataJes, o interponerlas dlreciamente cuando la entidad u organismo del 
orden nacional no las eJerzan habiendo lugar a ello 

(xiv) Coordinar y asumir la defensa jur-idica de4 Estado ante la Corte Penal 
lntemaeional, en aquellos e.asas en los que se8 necesario invocar el principio de 
comptementa.ñedad u otras causas y litigar esta cuestión ante la. Cene Penal 
Internacional 

{XV) Hacer seguimiento de los Acuerdos de Solución Amistosa Homologados por la 
Comisión lnterametkana de Derechos Humanos. 

PARÁGRAFO 1°. Cuando a ello hubiere lugar, la Agencia podr~ eje,cer la 
representación judleial de las entidades temtoriales mediante la susaipción de 
convenios in1eradminlstrativos y el correspondiente otorgamiento de poder 

PARÁGRAFO zo. La Agencia Nacional de Defensa Juridica del Esiado precisará los 
criterios para detecmínar fas casos en los cuales deberá Intervenir de mané<a 
obligatoria en los procesos judiclates 

De lá norma transcrita se extraen las funciones de la ANOJE para la defensa jurídica 
del Estado en procesos judiciales o administrativos, que para los fines de este 
concepto, y en aras de la lnterprelación sistemática del D.L. 4085 de 2011, se 
pueden sintetizar ast 

a. La ANOJE puede asumir «en calidad de demandante, interviniente, 
apoderado o agente y en cualquier otra condición que prevea la ley• respecto 
de las entidades y organismos de la Aclmims/rac/ón Ptlblica, que dado el 
carácter genérico de la norma bajo análisis, comprende a todos los 
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organismos y entidades en el nivel nacional o territorial -según el alcance 
dilucidado en el acápite pertinenle de ese concepto- (articulo 39 de la Ley 
489 de 1998): 

Como puede verse, se supera la restricción que, en principio, establecían los 
literales a), b) y e) del parágrafo del artículo 2 del D. L. 4085, que al mdicar la 
noción de «interés litigioso de la Nación• lo limitaba aparentemente a las 
entidades y organismos de la Administración Pública en el orden nacional. 

Es en este contexto que cobra importancia lo previsto en el parágrafo 1 del 
numeral 3 del articulo 6 ibídem. sobre la representación judicial de la ANDJE 
en favor de entidades territoriales, previa ~suscripción de convenios 
interadministrativos y el correspondiente otorgamiento de poder», lo que 
confirma el criterio de la Sala en el sentido de que la función de defensa 
1uridica de la Agencia también puede lnvolucra.r las entidades territoriales. 

b. La ANDJE podrá actuar como interviniente en aquellos procesos 
judiciales de cualquier tipo en los cuales estén involucrados los «intereses de 
la Nación». La intervención se sujeta a la relevancia cfel proceso judicial con 
base en los criterios alll señalados: «la cuantia de las pretensiones, el interés 
o impacto patrimonial o fiscal de ta demanda; el número de procesos 
similares; la reiteración de los fundamentos tácticos que dan origen al 
conflicto o de los aspectos jurídicos involucrados en el mismo: la materia u 
objetos propios del proceso y la trascendencia jurídica del proceso por la 
creación o modaicación de un precedente de jurisprudencia• 

Entiende la Sala que tales criteños le dan sustento a lo previsto en el 
parágrafo 2 del citado numeral, en el sentido de que la ANDJE «precisará los 
criterios para determinar los casos en los cuales deberá Intervenir de manera 
obligatoria en los procesos judiciales•. de lo cual se sigue que la intervención 
de la ANDJE en tales procesos es por regla general tacullativa , salvo que en 
aplicación de los mencionados criterios resulte obligatoria . 

c. En cuanto a la defensa jurídica del Estado colombiano en los procesos 
en los que este haya sido demandado en el «orden regional o internacional», 
según los términos empleados en el literal d) del parágrafo del articulo 2 del 
D.L. 4085 de 2011 , aprecia la Sala que la afirmacíón realizada en su 
momento en el sentido de que estaba referida a procesos en el ámbito 
internacional y dentro de este a instancias regionales internacionales. se ve 
confirmada con el texto de los subnumerales (iii), (iv), (viii) y (xiv) transcritos 
en precedencia. 

La Interpretación sistemática de los artlculos 1, 2 y 3 del D.L 4085 de 2011, permite 
sostener que la noción de defensa del «interés litigioso de la Nación», no es un 
concepto estático sino dinámico cuyo efecto ütil es ktentificar los procesos en que 
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puede intervenir la ANDJE para su defensa jurídica de acuerdo con la relevancia de 
estos para el Estado colombiano. 

En consecuencia, el «interés litigíoso de la Nación» no tiene un alcance restrictivo, 
ni alude en rigor a su condición de persona Jurídica, sino que en determinados 
procesos la defensa del Interés litigioso a cargo de la ANDJE está radicado en el 
Estado, otras veces el acto que debe defender ha sido expedido por alguna de las 
ramas del poder público o de órganos autónomos e independientes en cumplimiento 
de su función estatal, o Incluso dicho interés litigioso puede corresponder a las 
entidades territoriales o a su órganos pertenecientes al sector central o a entidades 
descentralizadas de ese mvel en los términos que han sido expuestos. 

Dado que las funciones de la ANDJE, para la defensa Jurídica del Estado en 
procesos judk:iafes o administrativos están sometidas a criterios de priorizaclón, asi 
como al señalamiento de criterios que pueden dar lugar a su intervención 
obligatoña, corresponde a la Sala dilucidar este aspecto, para lo cual resulta 
pertinente analizar las competencias del Consejo Directivo de la ANDJE. 

3,4,3, El consejo directivo de la ANDJE 

Dentro de la estructura de la ANOJE prevista en el D.L, 4085 de 201 1 aparece un 
primer lugar el consejo directivo (art. 8), compuesto por los siguientes integrantes 
(art. 9)58: 

1. E.1 Ministro de Justicia y del Dereeho, quien lo prestdirá 

2. El Ministro de Relaeio<les Exteriores 

3. El Ministro de Hacienda y Crédito Público 

4. El Ministro de Defensa Nacional 

5. El MlnJstro de Comercio, Industria y Turismo 

6. El Director del Departamento Admin1sttabvo de la Presidencia de la Repúbhca 

7. El Secretario Jurídico de la Presidencia de la República 

Por su parte, el articulo 10 ibidem establece las funciones, que en lo pertinente para 
este concepto. se destacan: 

Articulo 10. Funciones del Consejo Directivo. Serán fvncio~ s deJ ConseJO 
Oirec1ivo. las siguientes: 

( ... ) 

S& Modificado por el ardculO 2 del Oec,eto 1311 ere 2015 y el articulo 3 del Oecreto 915 do 2017 
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3. Aprobar el plan 6stratégico para la defensa juridica del Estado y los pfanes y 
estrategias para la atención de los temas de defensa judicial que por su relevancia 
hayan sido definidos como 009ntados, 

4. Definir k>s criterios conforme a los cuales la Agencia debe participar con vo¡ y voto 
ante los comités de conciliación de las entidades. 

13. Precisar tos criterios para determinar los casos en los cuales la Agencia debe 
intervenir de manera obligatoria en tos procesos judiciales, teniendo en cuenta la 
cuantia de las pretensiones, el Interés o ,mpac:to patrimonial o fiscal de la demanda: 
el número de procesos simíla,es, ta reiteración de los fundamentos fácticos que dan 
origen al conflicto o de los aspectos juridte0s involucrados en el mtsmo; la materia u 
objetos propios del proceso y la traS<:endenda ,urldica deJ proceso por la creación o 
modifteaclón de un precedente jurisprudencia!. (Se subraya). 

Como puede apreciarse. la runción prevista para el consejo directivo de la ANDJE 
en el numeral 3, es concordante con la señalada en el ltteral e) del parágrafo del 
articulo 2 del DL. 4085, que lo facutta para determinar «otros intereses litigiosos de 
la Nación dentro de los lineamientos y prioridades señalados por el Gobierno 
Nacíonal». 

Como se sostuvo anteriormente, el Gobierno nacional podrla estimar que resulta 
prioritario atender tos intereses lrtigiosos de una entidad territorial, por ejemplo para 
proteger el patrimonio público, por lo que la función de defensa jurldica que cumple 
la ANDJE podría extenderse a tales entidades. Si asl fuere, se estarían 
materializando los pnnc:ipios constitucionales de coordinación, concurrencta 
subsidiaridad, y el de colaboración armónica 

En erecto, en virtud del principio de coordinación y «colaboración, las autoridades 
administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas 
funciones con el fin de lograr los fines y cometidos estatales. //En consecuencia, 
prestarán su colaboración a las demás entidades para facilitar el ejercicio de sus 
funciones y se abstendrán de impedir o estorbar su cumplimiento po( los órganos, 
dependencias. organismos y entidades titulares» (Ley 489 de 1998. articulo 6). 

En cuanto a los principios constitucionales de coordinación, concurrencia y 
subsidiaridad. estos han sido desarrollados de manera especial respecto del 
régimen jurídico aplicable a municipios y departamentos en las Leyes 1551 de 2012 
y 2200 de 2022, respectivamente. 

La Ley 1551 de 2012 •Por la cual se dictan normas para modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios», d ispone en el articulo 4 lo siguiente: 

Ar11culo 4. Pn'ndpios Redores del éjerck:k> de Je Competencia. 
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a) Cootdfnación. Las autoridades municipales. al momento de ejercer sus 
competencias y sus responsabilidades. deberán conciliar su actuaei6n con la de otras 
entidades estatales de diferentes niveles. 

b) Concurrencia. Los municiPtos y otras entidades estatales de drferentes nlvele.s 
tiellen competencias comunes sobre un mismo asunto, las cuales deben ejercer en 
aras de conseguir el fin para el cual surgieron las rnismas. 
Las competencias de los diferentes órganos de las entidades terr!tonaloo y del orden 
nacional no son excluyentes sino que COéxis1en y son dependientes entre si para 
alcanzar el fin estataL 

Las entidades competentes para el cumpllm,ento de la función o la prestación del 
setvlclo debe.ran realfzar convenios o usar cualqwera de las formas asocla1ivas 
previs!as en la ley orgánica de ordenamiento terntorial para evttar dupfieidades y 
hacer mas eficiente y económ!Ca ta actividad administrativa. Los municipsos de 
categoría especial y primeta podrán asumir la competencia si demuestran la 
capaCJdad institucional que- para el efecto defina la enbdad cot'respondiente. Las 
entidades nacionales podrén transferir las eompetencias regutatorlas, las de 
inspección y vigilancia a las entidades territoriales. 

e) Subsidfarledad. La Nación, las entidades territoriaJes y tos esquemas de i.ntegraaón 
territorial apoyaran en forma transrtorla y parcial a las entidades efe menor desarrollo 
eoon6mlco y social, en el ejercicio de sus competencias cuando se demuestre su 
imposibilidad de ejercer1as debidamente. 

Es claro que bajo la observancia de tales principios el consejo direcllvo de la ANDJE 
pueda disponer, en ejercicio de sus competencias previstas en el literal e) del 
parágrafo del artículo 2 del D.L 4085 de 2011, que esa Agencia atienda la defensa 
de los intereses litigiosos de un municipio y de sus organismos del sector central o 
entidades del sector descentralizado del orden municipal, en armenia con las 
autoridades que representen tales entidades. 

La Ley 2200 de 2022 «por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la 
organización y el funcionamiento de los departamentos•. también define fos 
mencionados pñncipios respecto de ras funciones de los departamentos' 7, por lo 

51 ARTÍCULO 3, PrinclptOs l.os departamentos se. regirán, entre ovos. por los sigu;entes principios: 
( ,¡ 
Coordinación Exige a los departamentos que &us actuaciones, se efectúen m<idiante una ordenación 
sistemáhca coherente, eficiente, armónica. técnica. concertada y condl>Oente. con las oom.peteoclas 
concurrentes de otras au1ortdades del nivel nacional, entidad-es ferñtonales de igual o menor nivel y 
los esquemas a$0CiativM territomles 
Concurrencia. Exi9fJ a los departamentos que. en tnaterias comunes sobre un mismo asunto o 
!lSUntos determinad0$ porra ConstituCí6n o la ley, converjan y parnapen en conJUntooon autoridades 
del nJ,..el nacional o temtorial. segun con-espond.a 
Subsldiariedad. Exjge a 1~ de-partamentos asumir o apoyar de manera transitoris y parcial, segun el 
caso. de mane,a idonea y eficaz. las competeneu:,s y funcior-es de distrito$ y municipios de su 
JunsdicciOn, cuanao DaJo entenas de indicadores obje!1vos carecen de capacidad ad1nin1strativa, 
lostltuciOQSI o presupves.1al pera ejerceflas adecuadamente. respeiando el pnnciplo de eutonomla 
en materias G\lya oompelencia sea exclusiva de dichos entes temtoriales. 
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que la aplicación de estos pellllite, igualmente, que el consejo directivo de la ANDJE 
disponga que en ejercicio de sus competencias puede atender la defensa de los 
intereses litigiosos de esas entidades territoriales y de sus organismos del sector 
central o entidades descentralizadas de ese nivel. 

la aplicación de los mencionados principios, materializarla también el de 
colaboración armónica (articulo 113 CP}, en los léllllinos de la Sentencia SU • 095 
de 2018 de la Corte Constitucional: 

( ... ) c011 el fin de garantizar et pnnciptO de colaboración armónica entre la nación y las 
entidades tem1oriales es esencial que la acción de 1-os diferentes órganos resulle 
complementaria y conducente al logro de los fines del Estado lo que implica que ésta 
debe estar enfocada a alcanzar objetivos comunes, complementarios. o que POf lo 
menos no tesulten incompatibles. 

A pesar de los ciaros mandatos constitucionales y legales descritos, en la 
información remitida por la ANDJE, asl como la disponible en su página web .. , no 
se aprecia que el Gobierno nacional hubiese hecho uso de esta facultad de 
priorización. la cual a juicm de la Sala permitirla una intervención o representación 
más expedita de la ANDJE en aquellos procesos en los que por su releva.ncia resulte 
acudir a la defensa jurldica de una entidad del orden terrílorial. 

Por otra parte, en lo que respecta a las funciones de los numerales4 y 13delartlculo 
10 del D.L. 4085 de 2011 , la Sala encuentra dos actos administrativos que, en 
principio, desarrollarían tales competencias. 

El primero de ellos corresponde al <Acuerdo 01» del 9 de septiembre de 201959
, 

emanado del Consejo Directivo de la ANDJE «por medio del cual se precisan los 
criterios para determinar los casos en los cuales la Agencia interviene en las 
controversias contra entidades públicas, asl como los criterios conforme a los cuales 
la Agencia participará con voz y voto ante los comités de conciliación de las 
entidades y se derogan los Acuerdos 01 de 2013 y 03 de 2017». 

Se sustenta en las «facultades legales, en especial las establecidas en el parágrafo 
2 del numeral 3 del articulo 6 y los numerales 4 y 13 del articulo 1 O del Decreto Ley 
4085 de 201 1 ». normas que ya han sido citadas en este concepto. 

En sus considerandos menciona, en primer lugar, las normas de creación, 
naturaleza jurldica y objetivos de la ANOJE. Luego refiere al articulo 2 del D.L. 4085 
de 2011, que alude a los «intereses litigiosos de la Nación» y al parágrafo 1 del 
«articulo 6» del D.l. 4085, sobre los criterios para determinar la intervención 

w Consultada el 29 dé marzo de 2023. 
J• Dlsponible en hltps /lwww ,de{~o,aiundica.gov.co.in«maWidad(normas.. 
truema:stacue(d95 2019/Lis!:SIAcuefdos 2019/AttachmenWl/acuefdQ Q] 0~ septiembre 20]91 

es:f.! COnsuttado 19 de abríl de 2023 
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obligatoria de la ANDJE en 1-0s proceso judiciales. T ranscríbe a continuación el 
numeral 13 del articulo 10 de ese decreto. 

Posteriormente, alude al «literal (i) del numeral 3 del articulo 6» del D.L. 4085 de 
2011 , y sostiene que este «dispuso• que la ANDJE tiene como función «asumir 
discrecís,n@lmente, en calidad de demandante. interviniente, apoderado o agente y 
en cualquier otra condición que prevea la ley, la defensa jurídica de las entidades y 
organismos de la Administración Pública del orden n@c10nal y actuar como 
interviniente en aquellos procesos judiciales de cualquier tipo en los cuales estén 
involuc,ado-s los intereses de ta Nación, de acuerdo con la relevancia y los 
siguientes criterios: la cuantía de las pretensiones, el interés o impacto patrimonial 
o fiscal de la demanda; el numero de procesos similares; la reiteración de los 
fundamentos fácUcos que dan origen al conflicto o de los aspectos Jufídicos 
Involucrados en el mismo; la materia u objetos propios del proceso y la 
trascendencia jurldica del proceso por la creación o mod~icación de un precedente 
jurisprudencia!». (Se subraya). 

Llama ta atención la Sala que el «Acuerdo 01 » de 2019 agrega las locuciones 
«asumir discrecionalmente» y «del orden nacional», tas cuales no corresponden al 
el texto legal cttado, circunstancia que se repite en su parte d,spositiva, en el articulo 
1, a saber: 

Articuk> 1 Crrterios para dete<rninar los casos en k>s cuales la Agencia mterviene en 
tas controversias contra entidades públicas. 

La Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado 8$1.Jmitá discrecionalmente. en 
calidad de demandante, Interviniente, apoderado o agente y en cualquie, otra 
condición que prevea ta Jey, la defensa 1urídica de las entidades y organismos de la 
Administración Pública del orden nacional, y actuar oomo interviniente en aquellos 
procesos judiciales de cualquier tipo en los cuales estén Involucrados los Intereses de 
la Nacf6n, de acuerdo con la relevancia y los siguientes criterios: ta cuantia de las 
pretensiones. el interés o impacto patrimonial o fiscal de la demanda; el numero de 
procesos similares; 1a reileración de tos fundamentos fácticos que dan oogen al 
confli.cto o (Se los aspectos juridioos involucrados en el mismo: la materia u objetos 
propios del proceso y la trascendencia juridica del proceso por la creación o 
modificación de un precedente jurisprudencia!. 

En aquellos casos en que no resulte pcocedente lo representación judicial o la 
intervención, la Agenda Nacional de Defensa Jurídica del Estado formulará 
recomendaciones a las entidades &woluctadas para una defensa JudK:ial asertiva y 
eficiente, si a ello hubiere lugar. 

Parágrafo, La participación de la Agenaa en los procesos judiciales de una entidad. 
a cualqujer titulo. no exime del deber de la misma de atender y velar por la defer,s.a 
de sus intereses litigiosos ni representa eornpromiso sobre los resultados del mismo 
(Mayúsculas suplidas. Resalta la Sala). 
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Al respecto, la Sala estima que las mencionadas inclusiones generan discrepancias 
entre ese acto administrativo y la ley, que deben ser resueltas a favor del texto legal, 
por elementales razones de jerarqula normativa. En este sentido, reitera la Sala que 
de conformidad con el subnumeral (i) del numeral 3 del articulo 6 del D,L. 4085 de 
2011 , la ANDJE puede asumir «en calidad de demandante, Interviniente, apoderado 
o agente y en cualquier otra condición que prevea la ley» respecto de las entidades 
y organismos de la Admínistreción Públíca, locución que comprende a todos los 
organismos y entidades en el nivel nacional o territorial -segün el alcance dilucidado 
en el acáplte pertinente de ese concepto- (articulo 39 de la Ley 489 de 1998), 

Es claro que se trata de una intervención facultativa, en cada una de las calidades 
procesales que alll se disponen, puesto que la intervención obligatoria de la ANDJE 
en los procesos judiciales está sometida a unos criterios descritos por ese Decreto, 
que deben ser «precisados• por la Agencia. 

Al revisar este último aspecto en el •Acuerdo 01 • se observa que la motivación 
como en su parte dispositiva, existen disCfepancias frente a las normas legales que 
se invocan para su expedición, pues el parágrafo 2 del numeral 3 del articulo 6 del 
D.L. 4085 establece que la ANDJE «precisará los criterios para determinar los casos 
en los cuales deberé intervenir de manera obligatoria en los procesos judiciales•, 
pero el «Acuerdo» no fija tales criterios según el mandato legal, sino que los defiere 
a un grupo de trabajo que seleccionar~ los procesos en los que intervendrá la 
ANDJE, previa solic~ucl que realicen algunos servidores públicos, según se aprecia 
a continuación: 

Articulo 3 Solicitudes de intervención, Podrán solicitar la Intervención en cualquiera 
de las modahdades establ~idas en el Decreto ley 4085 de 2011 y en la Ley 1564 de 
2012 y asístencla a los comités de. conciliación, los ministros, drrectores de 
departamento administrativo, superintendentes, presidentes o directores de agencia 
y gerentes de entidades descentralizadas o direetote& de unidades administrativas 
especiales o de s«ledades de economía mixta. directamente o a través de sus 
secretarios generales o jefes de oficina jurldica. 

Al1icu1o 4 Grupo se setecclón. E.n virtud de la facult~ consagrada en el numeral 16 
del artículo 11 del Decreto 4085 de 2011. el Director General de la Agencia creará u11 
gripo de trabajo encargado de recomendar la selección de procesos en los que 
intervendrá la entidad, asl como tos comités de conciliación en los que participará. 
{MayúSéutas suplidas). 

Como puede observarse el «Acuerdo 01» de 2019, omite precisar los criterios que 
con base en el D.L. 4065 deberian llevar a la intervención obligatoria en los proceso 
judiciales, pves lo único que regula es la presentación de una solicitud por los 
servidores públkos allí señalados, petición que será evaluada por un «grupo de 
trabajo• . 
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Se llega asi a la Resolución 304 del 27 de abríl de 2022 «por la cual se reorgani.ta 
y se modifica la denominación del Grupo Interno de trabaj o 'Instancia de Selección' 
y se deroga la Resolución 507 de 2019"'». 

Además de las normas legales sobre funciones del Director de la ANDJE y las que 
permiten la creación de grupos de trabajo en los organismos y entidades del Estado, 
en las facultades para la expedición de ese acto administrativo se cita el articulo 4 
del «Acuerdo Oh de 2019, transcrito en precedencia, 

En este contexto, en los considerandos se afirma «Que, mediante Acuerdo 01 de 
2019, el Consejo Directivo de la Agencia Nacional de Defensa ¡uridica del Esta.do 
precisó los criterios para determinar los casos en los cuales la entidad intetvendrá 
en las controversias contra entidades públicas, así como los criterios conforma a los 
cuales la Agencia participará con voy y voto ante los comités de conciliación de las 
entidades», 

Como puede advertirse de la lectura del considerando transcrito, existe una 
disconformidad con la realidad, pues según se ha establecido el •Acuerdo 01 • no 
precisó los criterios de intervención ot>ligatoría de la ANDJE como lo exige el D.L, 
4085 de 2011. 

De esta manera, es el grupo interno de trabajo denominado «instancia de revisión 
y unificación de criterios IRUC». quien de conformidad con las funciones descritas 
en el articulo 2 de la Resolución 304 de 2022 Hja los criterios de intervención de la 
ANDJE. tal como se aprecia textualmente: 

Artículo 2. Et Gtupo Instancia de revisión y unificación de Cr'rtétlos IRUC. en adelante 
IRUC. tendrá como funciones principales: 

1) F1jé'r, &demás dé los criterios señalados en el Decr'e-to 4085 de 2011 
recogidos también en el Acuerdo 01 de 2019 del Consejo Directivo1 otros critenos qua 
puedan definir una posible intervención y/o asesoria de la Agencia por medio de sus 
Direcciones de Defensa Juridlca Nacional y de Asesorla L~al 

Como puede advertirse, a pesar de que es función del consejo directivo de la 
ANOJE «precisar los criterios para determinar los casos en los cuales la Agencia 
debe intervenir de manera obligatoria en los procesos judiciales» (parágrafo 2. 
numeral 3, articulo 6, D.L. 4085 de 2011 ), ello no ocurrió, sino que se defirió a una 
Instancia interna de la ANDJE tal definición, to que genera una inconsistenc,a entre 
el acto administrativo y las normas legales en las que debe fundal$8. 

!O En su momento oon la Resolución 507 se conformó 11:e-l Grupo lnte-tno de tr.Jbajo denominado 
Instancia de Seleoción• y derogó tas •'Resotuciones 538 de 201 7 y 333 de 2018» 



. 
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Por lo anterior, la Sala recomendará a la ANDJE en el acáptte correspondiente 
concilia:r sus disposiciones internas con las normas legales en las que debe fundar 
su actuacíón. 

Para culminar este acápite. recuerda la Sala que en virtud del paragrafo 1 del 
numeral 3 del articulo 6 del D.L. 4085, la ANDJE puede cumplir la funcí6n de 
representación judicial de la ANDJE en favor de entidades territoriales. previa 
«suscñpción de convenios interadministratlvos y el correspondiente otorgamiento 
de poder». 

El •Acuerdo 01 » de 2019 alude a la materia en el articulo 7 ibídem, y para el efecto 
reitera lo dispuesto en el citado parágrafo 1, pero agrega que previo a la suscripción 
del convenio y el poder. la ANDJE estableoerá «las condiciones mínimas que 
regirán dichos acuerdos. Igualmente, asistirá a sus comités de conciliación con voz 
pero sin voto, previo convenio de asesoría para tal fin». 

Estima la Sala que al tratarse de acuerdos de voluntades como son los convenios y 
el mandato que da ongen al poder, la ANDJE puede establecer unas condiciones 
mínimas, que aceptadas por la entidad territorfal, permitirá perfeccionar lates 
manifestaciones de voluntad, en conoordanoia con los principios de colaboración 
armónica, ooordinación. concurrencia y subsidiaridad en los términos explicados en 
este concepto. 

De esta manera resulta razonable la exigencia de que la información sobre los 
asuntos bajo su conoomiento esté •actualizada, completa y cierta en el Sistema 
ú nico de Información Litigiosa de la Nación», según se desprende del articulo 8 del 
«Acuerdo 01» de 2019. 

Por su parte, en la Resolución 304 de 2022, una de las funciones asignadas al IRUC 
es «analizar las solicitudes presentadas por las entidades territoriales, en las que 
se requieran que la Agencia ejerza representación judicial o asista a comités de 
conciliación». 

Bajo el anterior contexto, pareciera que el único criterio objetivamente fijado por la 
ANDJE, para la representaClón ¡udicial de las entidades territoriales, es que la 
información reportada al Sistema único de lntormací6n Lil igiosa de la Nación esté 
actualizada, completa y sea cierta. pues de las normas citadas no se desprende otra 
exigencia. 

Como lo ha dicho la Sala en este concepto. y se reiterará más adelante, la 
interpretación conforme a ta constitución de los principios de colaboración armónica, 
los de la función administratiVa, el de buena administración, asl como los de 
coordinación, concurrencia y subsid1aridad, deben disuadir a los órganos. 
organismos y entidades del Estado para acudir a litigios judiciales y, más bien lograr 
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una solución amistosa y extrajudicial de sus controversias. por lo que tates 
procesos. por regla general. no deberian existir. 

3.4.4. Conclusiones sobre el punto 3 

a. La interpretación sistemática de los artículos 1, 2 y 3 del 0.L. 4085 de 
2011, permite sostener que la noción de defensa del «interés litigioso 
de la Nación», no es un concepto estático sino dinámico cuyo efecto 
útil es identificar los procesos en que puede intervenir la ANOJE para 
su defensa jurídica de acuerdo con la relevancia de estos para el 
Estado colombiano. 

b. La interpretación armónica de la noción «interés htigioso de la Nación• 
permite comprender que no se alude en rigor a su condición de 
pe,sona jurídica, sino que en determinados procesos la defensa 
jurídica del interés l~igloso a cargo de la ANDJE está radicado en el 
Estado, otras veces el acto que debe defender ha sido expedido por 
alguna de las ramas del poder público o de órganos autónomos e 
independientes en cumplimiento de su función estatal, o incluso dicho 
Interés litigioso puede corresponder a las entidades te~ onales o a su 
órganos pertenecientes al sector central o a entidades 
descentralizadas de ese nivel en los términos que han sido expuestos. 

c. Las funciones de la ANDJE, para la defensa jurldica del Estado en 
procesos judiciales o administrativos están sometidas a criterios de 
priorizaoión, así como al señalamiento de criterios que pueden dar 
lugar a su intervención obligatoria . En cuanto a los primeros. es 
competencia del Gobierno nacional; respecto de los segundos, 
corresponde al consejo dir~tivo de la ANOJE. Así las cosas, es claro 
que por regla general la intervención de la Agencia es facultativa, salvo 
que en aplicación de los criterios fijados por la ley se precise su 
intervención obligatoria. 

d. El Gobierno nacional no ha ejercido la facultad prevista en el literal e) 
del parágrafo del artículo 2 del O.L. 4085 de 201 1, consistente en 
«señalar los lineamientos y prioridades• que le permttan al consejo 
directivo de la ANDJE determinar otros «intereses litigiosos de la 
Nación• cuya defensa jurídica pueda estar a cargo de la ANDJE 

e. El consejo directrvo de la ANDJE no ha precisado los C<iterios para 
determinar los casos en los cuales la Agencia debe intervenir de 
manera obligatoria en los procesos judiciales, tal como lo d1spooen el 
parágrafo 2, del numeral 3 del articulo 6 y el numeral 13 del articulo 
1 O del O.l . 4085 de 2011. 
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f. Bajo el pnnc,p,o de jerarquía normativa, que impone aplicar de 
preferencia lo previsto en el D.L. 4085, las disposiciones del «Acuerdo 
01• del 2019 expedido por el consejo directivo de la ANDJE deben 
armonizarse con las precitadas disposiciones legales. 

g. En atención a las conclusiones anteóores. la Sala formulara algunas 
recomendaciones en el acapite correspondiente. 

Las funciones generales de intervención y representación de la ANDJE, expuestas 
en precedencia, fueron objeto de complementación con la Ley 1564 de 2012, según 
se analizara a continuación, 

4. Funciones de intervención y representación judicial de la ANOJE, en 
partlcular respecto de los • intereses patrimoniales del Estado» 

La Ley 1564 de 2012, «Por medio de la cual se expide el Código General del 
Proceso y se dictan otras disposic,ones»61, estableció en articulo 61 O perteneciente 
al Libro Quinto «Cuestiones varias», título 11 «DisposJclones relativas a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurldica del Estado», lo siguiente: 

Articufo 610, Intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, En 
los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción, la Agencia Nacional de 
Defensa Jurldica del Estado, podrá actuar en cualquier estado del proceso. en los 
siguientes eventos: 

1. Como interviniente, en los asuntos donde sea parte una entidad pública o donde 
se considere necesario defender los intereses patrimoniale$ del Estado. 

2. Como apoderada judiaal de entidades públicas, facultada. Incluso. pata d&mandar. 

Parágr.afo 1•. Cuando ta Agencia Nacional de Defensa Jurldica del Estado actúe como 
interviniente, tendtá las mismas facultades atribuidas legatmente a Ja entidad o 
entidade-s pUblicas vinculadas como parte en el respectivo proceso y en especial, las 
siguientes: 

a) Proponer excepciones previas y de ménto. coadyuvar 1.1 opon~use a la demanda 

b) Aportar y solicitar la práctica de prueb-a:S e Intervenir en su Pfáctica. 

e) lntetponer recursos ordmarios y extraordinarios, 

d) Recurñr tas providencias que aprueben acuerdos conclllatonos o que terminen el 
proceso por cualquier causa. 

81 PubGcado en el O.ario Oficial 48.-489 de ruho 12 de 2012 
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e} Solicitar fa práctica de medida!. cautelares o solicitar el levantamlento da las 
mismas. sin nece,sldad de prestar caución 

f) Llamar en garantia, 

Pal'ag.rafo 2•. Cuando la Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado obre como 
apoderada judicial de Ufl9 enttdad pUbbca, esta le otorgará poder a aquella 

La actuación de la Agencia Nacaonal de Oefens.a Jurld.ca del Estado. en todos tos 
eventos. se ejercerá a través del abogado o abogados que designe bajo las reglas 
del otofgamlento de PQdems. 

Parágrafo 3• La Agencia Nacional de Defensa Jurldica del Estado podrá interponer 
acciones de Mela en representaC16n de las enudades públicas. 

Asi mismo, en toda tutela. la Agencia Nac,onat de Defensa Juridica def Estado podrá 
solicitarle a ta Corte Constitudonal la revisión de que nta et artículo 33 del Decreto 
2591 do 1991. 

De conformidad con el numeral 1 del articulo 627 del Código General del Proceso 
(CGP), el artículo transcrito entró en vigencia a partir del 12 de julio de 2012, fecha 
en la que se surtió su promulgación en el Diario Oficial. 

Del texto del articulo 61 O del CGP, pueden establecerse los siguientes aspectos: 

i) El ámbito de actuación de la ANDJE corresponde a los procesos que se 
adelantan ante cualquier jurisdicción. 

El CGP solo alude a los procesos judiciales. por lo que las dísposiciones 
del D.L. 4085 de 2011 que permiten a la ANDJE participar en actuaciones 
administrativas. no sufren ninguna modificación. 

ii) La intervención de la ANDJE pueden surtirse en cualquier etapa del 
proceso judicial . 

lil) la ANDJE tendrá la calidad de interviniente, en los asuntos donde sea 
parte una entidad pública o donde se considere necesario defender los 
intereses patrimoniales del Estado. 

Es importante indicar, que el artículo 610 utiliza el verbo «podré•, lo que 
significa que su inlervención es facultativa, por lo que la ANDJE no está 
obligada a participar en todos los procesos en que une entidad pública 
sea parte. Este aspecto resulta ooincidente con las conclusiones a las que 
arribó la Sala el punto anterior. 

Esa intervención facultativa, en el caso de la defensa de los • intereses 
patrim<>niales del Estado», debe ir acompañada de la valoración de que 
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su intervención sea «necesaria». Estima la Sala que los criterios de 
priorización previstos en el numeral 3 del articulo 6 del 0.L. 4085 tales 
como la «cuantía de las pretensiones, el interés o impacto patrimonial o 
fiscal de la demanda; el numero de procesos similares», resultarán 
relevantes en la decisión de la ANOJE de intervenir en los procesos 
judiciales correspondientes. 

iv) Por tratarse de una intervención facultativa, la ANDJE no tiene la función 
de reemplazar a las «entidades públicas• en sus deberes 
responsabilidades o cargas procesales como parte demandada o 
demandante. pues estas son las llamadas a comparecer a los procesos 
que se adelanten ante cualquier jurisdicción, tal como lo establecen las 
normas procesales (CGP y CPACA, entre otras). 

No sobra recordar que las normas presupuestales establecen que cada 
órgano que conforma el Presupuesto General de la Nación es 
responsable de defender los «intereses del Estado», así como de realizar 
las actuaciones necesarias en los procesos y cumplir las decisiones 
judiciales6'?. 

v) Cuando en el ámbito de sus funciones la ANDJE decida utilizar su facultad 
de intervención, debera observar los principios constitucionales de 
colaboración armónica, coordínación, concurrencia y subsidiañdad, los 
cuales son vinculantes en Jos ténninos explicados en este concepto 

<f.! Deaeto 111 de 1996 «por el cual se compilan la Ley 38 de 1989 la l ey 179 de 1994 y ,~ ley 225 
de 1995 que conforman el Esta!uto Orgánico del Presupuesto,., dispone lo siguiente: 

Attlcu!o 45 Los ciéditos judicia!ménle reconocidoi, los taudos amitrales y las oonciliac1ones se 
presupue$tarén en cada soocl!)Q pfe!UIPU§stal a la que oorresponda. el negocio raspecuvo y con 
cargo a sus apropiaciones se pagaran tas Obhgac1ones qve se denver') de éstos 

Será réSponsabl!fgag ge cada órgano defender tos Intereses del Es1ado, debiendo re.alear todas las 
a.ctuaciones necesat1as &n los procesos y cumplir las declslones judiciales, pata lo cual el Jefe de 
cada organo to'"8rá les medidas conducentes. 

En caso de negl!geocia de algún seMdor p(lb!ico en ta de;fensa de estos intere.5es y en el 
cumpllmlento de estas actuaciones. el juez que le correspOtldlO tallaJ el groceso conlta el Estado. de 
oficio, o cuáiquiet ciudadano, deberé hacerlo conocer-del órgano respéctivo para que se im:ien las 
Investigaciones admmistrativas. fiscales ylo penales del caso 

Además. IOS-servidores pUbUcos tMponderán patnmomalmente por los intereses y demas peljuicíos 
que se causen para el Tesoro PUbfioo como consecvencia: del incumplirruento. tmpu«ables a elkls 
en ol pago de es.tas obllgacionés. 

Notificado el acto edm1niStta11vo que «dena el pago de r.as obligaciones de que trata este anfcu!Q y 
encont,andoSé el dinero a disposición del benef,clar10 o apoderado. seg Un el caso. r.o se causaran 
1mereses Si ,~nscunidos 20 dias el interesado no efectuó el cobro, In sumas apagar se depositarán 
en la cuenta dePoslios judiciales a ó1deoM del respecdvo juez o él ltibunal y a ravor de él o iOS 
beneficianos (Ley 179 de 1994. art, 65), (Re-salla la Sala, paréntesis textual). 



Radicación Interna: 2494 P6glna 72 de 105 

En todo caso, no puede pasarse por alto que el parágrafo 2 det articulo 6 
del O.L. 4085 de 2011 , dispone que la ANDJE «precisará los criterios para 
detenninar los casos en los cuales deberá intervenir de manera 
obligatoria en los procesos judiciales». 

vi) También podrá fungir como apoderada judicial de entidades públicas, 
facultada, incluso, para demandar. Para el efecto estas le otorgarán poder 
a aquella. En estos casos, la representación se ejercerá a través del 
abogado o abogados que designe la ANDJE ba¡o las reglas del 
otorgamiento de poderes. 

La posibilidad general de fungir como apoderada de entidades públicas, 
sin distinción. es concordante con lo dispuesto en el parágrafo 1 del 
articulo 6 del 0.L. 4085, en sentido de que cuando «a ello hubiere lugar, 
ta Agencia podrá ejercer la representación judicial de las entidades 
territoriales mediante la suscripción de convenios interadministrativos y el 
correspondiente otorgamiento de poder>. 

vil) La ANDJE podrá interponer acciones de tutela en representactón de las 
entidades públicas. 

Expuestas las anteriores consideraciones sobre el alcance del artículo 610 del CGP, 
es preciso indicar que en el proyecto de ley que llevó a la expedición del CGP. no 
aparecen crltenos que permttan dilucidar qué se entiende por «entidad pública» ni 
por «intereses patrimoniales del Estado». 

Ello por la simple pero poderosa razón de que el proyecto de ley número 196 de 
2011, «Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan 
otras disposiciones». con su correspondiente exposición de motivos, se presentó 
ante la Secretarla General de la Cámara de Representantes del Congreso de la 
República el 29 de marzo de 2011. 

Como se recordará, la ANDJE fue creada mediante la Ley 1444 del 4 de mayo de 
201163 (parágrafo, articulo 5). es decir, más de 1 mes después de haberse 
presentado el proyecto de ley citado. Por tanto, en la Gaceta del Congrego No. 119 
del 29 de marzo de 2011 , no se incluyó ningún articulo que regulara lo relativo a la 
intervención de la ANDJE, 

Por tanto, puede sostenerae q.ue no fue la intención del Legislador derogar o 
modificar las disposiet0nes de la citada ley o del Decreto 4085 de 2011, sino que 
más bien se trata de disposiciones complementarias. Bajo este contexto 

D 'Por medo de la cual se escinden uno,; M1ncsterlos.. se 01organ preCIIS.1$ ~tAde$ extraordi{larias al 
Prosiden-1e de 18 RepCd>llca para mod1f1CcV la estructura cJe 18 A(lininlstracl6n Pública y ta pl'1nta d,e. peraonal de 
la Flscalla General de i., Naic:iOn y se didan otra& dlspo&icionc~ 
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corresponderá a la Sala realizar la hermenéutica correspondiente sobre los aludidos 
vocablos. 

4.1. Intervención judicial de la ANDJE en cuando una entidad pública sea 
parte 

En cuanto a lo primero, en el texto de la norma transcrita el vocablo entidad pública 
aparece de manera genérica como cualquier estructura estatal tanto del sector 
central como del descentralizado en el orden nacional, departamental, distrital o 
municípal. y en general, como de todo órgano, organismo o entidad que cumpla las 
funciones estatales, en la forma como ha sido ex:plicado en este concepto. 

En el contexto de la norma, no se advierte la pretensión de establecer ninguna 
limttación a la intervención de la ANDJE en los procesos judiciales, ni se trata de la 
asignación o distribución de competencías entre la Nación y las entidades 
territoriales. que permita llegar a una conclusión drferente sobre la manera general 
como se usa la locución entidad pública. 

Además en un Estado unitario como el colombiano. la Constitución Polltica es una 
sola y vincula a todos los habftantes del territorio nacional, el órgano competente 
para la expedición de la ley es uno solo, el Congreso de la República, y esta tiene 
por regla general alcance nacional, la potestad reglamentaria general está radicada 
en el presidente de 1a RepUblica, en consecuencia se está en presencia de un orden 
jurídico unitario, lo que explica que las competencias normativas asignadas a las 
entidades territoriales se sujeten a la Constitución y la Ley. 

Se sigue de lo anterior que el derecho aplicable en los proceso judiciales a las 
entidades públicas -del orden nacional o territorial-. tendrá ese carácter unitano, por 
lo que la naturaleza de la Ley 1564, Código General del Proceso, no permite 
establecer, en principio. diferencias o excepciones cuando am se alude a entidad 
públíca. 

Asi las cosas, en los términos del CGP la función de intervención de la ANDJE en 
los procesos judiciales que se adelantan en Colombia ante cualquier jurisdicción en 
los que una entidad pública sea parte, es más amplia que las competencias de 
intervención que al respecto le otorgó el O.L. 4085 de 2011, pues no estarla 
delimitada a la defensa de los «intereses litigiosos de la Nación• con las dificultades 
interpretativas que fueron puestas de presente en puntos anteriores de este 
dictamen, Bajo este criterio, podria intervenir en los procesos en los que sea parte 
una entidad territorial. 

Ahora, al Indicar de manera general que puede intervenir «en los asuntos donde 
sea parte una entidad pública», es preciso recordar que en el caso de ta Juñsdicción 
de lo Contencioso Administrativo (JCA) el CPACA, como norma especial, establece 
los asuntos o controversias que son de conocimiento de esa jurisdicción y dispone 
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que entidad pública «para los solos efectos• de ese Código es «todo órgano, 
organismo o entidad estatal, con independencia de su denominación: las 
sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o superior 
al 50% de su capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o supenor 
al 50%• (parágrafo del articulo 104, ibídem) 

De lo anterior se sigue que la intervención de la ANDJE en los procesos que se 
adelantan ante la JCA, solo se predica respecto de las entidades públicas definidas 
como tales por la norma citada. 

Con la salvedad anterior, entiende la $ala que las funciones de intervención de la 
ANDJE en los términos del articulo 610 del CGP, y en relación con el •ejercicio de 
la representación» señalados en el D.L. 4085 de 2011 se complementan, pues las 
particularidades previstas en este decreto que no resuttan incompatibles con el 
CGP, como es el caso de la defensa del Estado colombiano ante tribunales o cortes 
internacionales. 

4.2. Intervención ¡,ara defender los «intereses patrimoniales del Estado• 

El D.L 4085 de 2011. que estableció la naturaleza. estructura orgánica. objetivos y 
funciones de la ANDJE entró en vigencia el 1 de noviembre de ese ano. Allí se 
aprecia en los considerandos «Que se hace necesaño velar de mejor manera por 
los intereses patrimoniales de la Nación, a través de una debida actividad de 
defensa judicial de los mismos» 

Se reitera en este sentido el articulo 3 ib/dem. que dispone lo siguiente: 

ARTÍCULO 3º. Alcance de la Defensa JuridtCa del Estado. Para efectos del presente 
decreto. entiéndase la defensa juridtca de la Nación como el oonjunto de las 
actuaciones dirigidas a la garantía de los derechos de la Nación y del Estado y de los 
pfincipios y postulados fundamentales que los sus1entan, y a la pf0tecei6n efectiva 
del patrimonio público. 

En concordancia con lo anterior recuerda la Sala que el articulo 6 ibídem. en relación 
con el ejeteicio de la representación que ejerce la ANOJE. dispone que puede 
ejercer la defensa jurfdfca en procesos judiciales de cualquier tipo ~en los cuales 
estén involucrados los intereses de la Nación, de acuerdo con la relevancia y los 
siguientes criterios: la «cuantía de las pretensiones, el interés o impacto pattimonial 
o fiscal de la demanda; el número de procesos similares». 

De las tres menciones realizadas que Involucran el vocablo «patrimonio»6'. el 
vinculado a la defensa jurídica para la «protección efectiva del patrimonio público• 

~ Bajo la cons1deraciOn que • pat:rimoniah~ sigt1lfica • perteneciente o re~tlvo a patñmonlo:o 
Disponible: ht1ps /fdle.rae.es/ 
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oonslltuye un bien jurídico constitucionalmente protegido, pues el articulo 88 CP lo 
establece como un derecho e interés colectivo, cuyo mecanismo de protección rue 
desarrollado por la Ley 472 de 1998. 

Si bien no existe definición constitucional de «patrimonio del Estado», es pertinente 
acudir a algunos criterios senalados en la Carta Política sobre el particular. En la 
Sentencia C - 064 de 2003. la Corte Constitucional sostuvo: 

«No es posible asirmlar o confundir el concepto de patrimonio pñvado con el de 
patrimonio del Estado, puesto que éste involucra rormas de propiedad como los 
bienes de uso púbtioo (C Poi.. art_ 63), el p,,1nmonio ecológico. el genétooo (C. Poi .. 
arts 8'. 79 y 80), el patrimonio cultural, el arqueológico (C. Poi .. atts 63 y 72) que no 
se asemejan a las formas de propiedad privada, ptécisamente porque tienen 
características diver$as y persiguen fines d1stintos y se encuentran bajo la especial 
protección del Estado. Por tal razón, el concepto de patrimomo del Es1ado es propio 
del Derecho Público. lo que 16glcamente se desprende del tipo de relación que surge 
sobre esos bienes, que no. es igual aJ que tienen los particulares sobre la propiedad 
pnvada» 

En esa oportunidad la Corte declaró exequible el parágrafo del articulo 38 de la Ley 
734 -Código Disciplinario Único-. que era del siguiente tenor 

Articulo 38. Otras ínhabilid3des. También constituyen lnhabilldades para desempeñar 
cargos públicos. a partir de la ejecutoña del fallo tas siguientes. 

Parágrafo 2º. Para los fines previstos en el inciso final del articulo 122 de la 
Constitución PollticaH a que se ,efiere el nume-raJ 1 de es1e articulo, se entenderá por 
delitos que afecten el p,auimon.o del Estado aquellos que produzcan de manera 
directa te~ón del patrimoniO público. representada en el menoscabo, disminución, 
pel)uk:ro, detrimento, pérdida. uso indebido o deterioro de los bienes o recursos 
públicos, produada por una conducta dolosa, cometida por un servido, público. 

Para estos efectos la sentencia condenatoria deberé especiflcar si la conducta objeto 
de la misma constituye un delito que afecte el patrimonio del Estado. (Pie de página 
fuera de texto. Se resalta). 

Posteriormente, en la Sentencia C - 652 de 2003. al resolver otra demanda contra 
la expresión «.dolosa» del citado articulo, y dectdir «estarse a lo resuelto» en ta 
Sentencia C - 064 de 2003. agregó: 

[e]l leglsladot vino a delimitar el 8lcance del término *patrimonio del Estado" mediarl1e 
la expedición de la Ley 734 de 2002 ( ... ) Éste. en su articulo 38. señala lo que debe 
entenderse 'por patnmonio del Estado' pata &fectos de la aplicación de la inhabihdad 
constitucional det inciso finaJ del articulo 122 supenor// La norma citada fue deelarada 
exequlble por la Corte COftSbtucional en la Sentencia C-064 de 2003 ratón por la cual 

15 «el servidor pObUco qi,,e sea oondenado por d,et!l;os cootra ~I patrimonio det Estado, quedará 
lnhab!litado para el desempeno <le funciones pUbliCllS• 
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debe entenderse que, de conformidad con la legislación vigente, la correcta 
interpretación del mciso flnat del artículo 122 de la Constitución ha de con1ar con lo 
dispuesto en el a~lculo 38 de la Ley 734 de 2003. 

Como puede verse, el vocablo «patrimonio del Estado», como noción d'e derecho 
publico se asimila. en la práctica. al concepto de •patrimonio publico•. cuya defensa 
es una de tas funciones a cargo de la ANDJE. según lo dispuesto en el artículo 3 de 
del D.L 4085 de 2011, en concordancia con el 6. numeral 3, ibídem. 

La noción de patrimonio público ha sido construida en múltiples decisiones por el 
Consejo de Estado. No obstante en aras de la brevedad ta Sala acoge los criterios 
de unificación jurisprudencia! contenidos en la sentencia Sala décima especial de 
decisión del 1 de febrero de 2022, con radicación 73001-33-31-006-2008-00027-01, 
en la que resolvió lo siguiente: 

CUARTO· Se unifica ta jurisprudeocfa respecto al concepto de patrimonio público y 
se reitera el alcance del derecho cotectivo a su defensa, en los siguientes términos: 
El patrimonio público es el conjunto de los bienes y recursos, cualquiera que sea su 
naturaleza, que son propiedad del Estado y que le sirven para el cumplimiento de sus 
cometidos. conforme a la legis!aclón positiva. En ellos se incluyen, además del 
territorio. los btepes de uso público y los fiscales. los inmateriales y los derechos e 
mteceses que no son susceptibles de ap,eciación pecuniaria cuyo titular es toda ta 
población, los valores tanglbles e intangibles o no fácilmente ,dent.ificab!es, tales como 
el patrimonio cultural do& la Nación, el pa1rimonlo arqueológtCO, los bienes que 
conforman la lde(ltidad nacional y el medio ambiente. 

La garantia co5ectiva a la defensa del patrimonio público propugna por la proteooón 
del pattlmonio estatal, en orden a resguardar la totalldad de bienes. dereehos y 
obligaciones públicas y procur~ porque su admínistración sea eficiente, proba y 
transparente. de acuerdo a la legislación vigente y con et cuidado y diligencia propios 
de un buen servkfor, de modo que se evite ctJaJquier deuimento. 

QUINTO: Se advierte a la comuntdad en general que las consideraciones expuestas 
en esta providencla en relación con et tema objeto de unificación. constituyen 
precedente y tendrán aplicación en las decisiones judiciaJes que se profie,an a partir 
de la fecha 

Considera la Sala que la noción de «patrimonio público• es más amplia y general 
que la de •·patrimonio del Estado•, en la medida en que la primera puede 
comprender, también, bienes de propiedad privada, individual o colectiva, en los 
que exista un determinado interés público o comun, como aquellos que formen parte 
del patrimonio cultural de la Nación (artículo 72 de la Constitución Polllica), las 
tierras de resguardo y las tierras comunales de grupos étnicos (artículo 63 ibídem), 
los que integran el «espacio público» (articulo 5 de la Ley 9 de 1989, adicionado por 
el articulo 138 de la Ley 388 de 1997). o los recursos de la seguridad social. 
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En consecuencia. los fundamentos constitucionaJes y precedentes juñsprudenciates 
expuestos son los que deben guiar la adecuada Intervención de la ANDJE con el 
propósito de defender los «intereses patrimoniales del Estado•. prevista en el 
articulo 610 del CGP, inteivención que también puede darse para defender los 
intereses patrimoniales de las entidades territoriales, pues estos por definición están 
Incluidos dentro de la noción de patrimonio público. 

4.3. Decreto 1365 del 27 de Junio de 2013 

«por et cual se reglamenta algunas disposiciones de la Ley 1564 de 2012, relativas 
a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado•. Son múltiples los 
considerandos de dicho decreto reglamentarlo, pero para los precisos fines de este 
concepto se transcribe el siguiente: 

Que se hace neeesaño reglamentar las disposiciones del Código General del Proceso 
~Ley 1564 de 2012- para enmareartas en el ámbito de los objetivos, estructura y 
funciooes determinadas por la Ley 1444 de 2011 y por el Decreto-ley 4085 de 2011 
para la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, eomo instancia 
coordlnadora de la defensa jurid,ca estratógica del Estado con miras a la protección 
del patrimonH> p(,blicq, CUY@ Intervención prooesal es excepe10nal y 9bedece a 
cñterios de discCeCionalidad. (Se resalta). 

Como se sostuvo en la interpretación del articulo 610 del CGP. lo que se deduce de 
su texto es que la intervención de la ANDJE es facultativa conforme a los criterios 
de priorización adecuados o vinculados jurid,camente a las disposiciones del D.L 
4085 de 2011. lnctuso, en el paragrafo 2 del anlculo 6 del D.L. 4085 de 2011, se 
dispone que la ANOJE «precisará los criterios para determinar los casos en los 
cuales deberá intervenir de manera obligatoria en los proce·sos judiciales». 

Por tanto, tal intervención no puede ser calificada de discrecional56 ni mucho menos 
excepcional, pues existe un deber general de defender el patrimonio público como 
un bien constitucionalmente protegido, en los términos expuestos. 

Además, en el lrámite del proyecto de ley que dio origen al c~ado articulo 610 la 
discrecionalidad de la ANOJE para la mencionada Intervención fue descartada, Si 
bien en los tres primeros debates el texto de la norma incluía que esa Agencia 
respecto de la intervención bajo estudio podia «actuar discrecionalmente», en el 
pliego de modincaciones del informe de ponencia para segundo debate ante el 
Senado de la República, de conformidad con lo consignado en la Gaceta del 
Congreso 262 de 23 de mayo de 2012, se formularon observaciones al articulo 610 
del proyecto de ley en los siguientes términos: 

"' la Sala en el Concepto 2409 de 2019, siguiendo la doctñns más autOf'izada de ta ciencia del 
OerechO Admlnistrawo sel'l81ó que la discreaonafidacJ se p1esenta «siempre que la ley ocorgue a ta 
autof'ldad adminiStratlva la potes-tao de e1eg1r entra varias decisiones oonforme a su Ubre epreciac,ón. 
En esta, pes& a que hay una es.timación sul)Jetlva, no es extralegal. la discreaonalidad su,ge en 
Virtud de la ley y en la medida qu,e se haya dispuesto~. 
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Articulo 610. lntervenci6nde la Agencia Nacional de Defensa Jurídl-Ca del Estado. En 
el oumeral 1 se &llmlna la palabra KdlscreciooatmentEt» oor Inconveniente. Al numeraJ 
2 se le añade ta facultad expresa para demandar, o cuál resulta importante para 
promover que el Estado acuda también ante la jurisdicción a promover tos derechos 
y obligaciones a su favOf'". En fin. se eliminan expresiones sobrantes y una remisión 
autotreferente. (Se subraya) 

La simple comparación entre el articulo 610 del CGP y el artículo 1 del Decreto 
1365, evidencia lo sígu.ente: 

C6dino General del Proceso Decreto reglamentaño 1365 de 2013 
Articulo 610 lntervencfón de la Agencia Articulo 1(1, Intervención discrecional de la 
Nacional de Defensa Jurldica del Estado. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
En los procesos que se tramrten ante Estado. La Agencia Nacional de Defensa 
cualquie< Jurisdicetón, la Agencia Naoonal Jurídica del Estado podré intervenir en los 
de Defensa Juridica del Estado, podía procesos que se tramiten en cuatquier 
actuar en cualquier estado del proceso, en. jurisdicción, siempre gu~ iQ ellos se 
k>s siguientes eventos· controviertan •t!l~[~ffl litigiosos de la 

Nación y el aS!JntQ S¡Umpla con los c-rrterioi 
1 Como lntervl.n.lente, en los asuntos Wi!ble!(i~os oor el Consejo Oire!ijjvg d! la 
donde sea parte una 8'1tidad pública o Agencia Naaonª1 5i'!~ ~f§:n&a Jurídica del 
donde se conskle<e necesario defender Jos Estado 
interes.es pa1rimonia1es del Estado. 

2, Como apoderada jud.Cial de entidades 
pllblicas. facultada, incluso, par8 
demandar. 

Los textos subrayados podrian desbordar la potestad reglamentaria prevista en el 
numeral 11 del articulo 189 CP. pues se establecen disposiciones que no se 
acompasan con la norma reglamentada. 

El Decreto 1365 de 2013, a pesar de que su objeto es reglamenlar «algunas 
disposiciones de la Ley 1564 de 2012» (CGP). en el articulo 2 alude a los intereses 
lrt,giosos de la Nación, aspecto que no regula dicha ley, sino el O.L. 4085 de 2011 . 
En el contraste de los dos lextos, se observa: 

O.L. 4085 de 2011 Decreto reolamentario 1365 de 20·13 
Articulo 2. Objelivo. ( ... ) Articulo 2•. lntel'eSes litigiosos de la 

Nación Se consideran intereses littglosos 
PARÁGRAFO Para afectos este deoreto, de la Nación, en los términos previstos en 
entiéndase por intereses titigiosos de ta el parágrafo del articulo 2" del DecretoMley 
Nación, los siguientes 4085 de 2011 , los siguientes: 

t . \ t ... \ 
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d) Aquellos relacionados con proce$os en 
el orden regional o internacional en los 
cuales haya sido demandada la Nación 

e) Los demás que determine el Consejo 
Directivo de esta Agencia dentro de los 
lineamientos y prioridades señalados por el 
Gobiérno Nacional. (Se subraya) 
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d) Aquellos relacionados con pro...'"'esos en 
el orden regional o internacional en los 
cuales haya sido demandada la Nación o el 
Estado; 

e) los demás que determln& el Consejo 
Directivo da la Agencia Nadonal de 
Defensa Juridica del Estado. 

Parágrafo. El Seetetatlo General de la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica <:fiel 
Estado tendrá a su cargo la sociahzación de 
los acuerdos del Consejo Directivo en los 
que se fijen criterios de mtervención. Para 
ello, ademas de la publk:..aclón en eJ Diario 
Oficial, dispondra lo pertinente para que, a 
más tardar al día hábil siguiente de su 
expedición, sean publicados en la página 
web de la Agencia Nacional de Defensa 
Juridica del Estado y sean enviado$ a la 
Sala Administrativa del Consejo Supenor 
de la Judicatura. Instancia que se 
encargará de dift1ndirlos y remitir1os a todos 
los despachos judiciales del país por el 
medio más e---"ito. 

Del cuadro anterior se aprecia que en el literal d) se agrega la palabra «Estado». 
que no está incluida en el mismo literal de la norma reglamentada. 

A su vez, en el literal e) del Decreto 1365 se omite que las determinaciones del 
consejo directivo de la ANDJE deben darse «dentro de los lineamientos y 
prioridades se~alados por el Gobierno Nacional», lo cual deja entrever cierta 
«autonomia» que ese órgano no tiene. 

En efecto, ese decreto reglamentarlo desatenderla el marco de competencias fijado 
por la ley reglamentada, pues según el líteral e) del parágrafo del articulo 2 del O.L. 
4085 de 2011 tal aulonomia no existe. pues el consejo directivo al adoptar sus 
determinaciones respecto de lo que puede considerarse «intereses litigiosos de la 
Nación» debe seguir tos «lineamientos y pnoridades» del Gobierno nacional, 
circunstancia que aún no ha acontecido. según se desprende de la información 
suministrada a la Sala. 

4.4. Conclusiones sobre el punto 4 

a. La intervención de la ANOJE prevista en el articulo 610. en los asuntos 
donde sea parte una entidad pública o donde se considere necesario defender 
los intereses patrimoniales del Estado es facultabva, sujeta a los criterios de 
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priorización previstos en el en el numeral 3 del articulo 6 del D.L. 4085 de 2011. 

b. Por ser facultabva, mas no discrec,onal. la ANDJE no está obligada a 
participar en todos los procesos en que una entidad pública sea parte. 

c. La ANDJE no tiene la función de reemplazar a las «entidades 
pUblicas» en sus deberes responsabilidades o cargas procesales como parte 
demandada o demandante, pues esfas son las llamadas a comparecer a los 
procesos que se adelanten ante cualquier jurisdicción. 

d. La intención del legislador con el artículo 61 O del CGP no rue derogar 
o modificar las disposiciones del D.L 4085. Puede sostenerse que las dos 
disposiciones no son incompatibles, sino que más bien se trata de normas 
complementarias. 

e. En los términos del articulo 61 O del CGP la función de inte,venclón de 
la ANDJE en los procesos judiciales que se adelantan en Colombia ante 
cualquier jurisdicción en los que una entidad pública sea parte. es más amplia 
que las competencias de inte,vención que al respecto le otorgó el D.L 4085 
de 2011 . pues no estarla delimitada a la defensa de los «intereses litigiosos 
de la Nación». Bajo este criterio, podrla inte,venir en los procesos en los que 
sea parte una entidad territorial 

f . Considera la Sala que la noción de «patrimonio público» es más 
amplia y general que la de «patrimonio del Estado•. y que la defensa de aquel 
es una de las funciones a cargo de la ANDJE, según lo dispuesto en el artículo 
3 de del D.L. 4085 de 2011 y se reitera en articulo 610 del CGP. 

En consecuencia, la mencionada facultad de inte,venc,ón de la ANDJE 
también puede darse para defender los intereses patrimoniales de las 
entidades territoñales, pues estos por definición están incluidos dentro de la 
noción de patrimonio pUblieo. 

g. Las facultades de inte,vención de la ANDJE previstas en el artículo 
610 del CGP no pueden ser limitadas por un decreto reglamentario. 

h. El cumplimiento de estas lunciones supone la observancia de los 
principios constitucionales de coordinación. concurrencia y subsidiaridad. asi 
como el de colaboración armónica 

En consecuencia, la ANDJE puede inte,venir en los procesos judiciales que se 
adelantan en Colombia ante cualquier jurisdicción en defensa del patrimonio público 
radicado en cualquier entidad pública del orden nacional o territorial. 

5. La función de mediación de la ANOJE 
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5.1. La mediación: noción y alcance 

5.1.1. Fundamento filosófico 
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El concepto de mediación no es ajeno a la historia de la filosofía, pues se estudia 
desde Aristóteles. pasando por Cicerón, hasta nuestros dias. Al respecto el profesor 
Morales Jodra (2017), comenta: 

Desde 1807, la discrplina diatoga con la Ineludible formulación da Hegel en su 
Phanomenologie des Ge1stes. El ftfósofo hace alli de Ja mediación -Vermittlung· el 
mecanismo mediante el que (a conciencia -Bewufltsein- se deroga y $opera 
Authebung- en su decurso hacia el saber absoluto. Oe ahi que desde el siglo XIX se 
haya hablado profusarnente de mediación desde las pe,spectivas marxista, 
psicoanalitica, estructu,alis1a o posmodema, donde se he,eda más bien como 
método que como doctrína61. 

Sobre los elementos de este método de resolución de conflictos, el mismo autor 
sostiene: 

4 TEORIA DE LOS MEDIADOS 

La mediación moderna presupone un sujeto autónomo indMdual e$paz de 
responsabílizarse de la resolución de, con un poco de orientación externa, sus 
propios conflictos. Tres son los pilares mínimos de un acto de mediación: conflicto, 
mediador y partes. 

Desde la perspectiva jurídica, el reciente auge de la medlaclón y las ARO ha 
instigado un enérgico trabajo en la demarcación de la naturaleza y las competencias 
del mediador. ¿Cuál debe ser su formaciór\? ¿Cuál su proceder? ¿Y sus 
c:ompetenclas? Aunque fa figura del Intercesor es fundumental para diferenciar entfe 
soluciones heterónomas - ya judiciates, ya alternativas como el arbitraje- y la 
estricta autotutela ( ... ) 

Los mediacros no son ~ o pueden ser- meros espectadores o c:liente-s. sino que 
se alzan como pt0tagonistas de esta vra y. no obstante, su figura tiende a 
presentarse de un modo intumvo que no repara en las profundas asunciones sobre 
su naturaleza y función. Su mera apa,ición denota ya una teofla implicita de la 
subjetividad. ¿Qué o quién, pues, es un mediado? Y, ¿qué lo distingue frente a la 
idea de parte en tos otros mecanismQs de ,esolución de conftlctos? Oe acuerdo al 
sentido postclásico, medíatvs dasc,tbe aquello qve ha sido dividido por su mitad, 
desptazéincfose semánticamente en el periodo altomedfeval hacia ta idea de aquello 
que ha habltado el centro 

s7 Morales Joóra. Gu,llermo M. Funda,memos fdosó/k;os dé UJ medtackJn y Ja interOósiótl, en l.i? 
Mediación corno mftodo paro to resolución d8 coa(hctos.. Ques-ada L6pé?. Pedro M.; Cabréfa 
Mercado. Rafael Editorial Dyll.lnson, Madrid 2017, página 67 
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No puede sorprender que sea rx-eeisamente en Boecio donde Foroelfini hallara esta 
acepct6n. desarrollada ampliamen1e a través de los comentarios a Afist61eles y 
Cicerón. El uso boeciano confirma el modo en el que el cl'istianismo temprano 
contribuye a cimentar ta ,eoria de la subjetividad Sl.lbyacente a la mediación. la cual 
sólo puede entende<s.e $1 se presume dignidad, racionalidad y autonomía a unas 
partes de las que espera que puedan re.solver su ptopio confücto08. (Mayúsculas y 
cursiva textual Notas al pie suplidas) 

De esta manera, puede sostenerse que filosófteamente la mediación es un método 
de soluaón de conflictos, en el cual los protagonístas de la controversia, al adquiñr 
consciencia de la necesidad de su soludón, acuden autónomamente a un tercero 
llamado mediador, quien los ayuda a encontrar una solución. 

En consecuencia, la mediación se presenta como un método autocomposWvo de 
solución de controversias. 

5.1.2. Nociones sobre la mediación 

Para el profesor Redorta, es un «método atternativo no adversaria! para fa solud6n 
de conmctos. mediante el cual uno o más mediadores. quienes no benen facultad 
de decisión, intervienen únicamente facilitando la comunicación entre las partes en 
conflicto, con el propósito de que las mismas puedan alcanzar voluntariamente una 
solución total o parcial al mismo»69 

Por su parte, el autor Jorge Hemán GIi Echeverry en su obra • La conciliación 
extrajudicial y la amigable composición•"'· cita a los autores estadounidenses Jay 
Folberg y Alisan Taylor quienes conciben la mediación como aquella en que las 
partes «junto con la asistencia de una persona o personas neutrales aislan 
sistemáticamente los problemas en disputa con el objeto de encontrar opciones, 
considerar alternativas y llegar a un mutuo acuerdo que- se ajuste a sus 
necesidades. la mediación es un proceso que hace hincapié en la propia 
responsabílidad de los participantes de tomar decisiones que influyan en sus 
vidas»71 • 

De fas nociones señaladas es claro que la mediación se caracteriza por ser 
autocompositiva, pues supone que el tercero que fnterviene Jo hace interparles, es 
decir, ayudando a las partes a que sean estas las que definitivamente alcancen el 
acuerdo que ponga fin al conflicto. 

lo anterior significa, retomando su sentido filosófico, que son los mismos sujetos en 
conflicto los que, con la ayuda del mediador, van a alcanzar una solución 

• lbJdem, pagJna 59 
'" f{edorta. Josep, Medios attemativos oe resoluCIOf\de COf'lflictos, M6x,:,o. PGR -Un,on Europea• 
Pr0Yi!c1o de Fct1atecimlento y Modemliaci6n de la Administración de Jus.tiaa. 2006 p. l5 
10 E<IJtorial Temis S A. segunda edición. 8ogotá~ 2.011 Página 19. 
11 •ila medmetón Resolución ele oonfliotos -sin litig,o. M~xlco O F ,, Limusa, 1996, página 27 
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autocompositiva a las diferencias existentes, más o menos consensuada. La idea 
básfea que subyace en la mediación es la de considerar que es mejor un acuerdo. 
que se obtiene mediante cesiones reciprocas de las partes, que una solución que 
un terceto les impone (heterocomposición), 

El Consejo de Estado, Sección Pñmera, en la Sentencia de Unificación del 11 de 
octubre de 2018, radicación 17001-23-33-000-2016-00440-01, alude a los métodos 
autocompositlvos y heretocompositivos de solución de controversias, para lo cual 
retoma lo dicho por la Corte Constitucional en la Sentencia C - 1195 de 2001 . a 
saber: 

El primero, denominado de autoeomposición. compuesto por aquellos medios en los 
cuaJes son las propias partes confrontadas las que ,esuelven sus desavenencias, en 
ejercicio de l.a autonomía de la voluntad, ya sea de manera directa o asistidos por 
terceros neutrales que facilitan el diálogo y la büsqueda de soluciones al conflicto 
Dentro de este primer grupo se encuentran mecanismos como la negocaación, la 
mediación y la amigable composición 

El segundo grupo, denominado de heterocomposJcíón, compuesto por aquellos 
medios en los cuales tas partes enfrentadas somet_en la solución de su,s conflictos a 
tecceros que se encargan de resol11e,1os independientemente de la autonomia de la 
voluntad de las partes En este segundo grupo se ubican tanto los mecanismos de 
justicia formal como el arbitraje. 

l a intervención de terceros neutrales dentro de estos dos sfstemas puede variar 
según el grado de su intervención y control del proceso. La doctrina ha denominado 
intervención Inquisitiva aquella en la que el tercero maneja completamente el proces.o 
con muy poca h1tervención de las parte$ en conflicto, Esta fotma de intervención es 
tipica de los sistemas de hete,ocomposición. Por el contrario. la intervención es 
dispositiva. cuando son las partes en cont<ove-rsla tas que manej¡in el proceso, como 
ocurre en la mediación o la coneillación. Finalmente puede existir una mtervención 
mixta~ cuando tanto ias partes como el tercero, e* diferente grado y distinta forma. 
participan y controlan et proceso de bUsqueda de soluciones 

En la autocomposición las panes pueden abofdat la solución del confficto, ya sea 
comunicándose e intercambiando propuestas directamente -y en este caso estamos 
ante una negociación-, o bien con la inte-tvención de un terceto neutral e impatcial 
que facilita y promueve el dláJogo y la negociación entre ellas •Y en ese evento nos 
encontramos ante la mediación, en cualquiera de sus modalidades-. 

Con base en tos anteriores critenos. la Sala extrae la noción y caracteristicas de la 
mediación. así: 

/) Es un medio informal de solución de diferencias, basado en el principio de 
la autonomía de la voluntad, por tanto, nadie está obligado ni a acudir, ni a 
concluir un acuerdo ni a mantenerse en un procedimjento de mediación si no 
qmere. 
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ii) En la mediación participa un un teroe,o neutral e lmparciaJ denominado 
mediador. Este desempe~a la función de facilrtar la comunicación entre las 
partes con el fin de acercar posiciones e Intercambiar informaciones, incluso 
con propuesta de acuerdo solo cuando las partes lo piden, para que sean ellas 
las que alcancen los resultados. 

Por lo anterior, el mediador no debe tener relación alguna ni con el objeto del 
conflicto ni con las partes. 

iií) Son las partes las que •deciden» sobre su conflicto, y por ello es un medio 
autocompositivo. 

En efecto, la doctrina señala que la mediación se identifica como un «espacio 
' inter' o ' temario', un espado d~erenle y distinto al de otras prácticas de 
intervención, espacio donde se puede desarrollar un diálogo-confrontación, en 
presencia de un tercero y de donde nace a lgo que no es ni la solución unilateral 
de una parte, ni la solución unilateral de la otra, sino que es una salida original, 
distinta, realizada por una y otra parte y que no pertenece a ninguna de las 
dos, sino a las dos»72. 

5.1.3. Fundamento constitucional 

Considerando el fundamento filosófico y su noción lógico-jurldlca, la mediación tiene 
ciara fundamento en la libertad, tanto en el ámbito de la autonomla de la voluntad 
(articulo 16 CP}. como en la económica (articulo 58 y 333), Al respecto. la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sostuvo: 

1, la aulonomla prjvada (auto, ·aujtov", uno mismo, y "nomos", ley), expresión de la 
Ubertad, derechos ftmdameritales, libce desarrollo de la personahdad e iniciativa 
económica y de emp(esa garantizadas por el "Estado Social de Derecho" en tanto 
soportes del sistema democrático (Preámbulo, artlcuk,s 2'. 13, 14, 16 28, 58. 59 a 
66, 78. 82, 94, 150 (19} y (23), 332, 333, 334, 335, 373, Constrtua6n Política), 
confiere al sujeto iuris un poder para engendrar el negocio jurldlco (negotlum 
iuridicus. Rechtgesch~ft), rectius, acto dispositivo de tntereses jurid1camente 
relevante. 

Más concretamente. la persona es la médula cinética. razón y justificación de toda 
conocida ordenación normativa, a la cual le concede personrflcación, attibutos, 
derechos. iniciabva, libenad y habtlidad juridica para disponer dé sus intereses en 
procura dé satisfacer sus fines, necesidades vitales, designios o propósitos 
individuates en la vida de relación, disciplinar, regular. gobefnar u ofde:nar su esfera 
dispositiva en el tráfico jurídico mediante el negocio Jurídico y el contrato o .. acuerdo 
dispositívo de dos o mas partes o s.uJetos conttactuales para constituir, modificar o 
extinguir (elaciones juridicas" (ar1s, 864 Código de Comercio y 1495 Código Civil)" 

,,. Ahumada Reca!de, LUJS E, El ADN de fa medmción irJStit.ucJoool, un nuevo c.ammó paro roso/Ver 
conflic;.tos, ponencia Pnmer Congreso Mur.dial de Art:iitraje, Panamá. 1999. 
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(cas. civ. sentencias de 31 de mayo de 2010, ex¡,. 25269-3103-001-2005•05178-01 ; 
1° de julio de 2008, ex¡>. 11001-3103-033-2001-06291-01 : y 1° de julio de 2008, exp, 
11001-31-03-040-2001-00803·01) 
( ... l 

2, La posibilidad de disponer o no disponer de los Intereses, contratar o f'IO contratar, 
es la máxima e.xpresión de la au1onomla privada y no resulta contradicha por sus 
crecientes restricciones. Tal es la Inteligencia genuina de la autonomía pnvada, o 
sea, la libertad y poder atribuido por el ordenamiento al sujeto 1uris para celebrar eJ 
cootrato, cuyo efecto carchnal. primario o existencial e$ su vinculatoriedad. atadura: 
u obligación !egaJ de cumplirlo, sin que, en línea efe principio, quienes lo celebran 
puedan susttaerse unllateralmente, (Paréntesis textuales, cursivas supli<fas) 

Pero no solo en su esencia, oomo reconocimiento de la autonomia que k! compete 
a las partes en conflicto, la mediación encuenlta fundamento constitucional. 

Es comúnmente aceptado que los métodos alternativos de solución de conflictos 
son herramientas coadyuvantes de la administración de justicia. medidas 
complementarias al sistema de justicia lradicional que surgen de la idea de evitar. 
en principio, la tensión generada por un lrtigio, aspecto que con mayor razón debe ria 
obviarse cuando las partes involucradas son órganos o entidades del Estado. en 
sus distintos órdenes. sectores y niveles. 

En ese ámbito. la gestión colaborativa de las controversias permite la 
materialización de los principios de la función administrativa (209; CP, y 3 del 
CPACA), pues la solución efectiva, célere, con d isminución de tiempos. costos e, 
incluso. discreta. de las dtterencias que surgen entre tales órganos y entidades, 
redunda en materializar los principios y valores que inspiran al Estado social de 
derecho, entre los cuales se encuentran la paz. la tranquilidad. el orden justo y la 
armonla de las relaciones sociales (Preámbulo, Articulos. 1 y 2 CP) y evita que el 
Estado se distraiga de las importantes funciones que la constitución establece. 

Además, es una forma de materializar el principio de colaboración armónica, porque 
evita congestionar. aún más. a la Rama Judicial. la ley 270 de 1996, en su texto 
original disponla: 

ARTICULO 8. Al TERNA TIVIDAD. Lá ley podra establecer mecanismos dtterentes al 
proe&so judicial para solucionar los conflictos que se presenteo entre los asocaados y 
señal.ará los casos en k>s cuales habrá tvgar al cobro de honora!"los por estos 
servieios13 

La Corte Constitucional en la Sentencia C - 037 de 1996 que declaró exequible la 
citada disposicíón sostuvo: 

ti E1 articulo 3 de la Ley 1285 de 2009 modificó el epJgrafe de esta norma por «Mecanismos 
anemauvos», 
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Para esta Corporación. las formas alternativas de solución de conflictos oo sólo 
responden a los postulados conshtucionales anteriormente descritos, s1no que 
aóiclonalme(lle se constituyen en instrumentos de trascendental significado para fa 
descongestión de los despachos judiciales. problema éste que desafortunadamente 
aqueja en forma grave y preocupante a la admimstración de justicia en el pais. 
Adicionalmente, debe Insistirse en que con los mec·¡m1sm0$ descritos se logra cumplir 
con los deberes fundamentales de que trata el articulo 95 superior, como es el caso 
de colaborar con el funaonamiento de la justicia (Núm. So ) y propender al logro y el 
mantenimiento de la paz (Núm, 6o). Con todo, conviene puntuaJi2ar que el término 
«asociado$» que nace parte de la nom,a baJo exame:n, incluye. además de 10$ 
particula,es, también a las entidades oúb'iS<iS (Se subraya). 

De esta. manera, resulta claro el fundamento constitucional y estatutario para que la 
ley establezca medios diferentes al proceso Judicial para la solución de conflictos, 
los cuales, segun la jurisprudencia citada, deben incluir a las entidades ptibl1cas. 

Como ya se mencionó en este concepto al analizar las Leyes 812 de 2003 y 1151 
de 2007. que contenlan los planes nacionales de desarrollo en el período 2003 a 
2010, con ellos se buscó: 

I) Promove, los mecanismos alternativos y extrajudiciales de solución de 
conflictos. para lograr una solución más ágil de las controversias, sin tener 
que acudir a la jurisdicción; 

ii) Adoptar las medidas necesarias para evitar llevar a la jurisdicción los 
conflictos que se generen entre órganos y entidades del Estado; 

111) Ejecutar una nueva gestión de lo publico, en particular respecto de la 
«defensa judicial del Estado», al considerarse un problema transversal 
para su cabal funcionamiento, y no un asunto particular predicable 
,especto de un grupo de entidades u organismos. 

Asimismo, desde los orígenes de la antigua Oirecc,ón de Defensa Judicial de ta 
Nación, se promovió o recomendó la utilización de mecanismos alternativos de 
solución de conflictos (MASC), criterio que se mantuvo con la creación de la ANDJE 
y que se refleja en las funciones que enseguida se comentan. 

En consecuencia, para la Sala no existe duda de que la apuesla por la 
transformación sobre la forma de resolver los conflictos que se presentan en la 
sociedad, y en particular entre los órganos y entidades del Estado. debe incorporar 
la solución directa y amistosa de tales controversias. como es el caso de la 
mediación. 

5.2. Función de medición de la ANDJE 

El O.L. 4085 de 2011, dispone en los artículos 3 y 6, lo siguiente: 
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ARTÍCULO 3i). Alcance de la Oelensa Jurídica del Estado. Para efectos del presente 
decreto. entiéndase la defensa juddica de la Nación como el conjunto de fas 
actuaciones dui gida-s a la garantia de los derechos de ta Nación y del Estado y de los 
prineipios y postulados fundamentales que los sustentan, y a ia protec;:ción efectiva 
del patrimonio público. 

la defensa jvridica de la Nación comprende todas las actividades relacionadas con: 

(iii) la utilización de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos; 

( ... ) 
ARTiCULO 6. Funciones. La Agencia Nacional de Defensa Jur;dica del Estado 
cumplirá las siguiootes funciones: 
(,.,) 
3. En relación con ei ejercicio de la representación: 

(xii) Participar en los Comités de Conoifiaci6n de las entidades u organismos del orden 
nacional, cuando lo estime convenief'lte. con derecho a voz y voto y actuar como 
mediador en k>s conflictos que se oñginen entre enUdades y organismos del orden 
nacronal. 

La norma transcrita menciona en un mismo numeral dos mecanismos alternativos 
de solución de conflictos como son la mediación y la concíliación: De su texto puede 
evidenciarse que establece para la ANDJE la facultad de participar en los comités 
de conciliación con «derecho a voz y voto», cuando lo estime conveniente y, por 
otra pane, la posibilidad de mediar entre las entidades allí mencionadas. 

Igualmente, se observa que la finalidad de la mediación adelantada por la ANOJE 
es la garantía de los de1echos de la «Nación y del Estado• y la protección efectiva 
del patrimonio público. 

Con la expedicióo de la Ley 2220 de 2022. la participación de la ANDJE en los 
comités de conciliación y ta facultad de ejercer la mediación para la solución de 
conflictos tuvo algunas modificaciones, según se analiza a continuación. 

5.3. Ley 2220 de 2022 

«por medio de la cual se expide el estatuto de conciliación y se dictan otras 
disposiciones», establece en lo pertinente: 

TITULO V 
NORMAS ESPECIALES RELATIVAS A LA CONCILIACIÓN EN ASUNTOS DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
( ... ) 

CAPITULO 111 

OE LOS COMITES DE CONCILIACIÓN DE LAS ENTIDADES PUBLICAS 
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ARTÍCULO 115. Campo de aphcación Las normas sobre Comrtés de Conciliación 
contenidas en la presente ley son de obligatorio cumplimieoto para la-s entidades de 
derecho público. los organismos pUbücos del orden nacional, departamental, d1stntal. 
los municipios que sean capital de depai1amento y los entes desoentralizados de 
estos mismos niveles 

Estos entes modificaran el funcionam~nto tos Con,ités de Conciliación, de acuerdo 
con las ceglas que se establecen en la preseflte ley. 

PARÁGRAFO 1, Las entidades de de<echo públloo de los demás órdenes podrán 
confomiar Comités de Concili-ación, Oe (sic) hacerto se regirán por to djspoesto en el 
presente capitulo. 

PARÁGRAFO 2. La decisión del Comtté de Conciliación acerca de la viabilidad de 
concilia, no requiere disponibilidad presupuestal. ni constrtuye o,e1enación de gasto 

ARTiCULO 116. Principios de los Comités de Conciliación. Los Comités de 
Conciliación deberán aplicar k>s principios de la función admfnistfativa contenidos en 
el articulo 209 de la Constítución Politica y en ese sentido están obligados a tramita, 
las solicitudes de conciliación o de otro mecanismo alternativo de solución de 
conflic1os con eficacia, economfa, celeridad, moralidad, imparcialidad y publicidad, 
(Se subraya) 

Lo primero que debe precisarse, es que la citada ley es una nonma especial, qve 
regula la conciliación en «asuntos de lo contencioso administrativo». Pero no se 
!imita a establecer reglas aplicables a la conciliación y a los comités de conciliación 
en tales asuntos, sino que de manera expresa les otorga a los mencionados comités 
competencia para tramitar las solicitudes «de otro mecanismo alternativo de 
solución de conflictos~, como es el caso de la mediación. 

En cuanto el ámbito de aplicación de la Ley 2220, esta vincula de manera obligatoria 
a los comités de conciliación de «las entidades de derecho publico, los organismos 
publicas del orden nacional, departamental, distrital, los municipios que sean capital 
de departamento y los entes descentralizados de estos mismos niveles». 

Ahora, cuando las entidades de derecho público de los «demás órdenes• decidan 
conformar comttés de conciliación , se regirán por las disposiciones del citado 
capitulo. 

En consecuencia, la posibilidad de que las entidades lerrltorlales puedan acudir a la 
mediación para la solución de sus controversias no soto se deriva de la naturaleza 
y fines de ese mecanismo alternativo de solución de conflictos, del deber de 
proteger el pat,imonio publico y de las nonmas analizadas del D.L. 4085 de 20t 1, 
sino que con la Ley 2220 de 2022 resutta un imperativo legal que los comttés de 
conciliación de las entidades territoriales (conformados obligatoria o 
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voluntariamente) decidan sobre las solicitudes de mediación que se presenten a su 
consíderación 

El anterior criterio se ratifica con lo dispuesto en el artículo 117 de la Ley 2220: 

ARTICULO 117. Comités de Conc1tlaclón. Los Comités de Concrliacl6n son una 
instancia administrativa que achJa como sede de estvdio, anélisis y formulación de 
poUtjcas e-obre ptevención del daño antijuridico y defensa de los intereses de la 
entidad. 

Igualmente decidiré, en cada caso especifico, sob<e la procedencia de la COf'ICiliación 
o cuak¡ule-r otro medio alternativo de s~ución de conflictos. con sujeeión estricta a las 
normas juridteas s1.1stantiVas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar 
el patrimonio plJbhco. Asimismo, tendrá en cuenta las sentencias de unificación 
proferidas po, el Consejo de Estado y la jurisprudencia de las altas cortes en esta 
materia. 

La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores. por si sola, no dara lugar 
a Investigaciones disciplinarias. nl fiscales. ni al ejercicio de acciones de repetia6n 
contra los miembros del Cornité. 

Como puede verse, los comttés de conciliación están en el deber de decidir. en cada 
caso concreto. sobre la procedencia de «cualquier otro medio alternativo de solución 
de conflictos», entre los que se encuentra la mediación, con mayor razón si la 
controversia surge entre entidades y organismos públicos, pues cada una de ellas 
tiene el deber de protección del patrimonio público, el cual como se ha explicado 
tiene una especial protección constitucional. 

Respecto de las funciones de tales comttés, el artículo 120 de la Ley 2220 d ispone 
en lo pertinente para el presente concepto: 

ARTiCULO 120, Fundones. EJ Comité de Coneil1ación ejercerá: las siguientes 
funciones: 

4, Ftjar directrices institucionales para ta aplicación de fos mecanísmos de arreglo 
directo, tales como la transacción y la coneitiael6n, sin perjuicio de su estudio y 
decisión en cada caso concreto. 

12. Autorizar que los conOJctos suscrtados entte entidades y organismos del orden 
nacional sean somebdos al tramite de la. mediación ante la Agencia Nacional de 
Defensa Jurldica del Estado o ante la Procuraduría General de la Nación.. En el caso 
de entidades del Ol'den territorial la avtotización de mediación podía realizarse ante 
la Procuradurla General de la Nación. 

13. Definir las fechas y fonnas de pago de las diferentes concillaciones, cuando las 
mismas contengan temas pecuniarios. 
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PARÁGRAFO 1. En aquenas entidades donde no exista la obl!gacl6n de constituir 
comités óe conciliael6n y no se haya hecho de fonna facultativa, las funciones de que 
trata éSI& artículo serán asumidas por el representante legal de la entidad. 

En cuanto a los mecanismos de arreglo directo como son. a título de ejemplo. la 
transacción, la conciliación y la mediación. los comités fijan directrices 
institucionales generales para su aplicación, y estudian y deciden en cada caso 
concreto su utilización (numeral 4). 

Respecto del numeral 12, no cabe duda de que las entidades u organismos 
estatales de cualquier orden o nivel que conformen comités de conciliación pueden 
acudir a la mediación. para lo cual deberán ser aulorizados por el respectivo comité. 
Ante la inexistencia de dicho comité, la decisión será asumida por el representante 
legal de la entidad. 

Cuando el conflicto su~a entre entidades y organismos del orden nacional . el comité 
de conciliación puede autorizar que la mediación se «tramite» ante la ANDJE, lo 
cual ya estaba previsto en las normas vigentes al momento de entJar a regir la Ley 
2220 de 2022, o ante la Procuraduria General de la Nación, nueva posibilidad que 
abre la citada ley. 

En lo atinente a entídades del orden lerritorlal, la Ley 2220 ratifica que pueden acudir 
a la mediación. aspecto que se deñva de la naturaleza y fines del mecanismo, asl 
como de las normas anteriores a esa ley que habilitaba su procedencia, incluso ante 
la ANDJE en consideración a criterios de priorización como podría ser la defensa 
del patrimonio público. Lo que ahora agrega dicha Ley es que, autorizada la 
mediación por el comite de conciliación. esta «podrá realizarse ante la Procuraduría 
General de la Nación». 

Entiende la Sala que la nueva disposición permite que la Procuradurla adelante 
!unciones de mediación frente a entidades del orden tenitorial e incluso entre 
entidades del orden nacional y territorial, pero en modo alguno implica una limitación 
a las funciones de defensa jurídica radicadas en la ANDJE que la habilitan para 
utilizar los mecanismos alternativos de solución de conflictos, no soto entre 
«entidades y organismos» del orden nacional, como lo establecía originalmente el 
D.L. 4085 de 2011 en los artículos 3 y 6. numeral 3, sino respecto de las entidades 
territoriales, pues este es el efecto (rol de la modif,cación especial que introdujo la 
Ley 2220 de 2022. en los términos expuestos. 

Reaera la Sala que la mediación tiene como fundamento la voluntad de las partes, 
aspecto que se encuentra reconocido en la Constitución, según se dijo. Aunado a 
esto. es claro que la habilitación otorgada por la Ley 2220 para que las entidades 
territoriales acudan a ella -previa decisión del comité de conciliación respectivo-, 
implica un respaldo legal expreso para que este medio pueda desarrollarse y 
producir efectos en la solución de conflictos que Involucre a tales entidades, con 
mayor razón cuando ta controversia afecte el patrimonio público. 
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5.4. Decreto reglamentario 1069 de 2015 

"Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y 
del Derecho". 

El capitulo 2 ibidem se denomina «participación de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurldica del Estado en la protección de intereses litigiosos de la Nación» y en dicho 
capitulo se encuentra la sección 2 «Trámite de mediación de fa Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado en conflictos entre entidades del orden nacional», 
subsección 1, «Mediación de conflictos entre entidades públicas del orden 
nacional». 

Estima la Sala que dicho decreto reglamentario debe ajustarse a las disposiciones 
preva.lentes de la Ley 2220 de 2022. en los términos expuestos por la Sala en 
precedencia, particularmente respecto de la habilitación oto,¡¡ada a las entidades 
territoriales para acudir a la medición de la ANDJE, En este sentido, la Sala se 
permite presentar las siguientes recomendaciones para la futura reglamentación: 

a. La manera como está prevista ta medición ante la ANOJE reuniria las 
características de lo que la doctñna denomina «medición institucional»7", por 
lo que resultaria conveniente considerar reglas para mantener la neutralidad 
de la ANDJE y prevenir posibles conflictos de interés. 

b. Entiende la Sala que en la práctica de la ANOJE se ha elaborado un formato 
denominado «Acta Acuerdo de Mediación»75. Resulta pertinente que en 
dicho formato se resalte el carácter autocompositivo de la mediación, en el 
sentido de que son los concernidos a resolver la oontroversia los que 
libremente definen la solución a la que han llegado en desarrollo de la 
mediacrón. 

e. Se considera útil para el fin de la mediación que esta sea confidencial, pues 
permite a fas partes acercarse en un ámbito de confianza para solucionar sus 
diferencias, sin que sus posturas sean objeto de escrutinio por terceros. pues 
la injerencia de sujetos ajenos a la mediación puede dar al traste con la 
misma. 

d. Los términos de caducidad y prescrrpc,on, así como la suspensión o 
interrupción de estos, tienen reserva de ley y, por lo mismo, no resulta 
procedente que un acto administrativo regule tates materias. 

, 1 Gil Echeverry. op cit. Pag 21 
10-oisponlble:Mos f/www defensa!uridlea.92!(,2.9/agencialdepe-ngenciasldocumentos. roediac;ion/act 
a acuerdo mediaclQ!l.pgf Con$utlado 27 de marzo de 2.023 
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e. La protección efectiva del patrimonio público es una de las finalidades de la 
mediación adelantada por la ANDJE en los términos de los artlculos 3 y 6 del 
D.L. 4085 de 2011 . en concordancia con la Ley 2220 de 2022. 

En este sentido. resulta (Jtil recordar que en el documento «Estudio de 
Mediación 2014 - 2018•. producto del contrato 0328 de 2019 celebrado entre 
el Ministerio de Justicia y del Derecho y la Fundación Liborio Mejia, se afirma 
en relación con las funciones de mediación de la ANOJE que esta destinada 
a facilitar la «resolución de conflictos que-surgen entre instituciones públicas 
del orden nacional o temtoriales, con lo cual no solo se descentraba y facilita 
el cumplimiento de los objetivos contractuales y misiones institucionales, sino 
que se traduce en ingentes ahorros para el Estado. que de otra manera se 
perderfan por vía de gastos en acciones judiciales». 

En consecuencia, la Sala reitera que. en la noción de patrimonio público, 
expuesta en este concepto, se encuentra et de las entidades territoriales, por 
lo que una de las maneras de velar por su protección es fac,litar la mediación 
entre estas para solucionar sus conflictos, asl como la mediación entre 
órganos y entidades del Estado y las entidades territoriales para los mismos 
efectos. 

5.5. Conclusiones sobre el punto 5 

a, En materia de mediación la Ley 2220 no establece disposiciones contrarias 
a las normas anteriores que habílitaban ese mecanismo. incluso el de 
carácter instttucfonal autorizado para la ANDJE. 

b. El alcance de esa ley es regular las funciones de los comités de conciliación, 
y una de tales funciones es autorizar la mediación cuando les sea solicitada 
bajo criterios de eficacia, economia. celeridad. moralidad, imparcialidad y 
publicidad. 

e, No se evidencia una intención prohiblliva para las entidades territoriales de 
acudir a la ANDJE para la mediación de esta. cuando en aplicación de tales 
cñterios el comité de conciliación asl lo decida, 

d. En consecuencia, las normas vigentes habilttan a los órganos, entidades y 
organismos del Estado en todos los órdenes y niveles para acudir a la 
mediación como mecanismo de solución de conflictos. 

En vigencia de la Ley 2220, los comijés de conciliación de las entidades 
territoriales -o el representante legal cuando estos no existan-, podrán 
autorizar la mediación, bien sea ante la ANDJE o ante la Procuraduría 
General de la Nación. 
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6. La función de la Sala de Consulta y Servicio Civil prevista en el numeral 
7 del artículo 112 de la Ley 1437 de 2011 , reformado por la Ley 2080 de 
2021 , y las atribuciones de la ANDJE frente a esta 

La norma citada es del siguiente tenor, en lo per1inente: 

ARTICULO 112. INTEGRACIÓN Y FUNCIONES DE LA SALA DE CONSULTA Y 
SERVICIO CIVIL. 
[ ... ) 
La Sala de Consulta y Servicio Civil tendrá las siguientes atribuciones: 
[ .. . ) 
7 <Numeral mOdiflcado por el aniculo 19 de la Ley 2080 de 2021, El nuevo texto es 
el siguiente;> Emitir con-cepto, a petición del Gobierno nacional o de la Agencia 
NaoionaJ de Defensa Jurid1ca deJ Estado, en relación con las controversias jurldtcas 
que se presenten entre entidades públicas del orden nac1ona1, o entre estas y 
entidades del orden territoriaJ. con el fin de precaver un eventual litigio o poner fin a 
uno extstente. El concepto emitido por la Sala no esta sujelo a recurso alguno 

Cuando ta sotlcitud no haya sido presentada por la Agencia Nacional de Defensa 
Jurldica del Estado, esta podrá intervenir en el trámite del concepto. 

La soltcitud de concepto suspenderá todos tos términos legales, incluida la caducidad 
del respectivo medio de control y la prescripdón, hasta el dia siguiente a la fecha de 
comunicación del concepto. 

En el evento en Que se haya interpuesto demanda por la controversia juridica base 
del concepto, dentro de los dos (2) días s,gutentes a la radicación de la solicitud, las 
entidades pane del proceso Jvdítlal o la Agencia Nacional de Defensa Juridcca del 
Estado deberán comunicar al juez o magistrado ponente que se solicitó concepto a la 
Sala. La comunícació.n suspenderá el proceso judicial. 

El ejercjcta de le función esta sometido a las siguienlas reglas: 

a) El escrito que contenga la sohcilvd deberá reJacionar, de forma clara y completa, 
los hechos que dan origen a la controversia, y acomp.ai'\arse de los documentos que 
se esllme-n pertinentes. Asimismo. deberán pl'ecisarse tos asuntos de puro derecho 
objeto de la discrepancia. en ,elación con los cuaJes se pida el concepto: 

b) El consejero ponente convocará aodienct.a a las entidades involucradas, a la 
Agencia Nacional de Defensa J1.1rld1ca del Estado y aJ Ministerio PúbUco para que se 
pronuncien sobre f¡¡ controversia jurídica sometida a consu1ta y apolten las pruebas 
documentale-s que estimen procedentes; 

e) Para el ejercicio de la función prevista en este numeral, el consejero ponente podr~ 
dectelat ptuebas en los términos dispuestos en este código; 

d) Una v'ez cumplido el procedimiento anlerior y se cuente con toda la información 
necesaría, la SaJa emibrá el concepto solicitado dentro de los noventa {90) dias 
siguientes. No obstante, este plazo podrá prorrogatse hasta por treinta (30) dias más, 
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de oficio o a petición de la Agencia NacionaJ de Defensa Juddica del Estado, en el 
evento de presentarse hechos sobrev1nienléS o no conocidos por la Sala en el tramite 
del concepto. 

6.1 . Fundamento constitucional 

Es preciso indicar que mediante Sentencia C - 031 del 16 de febrero de 2023 la 
Corte Constitucional declaró exequible la c~ada disposición. en cuanto a que la 
ANDJE puede solicitar concepto a la Sala para activar esa función 

En el proceso de constitucionalidad se sostuvo en defensa de la norma acusada, 
que los articules 236 y 237, numeral 6, de la Constitución Política, habilitan que el 
Consejo de Estado «ejerza las demás funciones que determine fa ley». 

Esa habilitación otorgada al Legislador resulta conforme al modemo Estado social, 
democrático y constitucional de derecho, pues es el Estado en su conjunto, como 
estructura polltica y jurldica el encargado de cumplir los fines que la Constitución 
establece, tal como se explicó al comienzo de este concepto. 

En el Estado moderno, la función administrativa ya no es monopolio de la rama 
ejecutiva del poder público. Es claro que otros órganos del poder público ejercen 
funciones de Gobierno o Administración. como es el caso, por solo cttar uno de 
ellos. del Consejo Superior de la Judicatura en ,elación con la Rama Jud,ciat, 
aspecto que ha sido recollOCldo por la jurisprudencia ccnstitucional. Temas 
relacionados con la administración del servicio y la gestión del talento humano. 
contratación, asuntos presupuestales, entre otros muchos, involucran a todas las 
entidad.es y organismos de la Administración Pública en los diferentes los órdenes 
y niveles. 

También el Congreso de la República cumple funciones de adm,nislración, cuando 
por ejemplo vincula o desvincula a su personal administrativo. resuelve situaciones 
administrativas laborales o celebra contratos. Y qué decir de los órganos de centro!, 
que cumplen una función esencialmente administrativa. 

El principio de colabcración armónica entre los poderes públicos (articulo 113 CP), 
sustentan constitucionalmente que órganos distintos al Gobierno nacional, puedan 
a.ctivar la función consultiva y recibir el consejo experto de la Sala de Consulta y 
Servicio Civil. pues esa función se encuentra al servicio de la concepción global del 
Estado que la Constitución establece. y en ese concepto de Estado la 
Administración no es única, sino diversificada, en una pluratidad de 
Administraciones Públicas tanto en el nivel nacional como en el territorial. 

En efecto, no resulta lógico, conveniente ni coherente, que. en un Estado unitario 
(articulo 1 C.P.). en el que las entidades, los órganos y los organismos que lo 
integran deben coordinar sus (unciones y colaborar para et cumplimiento de los fines 
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estatales, dediquen su tiempo y sus recursos humanos, financieros y administrativos 
a litigar entre s1, en lugar de cumplir los referidos mandatos constítucionales. 

Por su parte, el artículo 209 CP también debe ser leído bajo el moderno concepto 
del «principio de buena administración», cuyo brote empezó en el ejecutivo, a 
propósito de la gobernanza. 

Este principio permite redefinir el modelo de relaciones entre la Administración y la 
justicia que la controla y los ciudadanos que se benefician de ese control. Se postula 
con ello el advenimiento del nuevo paradigma det Dereého del siglo XXI; el buen 
gobierno y la buena administración en todas las funciones del Estado. La idea de 
«buena administración• que se refiere al modo de gestión, y que se incumple con 
la gestión negligente o de mala calidad o con corrupción'•. 

Es por ello por lo que denlro de los Estados democráticos modernos se reconoce 
hoy en dia el derecho fundamental a la buena admlnislración (art. 41 de la Carta de 
Niza), el cual exige que la actuación pública esté motivada siempre por el interés 
general y se dirija firmemente a mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos, 
para de esta forma, realizar sus derechos fundamentales. 

Son expresiones del derecho fundamental a la buena admínislración, entre otras, el 
derecho de toda persona a que sus asuntos se traten por las autoridades de forma 
imparcial y equttativa y a que se resuelvan dentro de un plazo razonable. el derecho 
a participar en las decisiones que la afecten. y el derecho a que las actuaciones de 
la Administración en todas las esferas se encuentren debidamente motivadas. 

La buena administración aplicada a la justicia recoge e Integra una señe de 
principios. con el propósito de que los ciudadanos puedan gozar y exigir que esta 
se adelante bajo unos estándares de diligencia y atta calidad. Estos estándares 
delineados constitucional y legalmente implican actuar con objetividad. 
imparcialidad, transparencia. siempre respetuoso de la ley y del debido proceso. en 
espacios participativos para los ciudadanos destinatarios del servicio, con 
reconocimiento de la dignidad de las personas. suministrando respuestas a estas 
dentro de un plazo razonable y en forma adecuada y proporcional a sus demandas 
y necesidades. así como con sujeción a los principios que orientan la función pública 
de administrar justicia. 

Asl, surge un verdadero derecho a la «buena administración de la Justicia». lo cual 
comporta que los jueces estén en condiciones de impartirla del modo más eficaz. 
eficiente y con la mayor calidad, teniendo en cuenta que no solo se trata de una 
función o poder del Estado, sino que es un seivicio público esencial. Por tanto, los 
ciudadanos tienen el derecho a que el servicio de Justicfa se desarrolle de manera 
efectiva y real y oo puramente nominal o meramente formal, a un coste reducido y 

n. Nam~n V., A.., Memorias del XXV Enc:uéntto d-0 1;, Jurisdicción de lo Contencioso Admmistrativo. 
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dirigido a la satisfacción de sus derechos e intereses71. por lo cual la participación 
de la ANDJE en la función prevista por el articulo 19 de la Ley 2080, se inscribe en 
ese principio de relevancia constitucional 

"The true administration o/ Justice is lhe firmest pillar of good govemmen1'78 (La 
buena administración de la Justicia es la columna más finne del buen gobierno)". 
explica, sin duda, la filosofía de este derecho y de la obligación a cargo de todas las 
autoridades en materializarlo. como pilar necesario en un Estado social, 
democrático y constitucional de derecho. 

En concordancia con el derecho a ta buena administración, la constitución establece 
el deber de defensa del patrimonio público, que propugna por la protección del 
patrimonio estatal, en orden a resguardar la totalidad de bienes. derechos y 
obligaciones públicas y procura porque su administración sea eficiente, proba y 
transparente, de acuerdo a la legislación vigente y con el cuidado y diligencia 
propios de un buen servidor, de modo que se evite cualquier detrimento. tal como 
se dispuso en la sentencia de unificación del 1 de febrero de 2022, con radicación 
73001-33-31-006-2008-00027-01, citada en al acápfte correspondiente de este 
concepto. 

Considera la Sala que los fundamentos constitucionales y precedentes 
íurisprudenciales expuestos son los que deben guiar la interpretación del numeral 7 
del articulo 112 de la Ley 1437 de 2011 - CPACA, reformado por la Ley 2080 de 
2021 , por lo que la ANDJE puede solicitar el concepto alli prevísto con el propósito 
de defender el patrimonio público radicado en las entidades territoriales. 

Como se ha sustentado en este concepto Ja ANDJE es una entidad que responde 
a vistones actuales del Estado. Su propósito es responder k)s retos que supone la 
defensa del Eslado en su coníunto, según se ha dicho. desde «una mirada amplia 
y general, no restringida y particular a cada uno de tos casos. considerados 
aisladamente»80, 

Por último. no sobra recordar que la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 
de Estado, forma parte de la Rama Judicial (Titulo VIII, CP), por lo tanto goza de los 
atributos da independencia y autonomía (articulo 228, CP), que garantizan la 
imparcialidad en el ejercicio de las funcionas que le han sido asignadas frente a las 
entidades y organismos de la Administración Pública en los diferentes los órdenes 
y niveles. 

T7 Namén, op. Cil 
1• Cita tomada ® una carta escrita pot George Wash1ng1on. prrner presidente de los EstadOi Unidos 
de América el primer Fiscal General, Edmund Randolph, el 28 de ,epüembr& <Je 1789 
10 Traducción libre. 
60 Cone Constitucional, Sentencia C - 030 dé 2014 
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Expuesto el fundamento constitucional de la función encomendada a la Sala por el 
numeral 7 del articulo 112 vigente del CPACA. es pertinente analizar el alcance de 
ese precepto legal. 

6.2. Naturaleza de la función: alcance del concepto 

En el Concepto PL 00005 del 30 de junio de 2022 emitido por la Sala en ejercicio 
de la función conferida por el numeral 7 mencionado, se analizó su alcance en 1os 
siguientes términos. que se reiteran: 

La garantía consfüucional de acceso a la Justicia no significa que todas las disputas 
deban ser resuellas por tos jueces, pues es deber de las partes gestionar sus 
conflictos a través de medios de resolución en los que se realicen esfuerzos 
conjuntos para tramitarlos o prevenir su escalonamiento. 

La función de la Sala se traduce en un escenario que permite la solución de las 
controversias. a través de un concepto que, por su naturaleza, no tiene carácter 
jurisdiccional ni vinculante. aspecto de suma importancia para centrar el thema 
decidend;, en orden a prevenir litigios innecesarios o poner fin a uno existente entre 
tas entidades públicas, lo que redundaría. en el esperado desahogo del orden 
contenciosoMadministrativo, con agilidad y economia de costos para las partes. y sin 
lesión de la tutela judicial efectiva ni de los intereses públicos en juego, aspectos 
que han sido ana1izados ampliamente en puntos anteriores. 

Sobre el alcance de los conceptos, es de anotar que la función regulada por el 
numeral 7" del artículo 112 del CPACA se configura como una proyección especial 
de la función principal atribuida a la Sala de Consulta y Servicio Civil, como cuerpo 
supremo consultivo en asuntos de administración. En este sentido, los conceptos 
emitidos en ejercicm de la función reforzada por la Ley 2080 de 2021 obedecen a 
su labor consultiva y no tienen alcance jurisdiccional. 

En consecuencia, dichos conceptos no son obligatorios. Sin embargo, las partes 
pueden acoger sus conclusiones y llegar, con base en ellas, a una transacción, una 
conciliación u otra clase de arreglo, pues estos contribuyen para que las entidades 
en controversia encuentren una fórmula que les permita solucionar su conflicto 
jurídico. 

En definitiva, es en virtud de ta autonomía de las partes en conflicto, que el concepto 
puede ser acogido total o parcialmente por estas, a través de un acuerdo de 
voluntades. 

Se reitera que las partes deben geslionar sus conflictos a través de métodos de 
resolución en el que se realizan esfuerzos conjuntos para atende<1os y tramitartos, 
o también parar prevenir su escalonamiento, es decir, buscar un escenarjo que 
permita una verdadera transformación de las controversias. 
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De esta manera se pretende evitar una «jurisdiccionali-z.ación» generalizada de las 
controversias entre las entidades publicas. propósito que fue planteado desde el 
ano 2003, por lo que la función atribuida a la Sala es la materialización en el derecho 
positivo de esa política pública. 

6.3. Finalidad del concepto: ayudar a solucionar en derecho tas controvorsias 
judiciales y no judiciales de las entidades estatales 

Sobre el objetivo de esta tuncióa consagrada en el numeral 7° del articulo 112 del 
CPACA, es importante señalar que, inicialmente, con la expedición de la Ley 1437 
de 201 1 (CPACA), la emisión de estos conceptos tenla como finalidad la de 
«precaver un eventual litigio». 

Esto significa que, en aquella disposición, el objetivo era evitar que las controversias 
existentes entre entidades públicas fueran a la Jurisdicción, es decir, evitar que 
dichas controversias se convirtieran en un litigio judicial. 

Lo anterior generaba la discusión sobre la facultad que tenla o no la Sala de ejercer 
esta función en relación con controversias entre entidades públicas que ya 
estuvieran sub judice.a.1. 

Con la expedición de la Ley 2080 de 2021 se zanjó el debate, pues se precisó que 
la emisión de conoeptos bajo esta función procede «con el fin de precaver un 
eventual litigio o poner fin a uno existente». (se enfatiza), 

Como puede observarse, con esta modificación, el legislador pretendió que las 
consultas que se formulen a la Sala de Consulta y Servicio Civíl, en ejercicio de esta 
atribución abarquen, sin duda. aquellas controversias entre entidades públicas que 
se encuentren en conocimiento de un juez, por haberse trabado un litigio judicial. 

Queda claro, pues, que la consulta y et respectivo concepto tienen como finalidad 
que la Sala de Consulta y Servicio Civil pueda ayudar a solucionar tanto las 
discrepancias sometidas a decisión Judicial como aquellas que todavla no se 
encuentren bajo el conocimiento de un juez. 

En este sentido, es importante señalar que. cuando la Sala emite un concepto para 
ayudar a resolver las controversias jutidicas existentes entre entidades del Estado, 
materializa el principio de colaboración armónica, busca la salvaguarda del 
patrimonio público, la eficíencia en el cumplimiento de las actl\/idades del Estado y, 
en general, la satisfacción de las necesidades del servicio público bajo el derecho 
fundamental a la buena administración. 

•• S,gnifi~ htera!mente 'baJO el Juez'. Se. usa con el senudo de 'pe.rufiente de resotuc.on judic1at 
(Diecionano Panhipánico de dudas. bttQir:Jlwww me.es/dpdlsub%.20i%C3%8Adice) 
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Se reitera que la defensa del patrimonio público propugna por la protección del 
patrimonio estatal, en orden a resguardar la totalidad de bienes, derechos y 
obligaciones públicas y procura porque su administración sea eficiente, proba y 
llansparente. de acuerdo con la legislación vigente y con el cuidado y diligencia 
propios de un buen seividor, de modo que se evite cualquier detrimento. 

No sobra recordar que de conformidad con el artlculo 236 el Conseío de Estado se 
dividirá en Salas y Secciones para separar las funciones jurisdiccionales de las 
demás que le asigne la constitución y la Ley. En concordancia con esta norma 
constitucional el articulo 104 del CPACA establece: «la Jurisdicción de lo 
contencioso Administrativo esta instituida para conocer. además de lo dispuesto en 
la Constitución Polltica y leyes especiales de las contioversias y litigios originados 
en actos, contratos. hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 
administrativo. en los que estén involucradas las entidades públicas. o los 
particulares cuando ejerzan función admlnisiraüva». (El subrayado no es del texto) 

En armonía con lo anterior el articulo 112 del CPACA señala que la Sala cumple 
funciones separadas «de las funciones jurisdiccionales», y es en este contexto 
normativo que aparece la función prevista en el numeral 7 de emítir concepto eo 
relación con las «controversias jurídicas que se presenten entre las entidades 
públicas, con el fin de precaver un eventual litigio o poner fin a uno existente». Por 
tanto esta atribución de la Sala de manera alguna choca con las funciones 
jurisdiccionales atribuidas a las oiras salas y secciones del Consejo de Estado 

Por último, no puede perderse de vista que el parágrafo del artículo 104 del CPACA 
dispone que para los solos efeclos de este código •se entiende por entidad pública 
tocio órgano, organismo o entidad estatal. con independenci~ de su nominación; las 
sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o superior 
al 50 % de su capital; y los entes con aport.es o participación igual o superior al 50 
%». Resulta indiscutible que en el ámbito legal previamente senalado se encuentran 
las entidades territoriales. 

En consecuencia, la ANOJE puede solicitar el concepto previsto en el numeral 7° 
del artículo 112 del CPACA oon el propósito de defender el patrimonio público 
radicado en tas entidades territoriales. 

Los criterios expuestos deben guiar la inlerpretación y alcance de las mod~icaciones 
Introducidas al numeral 7° del articulo 112 del CPACA. mediante el articulo 19 de la 
ley 2080 de 2021 . 

6.4. Requisitos y trámite 

De acuerdo con el numeral 7° del articulo 112 del CPACA. la función oonsulliva de 
la Sala dirigida a precaver un eventual litigio o poner fin a uno existente esta 
sometida a los siguientes requisitos: 
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i) La solicitud de concepto debe realizarla el Gobierno nacional o la Agencia 
Nacional de Defensa Jurldica del Estado. 

ii) La petición debe involucrar una controversia juridica . 

iil) Dicha controversia debe presentarse entre entidades públicas del orden nacional, 
o entre entidades de esta naturaleza y entidades del orden territorial, o entre 
entidades del orden territorial con el objeto de defender el patrimonio público. 

Es importante destacar que, tal como se indicó. la competencia de la Sala se activa 
tanto en el caso de controversias ya sometidas a un proceso judicial como en 
aquellas que todavía no se encuentran bajo el conocimiento de una jurisdicción. 

De otra parte, respecto a los efectos que se producen como consecuencia de la 
solicitud de concepto, el referido numeral 7º establece que dicha petición suspende 
todos los términos legales, incluida la caducidad del respectivo medio de control y 
la prescripción, hasta el dia siguiente a la fecha de oomunlcación del concepto. 
Como consecuencia de lo anterior~ 

En el evenlo en que se haya interpuesto demanda por la controversia jurídica base 
del ooncepto, dentro de los dos (2) dias siguientes a la radicación de la solicitud, las 
entidades parte del proceso judicial o la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado deberán comunicar al juez o magistrado ponente que se solicitó concepto a 
la Sala. La comumcación suspenderá el proceso judicial. 

De otra parte, el ejercicio de la funcic)n está sometido al siguiente procedimiento: 

a) El escrito que contenga la solicitud de concepto debe relacionar, de fonma clara 
y completa, los hechos que dan origen a la controversia. Igualmente, debe precisar 
los asuntos de puro derecho objeto de la discrepancía. 

Asimismo, la solicilud debe acompañarse con los documentos que se estimen 
pertinentes. 

b) El consejero ponente convocará audiencia a las entidades involucradas, a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público. Lo anterior, 
con el propósito de que se pronuncien sobre ta controversia Jurídica sometida a 
consulta. 

Adicionalmente, en dicha audiencia. se podrán entregar las pruebas documentales 
que se estimen procedentes. 

e) El consejero ponente puede decretar pruebas en los términos dispuestos en el 
CPACA. 
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d) Una vez se cumpla con Jo anterior, y se cuente con toda la información necesaria, 
la Sala emítirá el concepto solicitado dentro de los noventa (90) días siguientes. No 
obstante, este plazo, de oficio o a petición de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Eslado, puede prorrogarse hasta treinta (30) dlas más cuando tengan 
lugar hechos sobrevinientes o no conocidos por la Sala en el trámite del proceso. 

En lo que concierne al concepto, como se indicó, se trata de un pronunciamiento no 
vinculante para las partes. que no esta sometido a ningún recurso. 

Se ha dicho también que esta función es una manera de gestionar conflictos a través 
de métodos de resolución en el cual las partes realizan esfuerzos conjuntos para 
atenderlos y tramitarlos. o también parar prevenir su escalonamiento. 

En consecuencia, la función de la Sala se presenta como un mecanismo alterno de 
solución de controversias, que resutta plenamente concordante con las nuevas 
disposiciones de la Ley 2220 de 2022, norma que, como se explicó, concede a los 
comités de conciliación de tos órganos, organismos y entidades del Estado en los 
que estos existen, funciones más amplias para autorizar ta solución de los conflictos 
por vías diferentes a la judicial. 

En efecto. las disposiciones especiales de la Ley 2220 de 2022, son posteriores a 
la reforma que Introdujo la Ley 2080 de 2021 al numeral 7 del articulo 112 del 
CPACA, sobre la función de la Sala de precaver un litigio o poner fin a uno existente, 
por lo que esta debe complementarse con las disposiciones de la nueva Ley 2220. 

S1 se considera que la nueva ley habilita de manera general a las entidades 
territoriales para acudir a otros medios alternativos de solución de conflictos • 
facultad que tiene pleno fundamento y finalidad constitucional, según se ha 
explicado-, es claro que pueden activar, por intermedio de la ANOJE y previa 
autorización de los comités de conciliación de tales entidades, la función de la Sala 
de emilir concepto, en los términos del mencionado numeral 7 del articulo 112 del 
CPACA 

No existe incompatibilidad alguna entre dicho numeral y una norma especial y 
posterior como es la Ley 2220 de 2022, pues es claro que tratándose de 
mecanismos alternos de solución de controversias que operan de manera voluntaria 
y autocompositiva, la habilitación legal a las entidades territoriales de acudir a estos 
complementa lo dispuesto en el numeral 7 del articulo 112 del CPACA, y fortalece 
el fin constitucionalmente valioso del arreglo amistoso de las controversias que 
su~an entre tales entidades, en defensa del patrimonio púbhco. 

A este respecto no sobra mencionar que en la información presentada por la ANOJE 
en la audiencia celebrada el 16 de febrero de 2023, se dio cuenta de 5.456 procesos 
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interadministrativos activos entre entidades del orden nacional y territorial (en las 
que actúan como demandantes o demandadas), cuyas pretensiones indexadas 
ascienden a S12.645.102.3-06.994. Asimismo, se indicó la existencia de 14 procesos 
entre entidades territoriales con pretensiones indexadas por la suma de 
S19.199.419.819, lo que. en términos de los principios de economla y eficacia, en 
una relación costo - beneficio. sustenta sin lugar a duda acudir a la función de la 
Sala mencionada. 

En conclusión, la ANOJE puede solicitar concepto a la Sala de Consulta y Servicio 
Civil, con el fin de precaver un lltigio o poner fin a uno existente. cuando se trate de 
controversias jurídicas entre entidades del orden territorial para la defensa del 
patrimonio público, previa autorización de los comités de conciliación de tas 
entidades correspondientes. 

7. Recomendaciones de la Sala 

7 .1. Se sugiere al Gobiemo nacional sellalar los lineamientos y prioridades que le 
permitan al consejo directivo de la ANOJE determinar los intereses litigiosos cuya 
defensa jurídica le corresponda, tal como lo dispone el literal e) del parágrafo del 
articulo 2 del O.L. 4085 de 2011. Ese señalamiento puede involucrar intereses 
litigiosos de las entidades territoriales como expresión de los principios de 
colaboración armónica, coordinación, concurrencia y subsidiaridad, as1 como la 
defensa del patrimonio público. 

7.2. Se sugiere al consejo directivo de la ANOJE, en observancia de las 
disposiciones de1 O.L, 4085 de 2011, precisar los criterios para determinar los casos 
en tos cuales la Agencia debe intervenir de manera obligatoria en los procesos 
judiciales, teniendo en cuenta la cuantia de las pretensiones, el interés o impacto 
patrimonial o fiscal de la demanda; el número de procesos similares; la reiteración 
de tos fundamentos fácticos que dan origen al conflicto o de los aspectos jurídicos 
involucrados en el mismo; la materia u objetos propios del proceso y la 
trascendencia Jurldica del proceso por la creación o modificación de un precedente 
jurisprudencial. 

7 .3. En atención al principio de buena administración, asl como a las amplias 
funciones que la Ley 2220 de 2022 confiere a los comités de conciliación, se sugiere 
que antes de que sea solicitada a la Sala la emisión del concepto de que trata el 
numeral 7 del artículo 112 del CPACA, los comités de conciliación de las entidades 
involucradas en la controversia autoricen este medio alternativo de solución de 
conflictos. 

7.4. Se sugiere ajustar el Decreto Reglamentaño 1069 de 2015 a las disposiciones 
de la Ley 2220 de 2022, en los términos expuestos por la Sala en este concepto, 
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particularmente respecto de la habilitación otorgada a las entidades territoriales para 
acudir a la medición de la ANDJE. 

Con base en las consideraciones a.nteñores, 

IV. LA SALA RESPONDE: 

1. ¿ «La Agencia puede solicitar concepto a la Sala de Consulta y Servicio Civil, 
con el fin de precaver un litigio o poner fin a uno existente. cuando se trate de 
controversias jurídicas entre entidades del orden temtorla/»? 

Sí. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado puede solicitar el 
concepto previsto en el numeral 7 del articulo 112 del CPACA con el propósito 
de defender el patrimonío público radicado en las entidades territoriales, previa 
autorización de los comités de conciliación de las entidades correspondientes, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 115. 116 y 117 de la Ley 2220 
de 2022, en los términos explicados en el presente concepto. 

2. ¿ «Cuál es el concepto de interés litigioso de la nación y si su alcance 
comprende /os intereses litigiosos de las entidades del orden territorial•? 

4. ¿«A la lrn. de las disposiciones que establecen y reglamentan las funciones y 
competencias de te Agencia, pu9da considerarse que está habilitada para 
defender los intereses litigiosos de entidades territoriales»? 

Por unidad temática se responde: 

SI. El alcance de la noción «interés litigioso de la Nación• habilrta a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurldica del Estado para intervenír en procesos 
administrativos y judic¡ales en defensa de estos. e incluye a entidades territoriales 
cuando el consejo directivo de la Agencia lo determine. 

Tales íntereses litigiosos no se limitan a los indicados en el parágrafo del articulo 
2 del Decreto Ley 4085 de 2011, por lo que esta norma no líene carácter taxativo 
sino meramente enunciativo. En efecto, en el literal e) del parágrafo caado se 
faculta al consejo directivo de la Agencia para determinar otros «intereses 
litigiosos de la Nación dentro de los llneamientos y prioridades senalados por el 
Gobierno Nacional». para efectos de su defensa a cargo de esa entidad. 

Significa entonces que el consejo directivo de la Agencia está facultado para 
extender la función de defensa de la Agencia para tos intereses litigiosos de una 
entidad territorial, o de organismos del sector central o entidades del sector 
descentraliz.ado pertenecientes al orden territorial, en la medida en que el 
Gobierno Nacional lo considere prioritario y ese consejo así lo disponga en 
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armonia con las entidades territoriales, en aplicación de los principios 
constitucionales de coordinación, concurrencia y subsidiañdad (articules 209 y 
288 CP). 

Lo anterior porque el concepto «interés litigioso de la Nación» no tiene un alcance 
restrictivo, ni alude en rigor a su condición de persona jurldica, sino que en 
determinados procesos la defensa del interés litigioso, a cargo de la Agencia, está 
radicado en el E.stado, otras veces et acto que debe defender ha sido expedido 
por alguna de las rarnas del poder público o de órganos autónomos e 
independientes en cumplimíento de su función estatal. o incluso dicho interés 
lrtJgioso puede corresponder a las entidades territoriaies o a su órganos 
pertenecientes al sector central o a las entidades descentralizadas de ese nivel, 
cuando asi lo disponga el consejo directivo de la Agencia. 

3. ¿ «El concepto de lr1terés litigioso de la nación incluye et de interés patrimonial 
del Estado»? 

Si. La noción de «patrimonio público• es más amplia y general que la de 
«patrimonio del Estado•. de alli que ta defensa de aquel sea una de las funciones 
a cargo de la ANDJE, según lo dispuesto en el articulo 3 de del D.L. 4085 de 2011 
y se reitera en articulo 610 del CGP. 

El deber constitucional de defensa del patrimonio público, que propugna por la 
protección del patrimonio estatal, concede a la Agencia Nacional de Defensa 
Juridica del Estado la facultad de intervención prevista en el artículo 610 del CGP 
para defender los intereses patrimoniales de las entidades territoriales, pues estos 
por definición están incluidos dentro de la noción de patrimonio público. 

5. ¿ «Puede la Agencia mediar en conflictos entre entidades del on:Jen nacional 
y territorial»? 

6. ¿«Puede la Agencia mediar en conflictos entre entidades del orden 
lerritorial>1? 

Por unidad temática se responde: 

Si, La finalidad de la mediación adelantada por la ANDJE es la garantía de los 
d&rechos de la «Nación y del Estado• y la protección efectiva del patrimonio 
públloo, en los términos de los articolos 3 y 6 del O.L. 4085 de 2011, 

En la noción de patrimonio público expuesta en este concepto, se incluye el de las 
entidades territoriales, por lo que una de las maneras de velar por su protección es 
facilitar ta mediación entre estas para solucionar sus conflictos, asl como la 
mediación entre los órganos y entidades del Estado y las entidades terr~onales para 
los mismos efectos. 
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En vigencia de la Ley 2220 de 2022, se reitera para la Agencia la facuttad de 
mediación entre entidades det orden territorial, la cual también se autoriza para ta 
Procuraduria General de la Nación, si el comitEI de conciliación de la respectiva 
entidad así lo decide. 

Remítase al Ministro de Justicia y del 
Presidencia de la República. 

Derecho y a la Secretan ica de la 

ÓSCAR CARÍO AYA NAVAS 
Presidente e la Sala (E) 

1 
Consejera de Estad 

MARÍA O L PILAm ~ N 
C nsejera de E ado 

ÉOGAR GONZÁLEZ LÓPEZ 
Consejero de Estado 

(Ausente con permiso) 

(\,. ··[1WJ~" J,-J, . 
REINA C~ NA SO~mERNÁNOEZ 

Secretaria de la Sala 

ALLA 

2 J HAY 2023 LEVP,NTAMIENTO DE RESERVA LEGAL MEDIAl'ITE OFICIO DEL MINISTERIO DE JUSTICIA y 

DEL DERECHO. 


